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La presente tesis denominada: "Tribunal constitucional un cuarto poder 
neutro bajo la tesis de las sentencias interpretativas en el Perú"; tiene como 
fundamento teórico y jurisprudencial el haberse ocupado en proponer al Tribunal 
Constitucional como un cuarto poder, esto, por saber poner las cosas en orden, 
controlar o limitar el poder del gobierno de turno, al legislador, al juez y a los 
demás Órganos del Estado, es lo que sabe hacer bien y con eficacia, ya que sus 
funciones son propias de un poder del Estado actual. 
Por eso afirmamos que el Tribunal Constitucional es un poder más, 
dejando de lado la denominación de legislador negativo, para convertirse en gran 
manera en creadores de normas jurídicas; es decir, en un cuarto poder neutro 
por la vía de las sentencias interpretativas. El Tribunal Constitucional cumple una 
función complementaria, reguladora, limitadora y de control respecto de los 
poderes del Estado. Con el agregado de que no se limitan como los demás 
poderes (legislativos y ejecutivo) o tribunales ordinarios (poder judicial), a 
interpretar la ley, sino que además pueden dar instrucciones o límites a los 
poderes sobre cómo debe llevar a cabo la función ejecutiva, de legislar y la 
jurisdiccional, sino quieren incurrir en una inconstitucionalidad. 
Por otro lado de la realidad podemos advertir que, la división clásica de 
poderes del Estado se encuentra desactualizado, desfasado y 
descontextualizado por el evidente rol y papel dinámico del Tribunal 
Constitucional. La trinidad clásica, es ciertamente una importante forma de la 
división de poderes, pero no es la única ni, en modo alguno, la más importante 
de todos los tiempos. Cada tiempo tiene que buscar, de acuerdo con sus 
realidades, la forma de orden que garantice óptimamente la administración 
responsable del poder. Por consiguiente, no hay una versión única, no hay un 
modelo patentado, ni hay tampoco un dogma de la división de poderes, sino que 










This thesis entitled: "Constitutional Court, one fourth neutral power under 
the thesis of interpretative judgments in Peru"; as the theoretical and 
jurisprudential  foundation the have dealt to propose to the Constitutional Court 
as one fourth power, this, know how to put things in order, control or limit the 
power of the current government, the legislature, the judge and the other 
branches of the State, it is what you do well and effectively, as their functions are 
specific to the current state power. 
 
That is why we say that the Constitutional Court is a power, leaving aside 
the name of negative legislator, to become greatly creators of legal norms; that 
is to say in one-fourth neutral power by way of interpretative verdict. The 
Constitutional Court plays a complementary, regulating, limiting and control over 
state powers function. With the addition of which are not limited as other powers 
(legislative and executive) or ordinary courts(judiciary), to interpret the law, but 
also can give directions or limits on the powers on how to carry out the executive 
function, to legislate and jurisdictional, but want to incur a unconstitutionality. 
 
On the other side of reality, we can see that the traditional division of state 
powers is outdated and out of context by the apparent role and dynamic role of 
the Constitutional Court. The classic trinity is certainly an important form of the 
division of powers, but not the only or, in any way, the most important of all time. 
Every time you have to search, according to their realities, the order form that 
optimally, ensure responsible management of power. Therefore, there is no 
single version, there is not a patented model, nor there is a dogma of the division 












 Con la aparición de los Tribunales Constitucionales con sus funciones, 
competencias y sus respectivos roles que cumplen en la realidad, se ha 
relativizado la trinidad clásica de poderes, pasando a un Estado desconcentrado 
y más ágil. En la práctica, a los tres poderes de Montesquieu se añade el Tribunal 
Constitucional, esta doctrina, típica del constitucionalismo actual. Por esto, el 
Tribunal Constitucional del Estado podría ser equiparado por sus funciones a los 
tres poderes clásicos, dejando de lado la división clásica, para convertirse en 
poder facticos, con sus funciones específicas de cada uno de los órganos del 
Estado. 
La Constitución establece además de los tradicionales poderes del 
Estado, a los Tribunales Constitucionales que tienen funciones específicas. La 
idea reside en que solo el poder puede frenar al poder. Este sistema llamado de 
frenos y contrapesos, se ha plasmado en las constituciones modernas en 
relaciones concretas de mutuo control. 
Poner las cosas en orden, controlar o limitar el poder del gobierno de 
turno, al legislador y los jueces -con algunos excesos-, es lo que sabe hacer bien 
y con eficacia el Tribunal Constitucional y esas funciones son propias de un 
poder del Estado actual (lo que la mayoría llama equilibrio de poderes). Por esto 
a mi concepto, el Tribunal Constitucional es un poder más, dejando de lado la 
denominación pintoresca de legislador negativo, para convertirse en gran 
manera en creadores de normas jurídicas; es decir, en un cuarto poder neutro, 





cumple una función complementaria, reguladora, limitadora y de control respecto 
de los poderes del Estado. 
Para ello, nos hemos planteado como problema general: ¿Es correcto 
afirmar que el Tribunal Constitucional sea considerado un cuarto poder neutro 
en nuestro país? Y otras preguntas más. Las mismas que pasaremos a 
responder en el transcurso del desarrollo de este trabajo, planteando hipótesis 
de carácter descriptivos. 
La presente tesis denominada: “Tribunal Constitucional un Cuarto 
Poder Neutro Bajo la Tesis de las Sentencias Interpretativas en el Perú” 
;tiene como fundamento teórico y jurisprudencial el haberse ocupado en 
proponer al Tribunal Constitucional como un cuarto poder, esto, por saber poner 
las cosas en orden, controlar o limitar el poder del gobierno de turno, al 
legislador, a los jueces y a los demás Órganos del Estado, es lo que sabe hacer 
bien y con eficacia, ya que sus funciones son propias de un poder del Estado 
actual.  
Claro está orientado siempre por nuestro objetivo general planteado: 
Demostrar que el Tribunal Constitucional si puede ser considerado un cuarto 
poder neutro en nuestro país. Asimismo por nuestros objetivos específicos: 
determinar que la división clásica de poderes del Estado se encuentra 
desactualizado, desfasado y descontextualizado por el evidente rol dinámico 
del Tribunal Constitucional en nuestro país; conocer los argumentos 
doctrinarios y jurisprudenciales para considerar al Tribunal Constitucional como 
un cuarto poder neutro en nuestro país; e identificar las verdaderas funciones 
políticas y de control jurídico que cumplen el Tribunal Constitucional con 





 La presente tesis se encuentra dividida en cuatro capítulos. 
 CAPÍTULO I, contiene: El problema de la investigación, Planteamiento de 
Problema, justificación de la investigación y los objetivos. 
 CAPÍTULO II, comprende el marco teórico; en el que se expresa los 
antecedentes de la investigación, la breve referencia histórica de la división del 
poder; división del poder; constitución normativa; supremacía constitucional y 
constitución normativa; la constitución y el control en el estado de derecho; la 
justicia constitucional y Control Constitucional; control de constitucionalidad; 
poderes constituidos y Tribunal Constitucional; Tribunal Constitucional y su 
relación con los demás poderes del estado; Tribunal Constitucional un cuarto 
poder del estado actual y la interpretación como medio de ejercer el poder del 
Tribunal Constitucional, también se señala el marco conceptual. 
 CAPÍTULO III, en el que se señala la metodología de la investigación; se 
precisan el diseño, tipo y nivel de investigación, los métodos de investigación 
jurídica, las técnicas e instrumentos, fuentes de investigación y la población 
teórica.  
 CAPÍTULO IV, en el que se ilustra la presentación, análisis e 
interpretación del trabajo de investigación en base a cuadros pertinentes. 
 Finalmente se perfilan las conclusiones y recomendaciones; se refiere la 











1.1. ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN PROBLEMÁTICA1-2 
En todo estado democrático hay tres poderes –así como en nuestro país-, 
es frecuente y ha sido considerado como un precedente o como una forma 
de la división de poderes la tesis del status mixtus desarrollada en el mundo 
antiguo (de Grecia) por Platón, Aristóteles (en su obra la Política en: la 
asamblea general, el cuerpo de magistrados y el cuerpo judicial) y Polibio, 
más tarde recepcionada por la escolástica y siempre de algún modo 
presente en la historia del pensamiento y de la realidad política, fórmula 
que, como es sabido, postula un sistema de gobierno con componentes 
monárquicos, aristocráticos y democráticos. 
                                                 
1 Carlos RAMOS NÚÑEZ: Es necesario asimismo que se explique las razones por las que es 
conveniente realizar la investigación, y ello consiste básicamente en establecer ¿Por qué? y 
¿Para qué se investiga? “Una investigación debe ser conveniente en términos prácticos y 
necesaria en términos teóricos: tal vez ayude a resolver un problema social o ayude a construir 
una teoría nueva. En: RAMOS NUÑEZ, Carlos. Como hacer tesis en derecho y no envejecer en 
el intento. Lima, Editorial Grijley, 2011, pp. 117-118.   
2 Lino ARANZAMENDI, sugiere que para plantear correctamente el problema, requiere tres 
criterios de calificación: a) Su relevancia científica, ¿qué nuevos conocimientos aportan a la 
solución del problema social? b) La relevancia jurídica ¿qué significado tiene para el derecho? y 
c) La relevancia contemporánea ¿Qué de innovador tiene la investigación jurídica para el 
presente? En: ARANZAMENDI NINACONDOR, Lino. La investigación jurídica. Lima, Editorial 





      El esfuerzo de Aristóteles (sobre la división de poderes), fue esbozado 
por John LOCKE a través de la literatura política inglesa del  siglo XVII, éste 
insertó con versiones más modernas del tema de la división de poderes; es 
decir, el “paso” de la tradicional constitución estamental y de la doctrina del 
status mixtus (desarrollada en el mundo antiguo) a la “moderna” división de 
poderes. Para él “la división de poderes, era el legislativo, ejecutivo y 
federativo; al primero correspondía elaborar las leyes, al segundo aplicarlas 
y al tercero atenderían las relaciones con otras naciones, en particular a lo 
relativo a la seguridad de los intereses propios”. La separación que Locke 
propone estaba más relacionada con una división especializada de áreas y 
no como sistema de control de poderes.  
     Por su parte, la doctrina de Montesquieu (en su más famosa 
publicación de 1748 “El espíritu de las leyes”) establece algo 
cualitativamente nuevo, racionaliza versiones circunstanciales (lo dicho por 
Aristóteles, reflexionando sobre Inglaterra y más modernamente en el texto 
de John Locke) y formula un modelo de la organización del Estado en tres 
poderes: el legislativo, ejecutivo y judicial, éste reconocía cierta 
preponderancia del poder legislativo, luego el poder ejecutivo, respecto al 
poder judicial, el de juzgar es casi nulo, la forma en que Montesquieu lo 
concebía en su lapidaria frase: “Los jueces de la nación, como es sabido, 
no son más ni menos que la boca que pronuncia la boca de la ley, seres 
inanimados que no pueden mitigar la fuerza y el rigor de la ley misma”. 
Empero, ha sido considerada como una formulación esencialmente nueva 





      La teoría de la división de poderes de Montesquieu, no sólo fue 
recepcionada por el Derecho constitucional positivo, sino también 
considerada como componente esencial de una verdadera Constitución, es 
ese sentido, se puede afirmarse que de modo expreso o tácito el principio 
de la división de poderes pasó a formar parte integrante del Derecho 
constitucional liberal. 
     Quizá la más olvidada y poca estudiada en la actualidad, es la teoría 
del poder neutro (o pouvoirneutre) -que más tarde  sería llamado en la 
doctrina española como poder armónico o moderador-introducida en 1815 
por Benjamín Constant, quien a los tres poderes de Montesquieu añade un 
cuarto poder, esta doctrina, típica del constitucionalismo monárquico(que 
por la época debía ser el Monarca, constituye esa unidad neutra y superior, 
de la que emanan y en la que confluyen las diversas ramas de la actividad 
pública, esto, para conciliar la necesaria unidad del Estado con la pluralidad 
social),  incluye,  pues, un  poder neutral o moderador que actualmente 
existe en nuestro país (los tribunales constitucionales).  
     Con la consolidación del constitucionalismo, nació, la pregunta en 
torno a ¿quién debe ser el  defensor de la Constitución?, ha preocupado a 
juristas y politólogos de todas las latitudes, dadas las tremendas 
implicaciones teóricas y prácticas que el asunto comporta (donde a 
mediados del siglo XX, Carl Schmitt y Hans Kelsen elaboraron un grandioso 
debate en torno a quien debe defender la constitución. El primero de los 
pensadores, más politólogo que jurista, entrega la tarea de guardián de la 
Constitución al presidente del Reich o Jefe  de Estado que es elegido por 





siendo consecuente con la idea de legalidad como condición esencial del 
Estado). 
     Para tal efecto se han elaborado múltiples respuestas, asignándose la 
función de guarda, de manera excluyente, a los clásicos órganos del poder 
público (el Legislativo, Ejecutivo y judicial), o creándose  Tribunales 
Constitucionales que participan con una doble naturaleza: judicial y 
legislativa. El advenimiento de tan particular institución (Tribunal de Justicia 
constitucional) que ejerce poder y por tanto se involucra en asuntos 
políticos, administrativos y judiciales cambia el clásico esquema de poderes 
planteado por Montesquieu y le otorga al Juez Constitucional funciones 
adicionales a la de simple aplicador del Derecho, convirtiéndolo en 
legislador  negativo.   
       Con la consolidación de los tribunales constitucionales en los países 
hispanoparlantes, como el nuestro en particular, bajo las bases de la justicia 
o jurisdicción constitucional entre otros principios fundamentales, donde 
una de ellas, son la sentencias interpretativas, sin duda ha relativizado la 
trinidad de poderes y retomado la vieja teoría del poder neutro, donde, 
fácilmente podemos decir que es ejercido por el Tribunal Constitucional en 
la medida que los conflictos entre órganos constitucionales puedan ser 
planteados y  resueltos  como  conflictos  de  competencia.  
       Poner las cosas en orden, controlar o limitar el poder del gobierno de 
turno, al legislador y los jueces -con algunos excesos-, es lo que sabe hacer 
bien y con eficacia el Tribunal Constitucional y esas funciones son propias 
de un poder del Estado actual (lo que la mayoría llama equilibrio de 





mas, dejando de lado la denominación pintoresca de legislador negativo, 
para convertirse en gran manera en creadores de normas jurídicas; es 
decir, en un cuarto poder neutro, esto por la vía de interpretación. Ello 
supone que, el Tribunal Constitucional cumple una función 
complementaria, reguladora, limitadora y de control respecto de los 
poderes del Estado.  
      Considerar al Tribunal Constitucional como un cuarto poder, 
seguramente es una idea extremadamente atrevida para pocos, pero ya no 
para la mayoría, por el evidente protagonismo en nuestro país (con la 
variedad de sentencias interpretativas); valgan verdades, ni el mismo 
inspirador de los tribunales constitucionales el maestro vienes Hans Kelsen 
allá por el siglo XX, no lo había previsto así, sino solo le otorgaba la calidad 
de legislador negativo; es decir, que a través de sus sentencias solo podían 
expulsar las normas inconstitucionales. 
Cabe precisar además lo siguiente, los Tribunales Constitucionales, 
no se limitan como los demás poderes (legislativos y ejecutivo) o tribunales 
ordinarios (poder judicial), a interpretar la ley, sino que además pueden dar 
instrucciones o limites a los poderes sobre cómo debe llevar a cabo la 
función ejecutiva, de legislar y la jurisdiccional, sino quieren incurrir en una 
inconstitucionalidad. 
El problema tiene su origen en la aparición de la doctrina del cuarto 
poder neutro de benjamín Constant; en ese sentido, el problema es que, la 
división clásica de poderes del Estado se encuentra desactualizado, 
desfasado y descontextualizado por el evidente rol y papel dinámico del 





forma de la división de poderes, pero no es la única ni, en modo alguno, la 
más importante de todos los tiempos. Cada tiempo tiene que buscar, de 
acuerdo con sus realidades, la forma de orden que garantice óptimamente 
la administración responsable del poder. Para ello, es necesario liberarse 
de la trinidad dogmática y abrir la vía para una nueva  concepción global de 
la pluralidad de posibilidades de dividir el orden  político. 
Este problema es de gran trascendencia en la realidad, como  
resumen de todo lo anterior, podemos afirmar que la división de poderes  
sin ulterior especificación es un fenómeno y un concepto que trasciende  a 
cualquiera de sus versiones históricas, incluida la de Montesquieu, y  que, 
por consiguiente, no hay una versión única, no hay un modelo  patentado, 
ni hay tampoco un dogma de la división de poderes, sino que  ésta tiene en 
cada tiempo sus propias peculiaridades de configuración; esto me sirve de 
base o fundamento para afirmar que el Tribunal Constitucional es un cuarto 
poder neutro en nuestro país. 
El cuestionamiento fundamental dentro de la teoría democrática de 
nuestro país, la discusión sobre la legitimidad de los tribunales 
constitucionales se ha limitado en algunos casos a dilucidar: ¿cuál es el 
lugar que deben ocupar dichos tribunales dentro del entramado 
institucional? y ¿cuáles son los límites que se le debe imponer al ejercicio 
de sus funciones interpretativas? para que no exista una usurpación de 
competencias a los poderes públicos (Ejecutivo, Legislativo y Judicial). Es 
decir, la discusión se ha concentrado más en el debate sobre el equilibrio 
de poderes y contrapoderes entre los órganos ya instituidos, dejando al 





tribunales  constitucionales  y  el  propio  soberano  (el  pueblo)  en  lo  que  
a  la legitimidad en materia de interpretación constitucional se refiere. 
En la presente, nos  limitaremos  a  llamar  la  atención  sobre  la  
reiterada  tendencia  a  la  hipostatización  de  la  división  de  poderes  en  
general en el esquema concreto de Montesquieu, a la identificación  de la 
totalidad del problema con una de sus formulaciones. De donde se llega a 
la consecuencia de que ha fracasado el esquema de Montesquieu de la 
división de poderes. Cierto que la realidad ha sufrido muchos cambios y el 
Estado se ha hecho mucho más complejo: ha surgido la división entre el 
poder constituyente y el poder constituido, se han desarrollado las formas 
federativas de Estado, la Justicia ya no se limita a ser la boca que proclama 
las palabras de la ley, el Tribunal Constitucional. 
Consideramos este problema como un problema jurídico, de grandes 
proporciones y en tanto merece su inmediata atención para su respectivo 
tratamiento jurídico. 
1.2.  PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 1.2.1. Problema general 
- ¿Es correcto afirmar que el Tribunal Constitucional se a considerado un 
cuarto poder neutro en nuestro país? 
1.2.2. Problemas específicos 
- ¿Es conveniente afirmar que la división clásica de poderes del Estado 
se encuentra desactualizado, desfasado y descontextualizado por el 





- ¿Cuáles son los argumentos doctrinarios y jurisprudenciales para 
considerar al Tribunal Constitucional como un cuarto poder neutro en 
nuestro país? 
- ¿Cuáles son las verdaderas funciones políticas y de control jurídico que 
cumplen el Tribunal Constitucional con relación a los otros poderes de 
nuestro país? 
1.3. JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN  
La investigación se justifica por las siguientes razones: 
Relevancia cognitiva o teórica: Se que mi atrevimiento como 
investigadora es grande, decidí pensar distinto que los demás, consiente 
que puedo incomodar a muchos personajes que pertenecen o defienden a 
la clásica división de poderes del Estado (como el ejecutivo, legislativo y la 
judicial). Sobre todo aquellos que solo se limitan a decirnos que ya todo 
está definido (como la teoría de Montesquieu), reproduciendo 
conocimientos, comunicando vivencias y arquetipos, lo que entrega al 
discípulo como verdades eternas o juicios verdaderos, mas no a los sabios 
juristas que a diario generan nuevas ideas para el avance del derecho 
constitucional. 
  En ese sentido, lo que justifica la presente investigación es la 
decisión firme de desarrollar e investigar este tema y a partir de ella formular 
otra teoría, así de esa forma, expresamos cual será la contribución del 
conocimiento a la dogmática jurídica, esto, a favor de los operadores 
jurídicos.  
Relevancia social o institucional: Considerar al Tribunal 





extremadamente atrevida para pocos, pero ya no para la mayoría, por el 
evidente protagonismo en nuestro país; ya no como un legislador negativo 
–dicho por Kelsen-, sino como un cuarto poder neutro, debido a que, saber 
poner las cosas en orden, controlar o limitar el poder al gobierno de turno 
(ósea al poder ejecutivo), al legislador y a los jueces –a veces con algunos 
excesos- es lo que sabe hacer bien el Tribunal Constitucional y esas 
funciones son propias de un poder del Estado actual  (lo que la mayoría 
llama equilibrio de poderes o pesos y contra pesos).  
Dicho esto, lo que justifica la presente investigación es la necesidad y 
la importancia de indagar el tema de los poderes del Estado, y a partir de 
ella formular otro poder mas, así de esa forma, expresamos cual será la 
contribución del conocimiento que obtenemos de la investigación, favor de 
sociedad, solucionando problemas reales, dados actualmente en los 
poderes de un Estado de nuestro país. 
Finalmente, las conclusiones de la investigación serán de utilidad para 
los operadores del derecho, a partir de este trabajo, se contará con un 
material bibliográfico más para cualquier consulta sobre este tema, así de 
esa forma despertando más inquietudes entre los investigadores para 









1.4.  OBJETIVOS3 
1.4.1. Objetivo general 
- Demostrar que el Tribunal Constitucional si puede ser 
considerado un cuarto poder neutro en nuestro país. 
1.4.2. Objetivos específicos 
- Determinar que la división clásica de poderes del Estado se 
encuentra desactualizado, desfasado y descontextualizado por 
el evidente rol dinámico del Tribunal Constitucional en nuestro 
país. 
- Conocer los argumentos doctrinarios y jurisprudenciales para 
considerar al Tribunal Constitucional como un cuarto poder 
neutro en nuestro país. 
- Identificar las verdaderas funciones políticas y de control 
jurídico que cumplen el Tribunal Constitucional con relación a los 





                                                 
3 Lino ARANZAMENDI: El Objetivo: Es el enunciado que se pretende alcanzar o, la aspiración 
que orienta la acción ordenada para su consecución y expresados con precisión para evitar 
desviaciones en el proceso de investigación. Objetivos generales: Contiene los grandes 
lineamientos teleológicos de los finalmente queremos conseguir con la investigación. En otras 
palabras, es la razón de ser la tesis. este objetivo no establece soluciones concretas, sino 
generales. Objetivos específicos. Estos buscan crear, innovar, modificar, perfeccionar critican 
una institución o figura jurídica que incide sustancialmente en el cumplimiento del objetivo 











2.1  ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
Respecto al presente trabajo de investigación tenemos como un 
antecedente directo una tesis desarrollada en el Centro de Investigación 
y Docencia Económicas, A.C. – México, D.F. para optar el Título de  
Licenciado en Ciencia Política y Relaciones Internacionales, cuyo título 
es: El Poder Moderador en América Latina: El Fracaso de una Alternativa 
de Diseño Constitucional; cuyo aporte: “Es  importante  hacer  notar  que  
los  hallazgos  de  este  trabajo  deben  ser tomados en cuenta en el futuro 
por cualquiera que intente crear una institución que forme parte de “los 
medios técnicos que tienen por  objeto  asegurar el ejercicio regular de las 
funciones estatales”. La experiencia latinoamericana con el poder 
moderador debe servir de ejemplo de los grandes riesgos y perjuicios que 
se pueden derivar del abuso de los fines y capacidades de una 
institución”4.    
Marco teórico inicial que sustenta el proyecto de investigación 
                                                 
4Cfr., EISSA BARROSO, Francisco Antonio. Tesis que para obtener el Título de Licenciado en 





En este ítem desarrollaremos el marco general teórico respecto al cuarto 
poder neutro y a los tribunales constitucionales. De otro lado, nos 
referiremos a los argumentos que nos permita sustentar nuestra posición 
respecto a la consideración de cuarto poder al Tribunal Constitucional. 
2.2.  BASES TEÓRICAS 
2.2.1.  Breve reseña histórica de la división del poder 
La idea de una forma mixta de gobierno a partir de fuerzas políticas 
divergentes tiene su origen en la antigua Grecia, y alcanza una expresión 
definida en la obra El espíritu de las leyes (…), con base en lo expuesto 
por John Locke en el ensayo sobre el Gobierno Civil. Es una respuesta a 
la desconfianza de que el Estado ejerza su poder en forma tiránica. Para 
evitarlo se plantea fragmentar su ejercicio en elementos diferenciados a 
fin de que se controlen recíprocamente e impedir que se desvíe del logro 
del bien común, la libertad y la razón, como fines últimos de la actividad 
estatal5. 
Aristóteles   
En todo Estado Democrático hay tres poderes –así como en el Perú-, es 
frecuente y ha sido considerado como un precedente o como una forma 
de la división de poderes la tesis del status mixtus6 desarrollada en el 
mundo antiguo (de Grecia) por Platón, Aristóteles (en su obra la Política7) 
y Polibio, más tarde recepcionada por la escolástica y siempre de algún 
                                                 
5 FERRER MAC-GREGOR, Eduardo, MARTÍNEZ RAMÍREZ, Fabiola y Giovanni A. FIGUEROA 
MEJÍA. (Coordinadores). Diccionario de Derecho Procesal Constitucional y Convencional. T. II. 
México, D. F., Universidad Nacional Autónoma de México., 2014, p. 607. 
6 GARCÍA PELAYO, Manuel. La división de poderes y su control jurisdiccional. Conferencia 
pronunciada en el Centro Asociado de la UNED de Burgos, el 16 de marzo de 1983. En: Revista 
de Derecho Político. Núms. 18-19. Verano-Otofio 1983, p. 8. 





modo presente en la historia del pensamiento y de la realidad política, 
fórmula que, como es sabido, postula un sistema de gobierno con 
componentes monárquicos, aristocráticos y democráticos8. 
John LOCKE 
El esfuerzo de Aristóteles (sobre la división de poderes), fue esbozado por 
John LOCKE a través de la literatura política inglesa del siglo XVII, éste 
insertó con versiones más modernas del tema de la división de poderes; 
es decir, el “paso” de la tradicional a la “moderna” división de poderes9. 
Para él “la división de poderes, era el legislativo, ejecutivo y federativo; al 
primero correspondía elaborar las leyes, al segundo aplicarlas y al tercero 
atenderían las relaciones con otras naciones, en particular a lo relativo a 
la seguridad de los intereses propios”10. La separación que Locke propone 
“…estaba más relacionada con una división especializada de áreas y no 
como sistema de control de poderes”11. 
Barón de MONTESQUIEU 
Por su parte, la doctrina de Montesquieu12 (en su más famosa publicación 
de 1748 es “El espíritu de las leyes”) establece algo cualitativamente 
nuevo, racionaliza versiones circunstanciales y formula un modelo de la 
organización del Estado en tres poderes: el legislativo, ejecutivo y judicial, 
éste reconocía cierta preponderancia del Poder Legislativo, luego el Poder 
                                                 
8 GARCÍA PELAYO, Manuel. Op. cit., p. 8. 
9 Ibídem, p. 8. 
10 LOCKE, John. Ensayo sobre el gobierno civil. México, Fondo de Cultura Económica, 1941, pp. 
94-95. 
11 Ibídem., pp. 85, 87 y 97. 
12 Charles Louis de Secondat, señor de Bréde y Baronde Montesquieu, nació el 18 de enero de 
1689 y murió el 10 de febrero de 1755. Filósofo, ensayista y pensador político francés de la 
Ilustración; su aportación más reconocida es la separación de poderes. Entre sus obras más 
importantes se encuentran: Cartas persas (1721), Consideraciones sobre las causas de la 





Ejecutivo, respecto al Poder Judicial, el de juzgar es casi nulo, la forma en 
que Montesquieu lo concebía en su lapidaria frase: “Los jueces de la 
nación, como es sabido, no son más ni menos que la boca que pronuncia 
la boca de la ley, seres inanimados que no pueden mitigar la fuerza y el 
rigor de la ley misma”13. Empero, ha sido considerada como una 
formulación esencialmente nueva y con vocación de validez universal.  
2.2.2. DIVISIÓN DEL PODER 
La doctrina de la división de poderes presenta, en su balance histórico, 
unos niveles críticos impropios de su aceptación y extensión general y de 
su conversión en uno de los principios técnico-políticos básicos del 
constitucionalismo occidental desde su consagración dogmática en el 
artículo 16 de la Declaración francesa de 1789. Una reflexión que 
explicara ese hecho conduciría probablemente a conclusiones  
significativas sobre la función que realmente ha cumplido el principio y a 
la que aludiremos posteriormente14. 
Esa separación se traduce, por ejemplo, en la imposibilidad del 
legislativo o del ejecutivo o de revocar o reformar una sentencia judicial, 
en la incapacidad de los jueces de interpretar en abstracto las leyes, 
función que corresponde privativamente al congreso, en la imposibilidad 
de que la administración o los órganos jurisdiccionales reformen la ley o 
la deroguen, en la imposibilidad de que el congreso celebre tratados 
públicos, se abrogue la conservación del orden público, se desconoce o 
                                                 
13 MONTESQUIEU, Charles De Secondat. El espíritu de las leyes. Alianza Editorial, 2015, p. 10. 
14 DE CABO MARTÍN, CARLOS. Contra el consenso estudios sobre el estado constitucional y el 
constitucionalismo del estado social. México D. F. Instituto de  Investigaciones Jurídicas de la 





se abrogue los contratos celebrados con la administración, nombre a los 
funcionarios de la administración…”15. 
2.2.2.1 Definición  
La llamada doctrina de la división de los poderes consiste en distribuir las 
funciones del poder estatal, a los fines de su ejercicio, entre varios 
órganos gubernamentales independientes que están relacionados 
mediante mecanismos de control recíproco16. 
La realidad política revela que, cuando el ejercicio del poder se 
concentra, ya sea institucionalmente o de manera dominante, en una 
persona o un órgano del gobierno, su manifestación es necesariamente 
discrecional17.  
2.2.2.2 La división de poderes en la constitución peruana 
Como ya hemos expresado, el estado está dividido en tres poderes, el 
Legislativo, el Ejecutivo y el Judicial18.Pero, ¿qué entendía Montesquieu 
por separación de poderes y hasta qué punto ésta es total en nuestro 
Estado?19.El principio de la separación de poderes, tradicional en las 
constitucionales liberales desde la formulación tal y como la entendemos 
hoy día realizada por Montesquieu,se encuentra explicita en la 
Constitución peruana de 1993. El Título IV (De la Estructura del Estado), 
Capítulo I (Poder Legislativo), Capítulo IV (Poder Ejecutivo) y capítulo VII 
(Poder Judicial) definen y delimitan cada uno de los poderes del Estado.  
                                                 
15 GARCÍA HERREROS, Orlando. Apuntes de derecho constitucional colombiano. 2 Ed. Bogotá 
D. C.  UNIVERSIDAD SERGIO ARBOLEDA, 2007, p. 109. 
16  BADENI, Gregorio. Tratado de derecho constitucional. T. 1., 2 Ed. Buenos Aires, Editorial La 
Ley, 2006, p. 429. 
17 BADENI, Gregorio. Tratado de derecho constitucional. T. 1., 2 Ed. Buenos Aires, Editorial La 
Ley, 2006, p. 430 
18 ESCOBAR FORNOS, Iván. Bolívar y El Derecho Constitucional., p. 11.  





 2.2.2.3 Finalidad de la división de poder 
Como ya es conocido, la teoría de la división de poderes coincide con el 
fin de las estructuras del absolutismo monárquico. Fueron el inglés 
JhonLoocke (1632-1704) y el francés Charles de Secondant, Barón de 
Montesquieu (1689-1755), quienes señalaron la  necesidad de dividir o  
separar el poder para evitar la invasión de funciones entre los órganos del 
Estado, protegiendo así la libertad de las personas20. 
 Se debe a los Estados Unidos de Norteamérica la adopción del 
sistema de equilibrio del poder, o como se ha dado en llamar: los frenos y 
contrapesos checks and balances21. En comparación al modelo 
parlamentario, el sistema presidencial norteamericano mantiene una 
separación de poderes rígida, puesto que su finalidad consistió en 
proteger a los ciudadanos del abuso de las autoridades22. 
 La finalidad de dividir o separar, al menos orgánicamente, las 
funciones del poder público, deriva de que para que no pueda abusarse 
del poder, es precisode que, por disposición misma de las cosas, el poder 
frene al poder. En efecto, se busca dividir el ejercicio del poder y el 
desarrollo de las facultades estatales partiendo de que los órganos 
constitucionales se encuentran en el mismo nivel mediante la atribución 
de competencias expresas23. 
                                                 
20 LOEWENSTEIN, Karl. Teoría de la Constitución. Barcelona, Ariel, 1976, p. 56. 
21 Término por el cual resulta de combinar las atribuciones que se confieren a cada una de las 
funciones del Estado (legislativa, ejecutiva y judicial), así como el conjunto de excepciones para 
equilibrar las facultades otorgadas por la Constitución a los poderes, de manera que cada uno 
actúa como freno a los excesos de los otros. 
22 FRIEDRICH, Carl. Gobierno constitucional y democracia, Instituto de Estudios Políticos. 
Madrid, 1975, pp. 357 y ss. 
23 SERNA DE LA GARZA, José Ma. (Coordinador). Contribuciones al derecho constitucional. 





2.2.2.4  Exégesis constitucional de la separación de Poderes en el 
Perú. 
La forma de gobierno republicana y democrática en Perú tiene, en la 
división de poderes, uno de sus principios políticos fundamentales. 
Cuenta con antecedentes desde el nacimiento del Estado constitucional, 
a saber: 
- Constitución Política de la República Peruana Sancionada por el 
Primer Congreso Constituyente el 12 de Noviembre de 1823:  
ARTICULO 27º.- El Gobierno del Perú es popular representativo. 
ARTICULO 28º.- Consiste su ejercicio en la administración de los tres 
Poderes: Legislativo, Ejecutivo y Judiciario, en que quedan dividas las 
principales funciones del Poder Nacional. 
ARTICULO 29º.- Ninguno de los tres Poderes podrá ejercer jamás 
ninguna de las atribuciones de los otros dos24. 
- Constitución Política para la República Peruana de 1826 del 1 de 
julio de 1826: 
Art. 7º.- El Gobierno del Perú es popular representativo. 
Art. 8º.- La soberanía emana del pueblo, y su ejercicio reside en los 
Poderes que establece esta Constitución. 
Art. 9º.- El Poder Supremo se divide para su ejercicio en cuatro 
secciones: Electoral, Legislativo, Ejecutivo y Judicial. 
                                                 
24Cfr. CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA PERUANA SANCIONADA POR EL 
PRIMER CONGRESO CONSTITUYENTE EL 12 DE NOVIEMBRE DE 1823 Don José Bernardo 






Art. 10º.- Cada Poder ejercerá las atribuciones que le señala esta -
Constitución, sin excederse de sus límites respectivos25. 
- Constitución Política de la República Peruana 1828 (18 de marzo de 
1828): 
Art. 7º.- La Nación Peruana adopta para su Gobierno la forma popular 
representativa consolidada en la unidad. 
Art. 8º.- Delega el ejercicio de su soberanía en los tres Poderes: 
Legislativo, Ejecutivo y Judicial, en que quedan distinguidas sus 
principales funciones. 
Art. 9º.- Ninguno de los tres Poderes podrá salir jamás de los límites 
prescritos por esta Constitución26. 
- Constitución Política de la República Peruana Dada por la 
Convención Nacional el día 10 de Junio de 1834: 
Art. 7º.- La Nación Peruana adoptada para su gobierno la forma popular 
representativa, consolidada en la unidad. 
Art. 8º.- Delega el ejercicio de su soberanía en los poderes Legislativo, 
Ejecutivo y Judicial. 
Art. 9º.- Ninguno de los tres poderes puede salir de los límites prescritos 
en esta Constitución27. 
 
                                                 
25 CONSTITUCION POLITICA PARA LA REPUBLICA PERUANA (Aprobada por el Consejo de 
Gobierno el 1 de julio de 1826 y sometida a los Colegios Electorales, fue ratificada el 30 de 
noviembre y jurada el 9 de diciembre del mismo año) 
26 Dada por el Congreso General Constituyente el día 18 de marzo de 1828. EL CIUDADANO 
JOSE DE LA MAR, Presidente de la República. Por cuanto: El Congreso ha dado lo siguiente: 
CONSTITUCION POLITICA DE LA REPUBLICA PERUANA. 
27 Dada por la Convención Nacional el día 10 de Junio de 1834. EL CIUDADANO LUIS JOSÉ 
ORBEGOSO. General de División de los Ejércitos nacionales, Presidente Provincial de la 
República, Benemérito a la Patria en grado heroico y eminente, condecorado con la medalla de 





- Constitución de 1839 La Constitución Política: 
Art. 12º.- El Gobierno de la Nación Peruana, es popular representativo, 
consolidado en la unidad, responsable y alternativo. 
Art. 13º.- El ejercicio de la soberanía reside en los Poderes Legislativo, 
Ejecutivo y Judicial. 
Art. 14º.- Ninguno de los tres Poderes, podrá salir de los límites que le 
prescribe la Constitución.28 
- Constitución de la República Peruana dada el 13 de Octubre de 
1856 y promulgada en 19 del mismo mes: 
Art. 41º.- El Gobierno de la República es democrático representativo, 
basado en la unidad. 
Art. 42º.- Ejercen las funciones públicas los encargados de los Poderes 
Legislativo, Ejecutivo y Judicial, sin que ninguno pueda salir de los 
límites prescritos por esta Constitución29. 
- Constitución Política del Perú dada el 10 de Noviembre de 1860: 
Artículo 42.- El Gobierno del Perú es republicano, democrático, 
representativo, fundado en la unidad. 
Artículo 43.- Ejercen las funciones públicas los encargados de los 
Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, sin que ninguno de ellos 
pueda salir de los límites prescritos por esta Constitución30. 
                                                 
28 DE LA REPUBLICA PERUANA DADA POR EL CONGRESO GENERAL EL DIA 10 DE 
NOVIEMBRE DE 1839 
29 Dada el 13 de Octubre de 1856 y promulgada en 19 del mismo mes. Libertador Ramón Castilla 
Gran Mariscal de los Ejércitos, condecorado con las medallas de Junín, Ayacucho y Ancash y 
Presidente Provisorio de la República. 





- Constitución Política del Perú. Sancionada por el Congreso 
Constituyente de 1867: 
Art. 43°.- El Gobierno del Perú es Republicano, Democrático, 
Representativo, fundado en la unidad. 
Art. 44°.- Ejercen las funciones públicas los encargados de los 
Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, sin que ninguno de ellos 
pueda salir de los limites prescritos por esta Constitución31. 
- Constitución para la República del Perú. Dictada por la Asamblea 
Nacional de 1919 y promulgada el 18 de Enero de 1920: 
Art. 68º.- El Gobierno del Perú Republicano, Democrático, 
Representativo, fundado en la unidad. 
Art. 69º.- Ejercen las funciones públicas los encargados de los 
Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, sin que ninguno de ellos 
pueda salir de los límites prescritos por esta Constitución. 
Art. 70º.- La renovación del Poder Legislativo será total y coincidirá 
necesariamente con la renovación del Poder ejecutivo. El mandato de 
ambos Poderes durará cinco años. Los Senadores y Diputados y el 
Presidente de la República serán elegidos por voto popular directo32. 
- Constitución Política del Perú (29 de Marzo de 1933): 
Artículo 89.- El Congreso se compone de una Cámara de Diputados, 
elegida por sufragio directo y de un Senado Funcional. 
                                                 
31 Sancionada por el Congreso Constituyente de 1867. Mariano Ignacio Prado, Presidente 
Provisorio de la República. 
32 Dictada por la Asamblea Nacional de 1919 y promulgada el 18 de Enero de 1920 AUGUSTO 





Artículo 134.- El Presidente de la República es el Jefe del Estado y 
personifica la Nación. 
- Constitución para la República del Perú del 12 de Julio de 1979: 
Artículo 164.¬El Congreso se compone de dos Cámaras: El Senado 
y la Cámara de Diputados. Durante el receso funciona la Comisión 
Permanente. 
Artículo 201.¬El Presidente de la República es el Jefe del Estado y 
personifica a la Nación. 
Artículo 232.¬La potestad de administrar justicia emana del pueblo. 
Se ejerce por los juzgados y tribunales jerárquicamente integrados en 
un cuerpo unitario, con las especialidades y garantías que 
corresponden y de acuerdo con los procedimientos que la 
Constitución y las leyes establecen33. 





El Poder Legislativo (Die Gesetzgebung) estará vinculado al orden 
constitucional y el Poder Ejecutivo (Die VollziehendeGewalt) y el Judicial 
(Die Rechtsprechung) estarán sujetos a la ley y al derecho. 
Argentina 
(…) 
                                                 






Artículo 44.- Un Congreso compuesto de dos Cámaras, una de diputados 
de la Nación y otra de senadores de las provincias y de la ciudad de 
Buenos Aires, será investido del Poder Legislativo de la Nación. 
Artículo 87.- El Poder Ejecutivo de la Nación será desempeñado por un 
ciudadano con el título de "Presidente de la Nación Argentina". 
Artículo 108.- El Poder Judicial de la Nación será ejercido por una Corte 
Suprema de Justicia, y por los demás tribunales inferiores que el 




ARTICULO 2º. La soberanía reside en el pueblo; es inalienable e 
imprescriptible; su ejercicio está delegado a los poderes Legislativo, 
Ejecutivo y Judicial. 
La independencia y coordinación de estos poderes es la base del 
gobierno. Las funciones del poder público: legislativa, ejecutiva y judicial, 




Art.44 - O Poder Legislativo é exercido pelo Congresso Nacional, que se 
compõe da Câmara dos Deputados e do Senado Federal. 
ParágrafoúÚnico - Cada legislatura terá a duração de quatro anos. 
Art.76 - O Poder Executivo é exercido pelo Presidente da República, 





Art.92 - São órgãos do Poder Judiciário: 
I - o Supremo Tribunal Federal; 
II - o Superior Tribunal de Justiça; 
III - os TribunaisRegionaisFederais e JuízesFederais; 
IV - os Tribunais e Juízes do Trabalho; 
V - os Tribunais e JuízesEleitorais; 
VI - os Tribunais e Juízes Militares; 
VII- os Tribunais e Juízes dos Estados e do Distrito Federal e Territórios. 
Parágrafo Único - O Supremo Tribunal Federal e os Tribunais Superiores 
têm sede na Capital Federal e jurisdiçãoem todo o territorio nacional. 
(…) 
Chile 
Artículo 24.-El gobierno y la administración del Estado corresponden al 
Presidente de la República, quien es el Jefe del Estado. 
Su autoridad se extiende a todo cuanto tiene por objeto la conservación 
del orden público en el interior y la seguridad externa de la República, de 
acuerdo con la Constitución y las leyes. 
El Presidente de la República, a lo menos una vez al año, dará cuenta al 
país del estado administrativo y político de la nación. 
Artículo 73.-La facultad de conocer de las causas civiles y criminales, de 
resolverlas y de hacer ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los 
tribunales establecidos por la ley. Ni el Presidente de la República ni el 
Congreso puede, en caso alguno, ejercer funciones judiciales, avocarse 
causas pendientes, revisar los fundamentos o contenidos de sus 





Reclamada su intervención en forma legal y en negocios de su 
competencia, no podrán excusarse de ejercer su autoridad, ni aun por 
falta de ley que resuelva la contienda o asunto sometidos a su decisión. 
Para hacer ejecutar sus resoluciones, y practicar o hacer practicar los 
actos de instrucción que determine la ley, los tribunales ordinarios de 
justicia y los especiales que integran el Poder Judicial podrán impartir 
órdenes directas a la fuerza pública o ejercer los medios de acción 
conducentes de que dispusieren. Los demás tribunales lo harán en la 
forma que la ley determine. 
La autoridad requerida deberá cumplir sin más trámite el mandato judicial 
y no podrá calificar su fundamento u oportunidad, ni la justicia o legalidad 
de la resolución que se trata de ejecutar. 
Artículo 43.-La Cámara de Diputados está integrada por 120 miembros 
elegidos en votación directa por los distritos electorales que establezca la 
ley orgánica constitucional respectiva. 




ARTICULO 113. Son Ramas del Poder Público, la legislativa, la ejecutiva, 
y la judicial. 
Además de los órganos que las integran existen otros, autónomos e 
independientes, para el cumplimiento de las demás funciones del Estado. 
Los diferentes órganos del Estado tienen funciones separadas pero 







Artículo 66   
1. Las Cortes Generales representan al pueblo español y están  formadas 
por el Congreso de los Diputados y el Senado.  
2. Las Cortes Generales ejercen la potestad legislativa del  Estado, 
aprueban sus Presupuestos, controlan la acción del  Gobierno y tienen las 
demás  competencias que les atribuya la Constitución.   
3. Las Cortes Generales son inviolables.   
Artículo 97. El Gobierno dirige la política interior y exterior, la 
Administración civil y militar y la defensa del Estado. Ejerce la función 
ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las 
leyes 
Artículo 117. 1. La  justicia  emana  del pueblo  y  se  administra  en nombre 
del Rey por Jueces y Magistrados integrantes del Poder Judicial, 
independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al 




Art. 55. El Parlamento se compone de la Cámara de Diputados  y del 
Senado de la República. El Parlamento se reunirá en  sesión común de 
los miembros de las dos Cámaras únicamente  en los casos previstos por 





Art. 92. El Gobierno de la República se compone del Presidente  del 
Consejo y de los  Ministros, que constituyen conjuntamente el Consejo de 
Ministros.   
El Presidente de la República nombrará al Presidente del Consejo de 
Ministros y, a propuesta de él, a los Ministros. 
Art. 101.  
La justicia se administrará en nombre del pueblo.   
Los jueces sólo estarán sometidos a la ley.  
(…) 
Paraguay 
Artículo 182 - DE LA COMPOSICION 
El Poder Legislativo será ejercido por el Congreso, compuesto de una 
Cámara de senadores y otra de diputados. 
Los miembros titulares y suplentes de ambas Cámaras serán elegidos 
directamente por el pueblo; de conformidad con la ley. 
Los miembros suplentes sustituirán a los titulares en caso de muerte, 
renuncia o inhabilidad de éstos, por el resto del período constitucional o 
mientras dure la inhabilidad, si ella fuere temporal. En los demás casos, 
resolverá el reglamente de cada Cámara. 
Artículo 226 - DEL EJERCICIO DEL PODER EJECUTIVO 
El Poder Ejecutivo es ejercido por el Presidente de la República. 
Artículo 247 - DE LA FUNCIÓN Y DE LA COMPOSICION 
El Poder Judicial es el custodio de esta Constitución. La interpuesta, la 





La administración de justicia está a cargo del Poder Judicial, ejercido por 
la Corte Suprema de Justicia, por los tribunales y por los juzgados, en la 




Artículo 41.- El pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de 
la Unión, en los casos de la competencia de estos, y por los de los Estados 
en lo que toca a sus regímenes interiores, en los términos 
respectivamente establecidos por la presente Constitución Federal y las 
particulares de los Estados, las que en ningún caso podrán contravenir las 
estipulaciones del Pacto Federal. 
La renovación de los poderes legislativo y ejecutivo se realizará mediante 





Artículo 83. El Poder Legislativo será ejercido por la Asamblea General. 
Artículo 149. El Poder Ejecutivo será ejercido por el Presidente de la 
República actuando con el Ministro o Ministros respectivos, o con el 
Consejo de Ministros, de acuerdo a lo establecido en esta Sección y 





Artículo 233. El Poder Judicial será ejercido por la Suprema Corte de 
Justicia y por los Tribunales y Juzgados, en la forma que estableciere la 
ley. 
(…) 
 2.2.3 CONSTITUCIÓN NORMATIVA 
La constitución, sea material, sea formal, siempre es normativa, o sea, 
consta de un orden de normas, escritas o no; por esta razón toda 
constitución es siempre jurídica y que en la constitución hay normas que 
también son jurídicas. Pero, además de semejante estructuración formal, 
la misma está integrada por un contenido sustancial que permite verificar 
que ella es efectivamente observada por gobernantes y gobernados, 
quienes adecuan sus comportamientos a los imperativos de las normas 
constitucionales. 
2.2.3.1 Definición 
Es aquella que proclamando y regulando la limitación del poder público y 
el respeto de los derechos fundamentales, es generalmente aplicada y 
respetada y se adecúa convenientemente a la realidad que regula34. 
Asimismo, refleja la finalidad del movimiento constitucionalista respecto 
de la concreción de la libertad y dignidad de las personas, mediante la 
instrumentación de los mecanismos de distribución y control del poder. 
 Es una constitución en la cual se refleja plenamente, como 
reglageneral de conducta, la realidad política del movimiento 
constitucionalista. Una constitución normativa no es aquella que 
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simplemente tiene validez en un sentido jurídico, sino que además es 
cumplidalealmente, forjando una unidad conceptual entre la norma y las 
conductas acordes con la vigencia de la libertad y dignidad del ser 
humano.Según Loewenstein35, en este caso,  "la constitución es como 
un traje que sienta bien36 y que se lleva realmente"37. 
2.2.3.2 La constitución como un tipo racional normativo 
En las antípodas del historicismo el racionalismo considera como 
constitución a la norma fundamental delordenamiento jurídico que sirve 
de razón de validez al mismo. Esta concepción tiene las  siguientes 
características: 
a) Es racionalista, pues confía en que en un solo acto y de una vez 
para  siempre se puede regular el futuro de un pueblo. Se basa en el  
convencimiento  de  que la razón puede captar la esencia común de 
los  acontecimientos variables que se producen en la historia y, sobre 
la base de esa esencia, elaborar la constitución del Estado a través 
de un acto del poder constituyente. 
b) Es normativista, pues sostiene que se constituye un Estado a partir 
de prescripciones que indican el deber ser y que basta conocer una 
constitución averiguando el sentido normativo objetivado en los 
textos. 
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c) Es sistemática, pues considera que el ordenamiento elaborador 
debe contener un orden y un equilibrio interno que lo hagan 
comprensible. 
d) Es formalista, pues considera que la constitución debe hacerse sólo 
por escrito y reformarse a través del procedimiento previsto por ella. 
e) Considera que la función constitucional radica en distribuir las 
competencias supremas del Estado. Constituir significa otorgar 
competencias. 
f) Despersonaliza la soberanía que se encuentra en la propia 
constitución. Soberana es la constitución y no el rey, ni el 
parlamento, ni el pueblo, pues soberanía significa invalidez, es decir, 
la cualidad de la norma fundamental cuya validez no depende de otra 
superior. De esta forma se despersonaliza el  Estado; el Estado es 
un conjunto de normas, pero no un dato histórico  particularizado. 
g) Subordina el ordenamiento jurídico a la supremacía de la 
constitución y jerarquiza dicho ordenamiento a partir de esta última, 
en  grados sucesivos  cada vez más individualizados: constitución,  
tratado,  ley,  decreto, sentencia. 
h) Es  esencial a  la  economía capitalista  que  precisa  contar con 
un  sistema basado en el cálculo más exacto posible. El 
ordenamiento constitucional garantiza la estabilidad de los negocios. 
i) Distingue el poder constituyente del poder constituido y dentro 
del  primero  el originario y el derivado. Sólo el poder constituyente 
puede reformar la  constitución,  de  acuerdo con los procedimientos  





diferente camino, desemboca en el mismo espíritu conservador de 
una de las corrientes del historicismo: es preferible no modificar la 
constitución (el historicismo conservador lo sostendrá por razones 
éticas, el  racionalismo por razones formales). 
j) El método utilizado por el normativismo es el racional, se parte 
de un a priori que es la suposición de que por detrás de la constitución 
positiva existe una norma hipotética o un principio de justicia. 
k) Se apoya en la idea de la validez, la constitución positiva del Estado 
existe (es válida) porque puede ser reconocida por una norma 
hipotética fundamental  o por adecuarse al ideal de justicia. 
l) El racional normativismo tiene dos vertientes: -La iusnaturalista,  
desarrollada por el liberalismo burgués, sostiene que  un  Estado  
carece de constitución si ésta no garantiza  los derechos  individuales 
y el principio de la división de poderes (art. 16 de la Declaración de 
los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789). Esta corriente 
está comprometida con una tendencia política y mide las 
constituciones de acuerdo con su correspondencia con una escala 
de valores  políticos (Rousseau, Jefferson y Constant).- La positivista, 
desarrollada por la escuela de Viena, que sostiene que cualquiera 
sea el contenido político de la constitución ella será válida con tal de 
que sea eficaz. Distingue en la constitución del Estado: la validez que 
proviene de la norma hipotética (lógica, no positiva) y el contenido 
que proviene de un acto de voluntad positivo (Kelsen)38. 
                                                 






 2.2.4 Supremacía constitucional y constitución normativa 
2.2.4.1. Génesis del concepto 
El concepto de supremacía constitucional comienza paradojalmente, en 
Inglaterra durante el S.XVII. En el interregno republicano de Oliverio 
Cromwell, se plasma la organización del poder en un documento, 
denominado "Instrument of Government"del 16 de diciembre de 1653, dos 
de cuyas clausulas establecían lanulidad delas leyes contrarias al mismo. 
 Demásesta decir que esta pauta no se ejemplarizo con ulterioridad 
en elderecho ingles que, para 1689, acentuó el principio de supremacía 
del Parlamento y no de la constitución. Empero, este lineamiento se 
introdujo a las colonias inglesas de América del Norte. 
El bagaje doctrinario de la supremacíalograconsagración positiva 
con la constitución de Filadelfia de 1787. En efecto, el art. 6°, clausula 
segunda, estatuye: "Esta Constitución, las leyes de los Estados Unidos 
que en virtud de ella se promulgaran, y todos los tratados hechos, a que 
se hicieren bajo la autoridad delos Estados Unidos, según la ley suprema 
del país, y los jueces de cada Estadoestarán obligados a observarlas, 
aun cuando hubiere alguna disposicióncontraria en la Constitucióno en 
las leyes de los Estados". De ahí, este principio se trasvasa al derecho 
público de casi todo el mundo"39. 
2.2.4.2 Supremacía constitucional de la constitución normativa 
Todo el andamiaje del constitucionalismo moderno descansa sobre la 
premisa de que en el ordenamiento jurídico prevalece un documento o 
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instrumento escrito, que tiene jerarquía y cuya reforma es factible 
solamente por medio de procedimientos especialmente dificultosos. 
El primer carácter (escrito) es el propio de las constituciones 
formales, codificadas, del tipo "racional-normativo". La segunda 
característica se vincula con la supremacía constitucional. La tercer nota 
distintiva tiene que ver con la noción de rigidez. 
 Para una constitución, entonces, la supremacía es una cualidad 
definitoria o esencial, puesto que la primera es "derecho fundamental de 
organización del Estado".  
 La inmensa mayoría de las constituciones contemporáneas 
reivindica este señalamiento de suprema. En este contexto, debe 
entenderse por esta condición de predominio formal sobre el resto del 
orden jurídico. La constitución es fuente de validez de todas las demás 
normas positivas; es "norma de normas"; es "ley de leyes"40. 
2.2.4.3 Significado e implicaciones del concepto de supremacía 
constitucional 
Debe dejarse en claro que el concepto de supremacía no es una cáscara 
vaga de contenido. Por el contrario, la afirmación de que la Constitución 
es suprema conlleva importantes consecuencias. Así, decir que se 
encuentra en la cúspideo cima del ordenamiento jurídico, implica ni más 
ni menosque todas las normas "infra constitucionales" es decir, las que 
estánjerárquicamente colocadas par debajo de ella)  le  deben fidelidad 
y acatamiento, o sea, deben ser congruentes con ella.  
                                                 





 La Constitución se muestra de ese modo como fuente de validez 
de todo el orden normativo. Yes dadora de legalidad, can preceptos que 
obligan de manera imperativa ("orden público constitucional"). 
 En Alemania y en España, se ha desarrollado lo que ha dado en 
llamarse "teoría de la fuerza normativa de la Constitución". Se parte de 
la base de que la Constitución es norma jurídica obligatoria, y que en esa 
inteligencia sus mandatos sujetan tanto a los poderes públicos 
constituidos cuanto a los particulares. Y ello tiene mucho que ver con el 
carácter supremo del texto constitucional, dado que desde su especial 
sitial ilumina al resto de las normas y actos41. 
2.2.5 La constitución y el control en el estado de derecho 
Bien sabemos que la doctrina constitucional está consciente en afirmar 
que todo Estado de derecho, se asienta sobre los dos principios 
fundamentales como son el de la dignidad de la persona mediante los 
derechos individuales y grupales; y la separación y equilibrio de los 
poderes, ambos establecidos en una Ley fundamental que es la 
Constitución, documento solemne, supremo y estable. 
 De estos dos principios surge, necesariamente, la exigencia 
ineludible que tanto el ejercicio del poder político debe ser limitado y 
restringido, como en idéntica proporción deberá ser el ejercicio de los 
derechos, por tener ambos como fuente originaria común, la naturaleza 
social del hombre y la consiguiente existencia de la sociedad. 
 
                                                 





2.2.5.1 Constitución y poder 
Muchas son las formas de entender lo que es una Constitución. Para los 
efectos de este trabajo aceptaremos que la Constitución es el estatuto 
jurídico del poder. Desde esta perspectiva, la Constitución regula cuatro 
formas de relación con el poder: el derecho al poder, el derecho del poder, 
el derecho ante el poder y el control del poder. 
 El derecho al poder incluye toda la gama de libertades públicas, 
entre las que figuran los derechos electorales, el derecho de asociación, 
y la libertad de pensamiento y expresión. Por otra parte, la Constitución 
también contempla el derecho del poder. En este rubro figuran la forma 
de organización y funcionamiento de todos los órganos del Estado y los 
partidos políticos, cuando el sistema les atribuye funciones de relevancia 
constitucional específicamente en lo que concierne a participar en 
procesos electorales y orientar la acción de los congresos. El derecho 
ante el poder está integrado por la gama de garantías para los derechos 
de seguridad, propiedad, libertad e igualdad que toda Constitución 
democrática consagra. Finalmente, al control del poder conciernen los 
instrumentos jurídicos que permiten contener a cada uno de los órganos 
del poder dentro de los límites que le asigna la Constitución. Estos 
instrumentos corresponden por igual a la ciudadanía, a sus asociaciones 
representativas y a cada uno de los órganos del poder con relación a los 
demás42. 
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2.2.5.2 Función de la Constitución y control del poder 
La Constitución es el eje de la vida social. De ella depende el conjunto del 
aparato normativo que rige a una comunidad; es ella la que establece las 
bases de legitimación y ejercicio del poder; es en ella donde residen los 
instrumentos que garantizan la libertad y la igualdad de los integrantes de 
la sociedad. 
Pero además de las funciones jurídica y política, la Constitución 
tiene otra de carácter simbólico: es un punto de referencia que auspicia la 
cohesión social. 
Esa función de la Constitución supone la positividad y la 
aplicabilidad de la norma. El solo enunciado nominal de la Constitución no 
basta para regular los procesos de lucha por el poder. 
Durante los periodos de autoritarismo las Constituciones suelen ser 
relegadas a la nominalidad, porque la lucha se dirime en tono de menor 
animosidad aparente en tanto que las reglas las fija quien ocupa el poder. 
En este caso la lucha no se produce entre agentes en hipotética igualdad 
de condiciones, sino ante quien dispone de los recursos del poder y los 
utiliza para inhibir o incluso reprimir a quien se le opone. En tales 
condiciones, la Constitución sólo ocupa una dimensión nominal, porque 
sus destinatarios han resuelto sustituirla, así sea parcialmente, por el valor 
normativo de los hechos. Entonces es común escuchar reclamos de 





mero reemplazo de una norma por otra permitirá transitar de la 
nominalidad a la normatividad43. 
2.2.5.3 Derechos y poderes 
De allí que en toda Constitución se establezcan tales limitaciones a la vez 
que se prescriben las “protecciones” y los “mecanismos tuitivos”, en fin, 
las garantías de diversas naturalezas, que aseguren el correcto ejercicio 
tanto del poder en la libertad, como de los derechos en la solidaridad, 
frente a los inevitables abusos a que son proclives tanto la actuación del 
poder político, como la de los derechos individuales y sociales. Es decir, 
que tanto el poder político como el hombre y los grupos sociales, 
constituyen centros de expansión de sus potestades en el primero y de 
sus derechos en los segundos; potestades y derechos que deben ser 
limitados en orden a la consecución del bien común, es decir, “del conjunto 
de condiciones sociales que posibilitan a cada hombre, a cada grupo ya 
la sociedad entera, el más pleno e integral desarrollo que sea posible”44. 
2.2.5.4 Constitución, limitación y control 
De allí que la Constitución funcione en un Estado de derecho, como“ Ley 
de limitaciones y garantías”. Pero en el caso del “poder político”, de 
especial interés para estas reflexiones, además de los resguardos 
expuestos, hace falta insoslayablemente que la Constitución asegure el 
funcionamiento de adecuados “mecanismos de control” sobre el poder. Y 
entrando a este arduo y capital tema del “control”, en los sistemas 
políticos, es dable poner de resalto que la regla de oro de la relación 
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dialéctica de poder y control, es que a todo fortalecimiento del poder 
estatal, debe acompañar el respectivo fortalecimiento de los mecanismos 
de control, de forma tal que podemos afirmar con inveterada sentencia, 
que“ todo poder requiere control” y que consecuentemente, “a mayor 
poder, corresponde necesariamente mayor control”, porque como 
sostenía Montesquieu, “es necesario detener el poder con el poder” y 
como afirmaba Lord Acton “el poder corrompe, y el poder absoluto 
corrompe absolutamente”45. 
 Todo poder, tiene una “naturaleza caída”, la cual lo inclina 
normalmente a abusar de su ejercicio. Lowenstein ha afirmado con todo 
acierto que “el poder sin controlar adquiere un acento moral negativo que 
revela lo demoníaco en el ‘elemento del poder’ y lo patológico en el 
‘proceso del poder’”. Por eso, parafraseando a Manuel Aragón Reyes, 
podemos decir que poder constitucional = poder limitado + poder 
controlado, porque sin poder limitado y controlado, lisa y llanamente no 
hay Constitución46. 
2.2.5.5 Tres presupuestos para el control 
Pero también es preciso señalar que no puede darse un efectivo  “control”, 
si quienes lo ejercen, no reúnen tres presupuestos insoslayables en el 
criterio de Jorge R. Vanossi: 
A. Dado que quien ejerce el poder no se controla a sí mismo, es 
indispensable la independencia del órgano controlante, respecto de aquél 
que es controlado. 
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B. Asimismo, es necesario precisar cuál va a ser el ámbito de lo 
controlado, pues quien ejerce el poder puede ser sometido, según sean 
las funciones controlables, a un control político o a un control jurídico. 
C. Pero además, como el ejercicio del control es imposible si se 
desconoce la materia controlable, es indispensable el derecho a la 
información y la publicidad de los actos.  
Los mecanismos de control que se proyectan especialmente desde 
el ámbito institucional, lamentablemente no siempre son eficaces, ya por 
deficiencias en sus regulaciones legales, ya por inoperancia y la 
negligencia de los funcionarios responsables de los mismos47. 
2.2.5.6 Los controles institucionales 
Señaladas estas nociones genéricas, deseamos resaltar básicamente 
diversas formas, a través de las cuales se encauzan los controles 
institucionales que pueden ejercerse sobre los poderes, entre los que 
podemos poner de resalto los siguientes48: 
El control de legalidad y de constitucionalidad jurisdiccional 
Control de legalidad y de constitucionalidad jurisdiccional que son 
ejercidos por cualquier tribunal unipersonal o colegiado del Poder Judicial, 
cualquiera sea su fuero, rango o jerarquía, con la Corte Suprema de la 
República, luego de haberse transitado los recursos procesales 
pertinentes. De allí que en el control de constitucionalidad peruano se 
mantiene los sistemas duales o concurrente con el “concentrado”. 
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Los controles jurisdiccionales del Tribunal Constitucional 
Pero por otra parte, cabe poner de relieve recordando lo expuesto más 
arriba, el acrecentamiento y decisivo control jurisdiccional de legalidad y 
de constitucionalidad, por el crecimiento de los espacios de control tanto 
en los sistemas difusos, como en los concentrados o en los mixtos, en la 
medida que la magistratura conserve su plena independencia, firmeza, 
idoneidad y conciencia de su trascendental rol institucional y se evite 
todo atisbo de corporativismo o politización. 
 En esta trascendental misión, cabe poner de resalto la imperiosa 
necesidad de una mayor independencia e idoneidad en los magistrados, 
para lo cual y de modo especial a partir del constitucionalismo surgido 
en la segunda posguerra mundial, se han establecido mecanismos y 
órganos que como los genéricamente llamados tribunales 
constitucionales, integrados por jueces, abogados, juristas y en muchos 
casos, igualmente, por funcionarios políticos o legisladores, procuran la 
validez de la Constitución y coadyuvan y ejercen a menudo un control 
más efectivo49. 
 
2.2.5.7 Principios que Garantizan las relaciones de control  
a. Responsabilidad. Los órganos del poder deben actuar dentro de la 
esfera de su competencia, sin exceso ni defecto. Ir más allá de sus 
facultades, o dejar de cumplir con sus responsabilidades, afecta los 
derechos de los gobernados y, por ende, vulnera el Estado de 
derecho. 
                                                 





b. Efectividad. Los instrumentos de control deben aplicarse para que 
cada órgano del poder actúe estrictamente en el ámbito de sus 
responsabilidades, no para evitar, obstaculizar o condicionar esa 
actuación. 
c. Utilidad. Los instrumentos de control sólo son útiles si contribuyen a 
que los órganos del poder funcionen de acuerdo con lo dispuesto por 
la Constitución y las normas que deriven de ella, de forma razonable y 
eficaz, atendiendo al derecho al buen gobierno que tienen los 
ciudadanos. 
d. Publicidad. Los controles no pueden ser utilizados para intercambiar 
favores políticos. Los entendimientos subrepticios que conciernen a la 
forma de ejercer o de no poner en práctica los controles, con el 
supuesto objetivo de alcanzar consensos políticos, atenúan, 
neutralizan e incluso cancelan los efectos jurídicos y políticos de los 
controles. 
Los consensos para la modificación o actuación de las instituciones 
no deben adoptarse en perjuicio del ejercicio de los controles. 
e. Estabilidad. Los controles deben ser ejercidos de manera 
responsable y no para dirimir problemas de antagonismo personal o 
de lucha por el poder. No deben confundirse las expresiones de la 
lucha por el poder, que se regulan por las normas electorales; de las 
luchas en el poder, que se limitan a acomodos de intereses, 
tendencias, corrientes o personas; ni de las luchas contra el poder, que 





controles no son instrumentos de combate sino de integración y se 
aplican para dar estabilidad a las instituciones. 
f. Regularidad. Los controles se deben ejercer de manera predecible y 
sistemática50. 
2.2.5.8. Poder, economía y globalización.     
Entrando a realizar unas breves reflexiones sobre la relación del Estado y 
la economía, hay quienes opinan que la economía social de mercado ha 
plantado sus reales en el Estado contemporáneo. En este sentido, 
Giovanni Sartori asevera que la planificación, como una expresión del 
intervencionismo estatal en la economía, ha sido marginada y superada 
por la economía de mercado, cuya victoria sobre la planificación es 
abrumadora y sin retorno, agregando que la victoria de la democracia 
como principio de legitimidad, hace prever que el éxito del mercado se 
convierte cada vez más en una demanda de la democracia, a condición, 
bien entendida, de que el mercado tenga éxito, de que verdaderamente 
produzca bienestar. Es por ello que nosotros estamos persuadidos en 
afirmar, que una economía social de mercado que no esté imbuida de los 
principios de solidaridad y justicia, se transforma en un capitalismo 
salvaje. 
2.2.5.9 El garantismo constitucional y los nuevos poderes 
En las circunstancias económicas contemporáneas, es preciso afirmar 
categóricamente, el Estado “garante”, que para ser tal, necesita ser un 
Estado “fuerte”, capaz de asegurar con firmeza las reglas de juego para 
                                                 





el bienestar general, frente a los abusos de las nuevas y crecientes 
concentraciones de poderes corporativos, principalmente de carácter 
económico. 
       El “garantismo” constitucional  no puede, en la actualidad, agotarse 
en la clásica función tuitiva frente a los abusos provenientes del Estado 
contra las libertades fundamentales. Es preciso e irrenunciable, que en 
los tiempos que vivimos y en los que se avizoran, el “garantismo 
constitucional” logre que el propio Estado se constituya, asimismo, en el 
“garante” de los derechos de la sociedad y de los individuos, mediante 
las limitaciones y controles que protejan al bien general, de las nuevas y 
graves violaciones provenientes de los “nuevos poderes” sociales y 
económicos. 
 Estos son los “nuevos poderes” que se reparten los diversos 
ámbitos económicos, en los que ejercen poderes hegemónicos y ante 
los cuales los Estados y sus poderes políticos, se sienten realmente 
invadidos y sometidos a las presiones de los intereses que aquéllos 
representan y a las cuales, frecuentemente, aceptan con resignación 
frente a las amenazas de la falta de inversiones y de crecimiento 
económico, con los consiguientes graves flagelos de la desocupación y 
la marginación de multitudes de seres humanos. 
 Esta notable y progresiva concentración de poderes, no tiene 
influencia sólo en determinados espacios físicos, sino que la extienden 





a estos procesos de difusión, control y dominación de poderes tecno-
económicos que trascienden los límites estatales y continentales51. 
2.2.6 La justicia constitucional y control constitucional 
La justicia constitucional tiene una larga trayectoria en América Latina. 
En este aspecto la relación entre las Constituciones iberoamericanas no 
se da tanto por la materia, ni por la modalidad de control de la 
constitucionalidad adoptada, sino por la naturaleza del órgano que lo 
ejerce. Aun cuando la aparición del primer tribunal constitucional, con 
esta denominación, se produjo en la Constitución austriaca de 1920, la 
denominación se incorporó en los países hispanohablantes después de 
promulgada la Constitución española52.  
2.2.6.1 Supremacía de la Constitución y justicia constitucional  
La supremacía constitucional, según Manuel Ossorio y Florit es la: 
“doctrina según la cual las normas de la Constitución prevalecen sobre 
todas las demás53, de tal suerte y manera que cualquier disposición de 
las leyes, decretos, ordenanzas, resoluciones administrativas, 
sentencias, negocios jurídicos, Tribunal Constitucional que no estén de 
acuerdo con la Constitución, carecen de validez y corresponde declarar 
su nulidad, o más propiamente hablando en el lenguaje de esta ciencia, 
su inconstitucionalidad”54. 
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 Para Linares Quintana: “el principio de la supremacía de la 
Constitución  constituye  el  más  eficiente  instrumento  técnico  hasta 
hoy  conocido  para  la  garantía  de  la  libertad,  al  imponer  a  los 
poderes constituidos la obligación de encuadrar sus actos en las reglas 
que prescribe la ley fundamental. Si los actos emanados de dichos 
poderes tuvieran la misma jerarquía jurídica que las normas 
constitucionales, la Constitución podrá ser en cualquier momento dejada 
sin efecto por los órganos institucionales, a los cuales precisamente 
aquélla pretende limitar en su funcionamiento”55. 
2.2.6.2 Justicia constitucional como medio para la supremacía de la 
Constitución  
Ha sido necesario entonces la creación de una jurisdicción 
especializada, la Jurisdicción Constitucional, para cuyo ejercicio existen 
los tribunales que la ejercen, ya sean éstos, Cortes Supremas o 
Tribunales Constitucionales independientes del Poder Judicial. Según 
expresa Mauro Cappeletti, citado por Hugo Alfonso Muñoz Quezada en 
su obra titulada: “Las Comisiones Plenas Legislativas”, la Justicia 
Constitucional “es la vida, la realidad y el porvenir de las vastas 
Constituciones de nuestra época”. 
 Iván Escobar Fornos, constitucionalista nicaragüense, define la 
Justicia Constitucional por su objeto en los siguientes términos: “La 
Justicia Constitucional tiene por objeto garantizar la supremacía de las 
normas, derechos y principios de la Constitución. Para tal efecto recurre 
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a los procesos constitucionales: Inconstitucionalidad de la ley, decreto, 
reglamento, el amparo, el habeas corpus y el habeas data, tribunal 
Constitucional”56. 
 Finalmente, resulta la necesidad de tener controles y contralores 
de  la  constitucionalidad;  es  necesario  definir  a  qué  órgano  se otorga 
la facultad contralora. 
 2.2.7. Control de constitucionalidad 
El principio de la supremacía constitucional, que subordina la validez de 
las normas jurídicas a su adecuación formal y sustancial a las 
disposiciones contenidas en la ley fundamental, carecería de relevancia 
práctica si estuviera desprovisto de alguna técnica apropiada para hacerlo 
efectivo frente a un tratado, una ley, decreto del poder ejecutivo, sentencia 
judicial, acto administrativo o actos de los particulares que estén en pugna 
con la Constitución. 
 No resulta suficiente con proclamar dogmáticamente la supremacía 
de la Constitución, sino que además es necesario establecer algún 
procedimiento que permita su instrumentación y determinar cuál será el 
órgano que tendrá a su cargo velar por la aplicación de aquel principio. 
2.2.7.1. Supremacía de la Constitución y control constitucional 
El control de constitucionalidad tiene por objeto verificar, en cada caso 
concreto, si una norma jurídica de jerarquía inferior responde a las 
directivas resultantes de una norma superior de la cual depende la 
validez de la primera. La concordancia de un acto administrativo con el 
                                                 





decreto sobre el cual se sustenta, o del decreto dictado en virtud de las 
prescripciones contenidas en una ley, son materias propias del control 
de constitucionalidad en virtud del orden jerárquico establecido por la 
Constitución. 
 Si frente a las violaciones constitucionales no existiera algún 
procedimiento idóneo para restablecer el orden constitucional 
descalificando el acto lesivo para la Ley Fundamental, se estaría 
desconociendo la separación que media entre el poder constituyente y 
los poderes constituidos, la división de los poderes constituidos, la 
distinción entre el poder constituyente originario y derivado, que son 
algunas de las técnicas forjadas por el movimiento constitucionalista 
para preservar la libertad y dignidad del ser humano dotando de 
seguridad jurídica a las relaciones sociales. 
 En definitiva, sin un efectivo control de constitucionalidad el 
ejercicio del poder se torna autocrático al estar desprovisto de límites 
efectivos para su desenvolvimiento57. 
2.2.7.2 Sistemas de control de constitucionalidad 
La sistematización de los procedimientos de control de constitucionalidad 
permite agruparlos en dos grandes categorías, que son el control político 
y el control judicial. 
 El control político consiste en asignar a un órgano de naturaleza 
política, ya sea ordinario o extraordinario, la función de velar por la 
supremacía de la Constitución. En cambio, en el sistema de control judicial 
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esa función le corresponde a un organismo jurisdiccional, común o 
específico. 
 Los sistemas judiciales de control se subdividen a su vez en difusos 
o concentrados, según exista o no pluralidad de órganos encargados de 
ejercer la función. 
 Asimismo, y teniendo en cuenta la forma en que se plantea la 
cuestión constitucional, los sistemas judiciales pueden ser incidentales o 
por vía principal. 
 Finalmente, considerando los efectos de la declaración de 
inconstitucionalidad, los sistemas judiciales pueden ser declarativos o 
constitutivos. El órgano judicial o político al cual se le confiere la potestad 
de ejercer el control de constitucionalidad, asume el rolde guardián de la 
ley fundamental58. 
Control político 
En los sistemas políticos de control de constitucionalidad, la función de 
velar por la supremacía de la constitución es asignada a un órgano 
ordinario o especial de carácter político. 
 Si bien el análisis de la concordancia entre una norma inferior y otra 
superior es una tarea técnica y esencialmente jurídica, los efectos de una 
declaración de constitucionalidad o inconstitucionalidad son de naturaleza 
política por las consecuencias que deparan para la conformación del 
orden jurídico. Tal circunstancia avalaría la razonabilidad del control 
político. 
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 El sistema político del control de constitucionalidad respondió 
históricamente al propósito de afianzar la vigencia de las instituciones 
públicas de una democracia constitucional, y evitar la restauración de los 
regímenes monárquicos absolutistas. Esa finalidad primordial se 
materializaba mediante la implantación de un sistema de control 
establecido en interés de los poderes públicos y para evitarla producción 
de conflictos entre ellos. 
 En el Derecho Constitucional moderno, el sistema político de 
control de constitucionalidad más significativo fue el establecido por la 
Constitución francesa de 195859. 
Control judicial 
La generalidad de los autores y de las constituciones modernas se inclina 
decisivamente por un sistema judicial60 de control de constitucionalidad. 
Si bien ese control tiene efectos políticos, su contenido constituye una 
tarea esencialmente jurídica que incumbe al órgano mejor capacitado en 
esa materia. 
 El control de constitucionalidad no consiste en analizar las 
bondades o defectos de una ley, así como tampoco su utilidad o 
conveniencia, que son funciones reservadas a los órganos políticos. 
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Consiste, simplemente, en verificar jurídicamente si media o no oposición 
con los principios contenidos en la Constitución. 
 Los sistemas judiciales de control de constitucionalidad no son 
uniformes. La característica común a todos ellos reside en atribuir el 
ejercicio del control a un organismo de naturaleza jurisdiccional. Sin 
embargo, presentan variadas e importantes diferencias que pueden ser 
sistematizadas en cuatro aspectos. 
 En la generalidad de los sistemas americanos o difusos, el control 
de constitucionalidad se ejerce por la Vía incidental. En cambio, en los 
sistemas europeos o concentrados, el control se materializa por una vía 
principal. Sin perjuicio de ello, en algunos sistemas concentrados, como 
los que rigen en Alemania e Italia, el control de constitucionalidad se 
puede plantear tanto por la vía principal como por la vía incidental. 
 La generalidad de los autores destacan las bondades que presenta 
el sistema judicial de control frente a los sistemas políticos. La intervención 
de un organismo judicial asegura la capacitación técnica en la resolución 
de cuestiones sustancialmente jurídicas. Además, su independencia 
formal de los órganos políticos y de los intereses que determinan su 
actuación, permite preservar eficazmente la supremacía de la 
constitución, descalificando el ejercicio abusivo del poder en que pueden 
incurrir aquellos organismos61. 
 
 
                                                 





2.2.7.3 El control judicial de constitucionalidad de las leyes 
Es indudable la importancia que tiene el control, revisión o examen de 
constitucionalidad de las leyes, pues permite la consolidación de la 
Constitución como norma jurídica, que sus postulados tengan plena 
vigencia, lo que implica además que los derechos que en ella se 
consagran  en su dimensión objetiva- serán realmente respetados. 
 El control, revisión o examen de constitucionalidad de las leyes 
consiste en comprobar si todas aquellas que integran el sistema jurídico 
son conformes con la Constitución, control que varía según la opción del 
constituyente. En el caso peruano, tanto en la Constitución de 1979 como 
en la vigente, se optó por un submodelo de control de constitucionalidad, 
denominado dual o paralelo por nuestro constitucionalista Domingo 
García Belaunde. 
 En efecto, ambas constituciones establecieron el Tribunal de 
Garantías Constitucionales y el Tribunal Constitucional, respectivamente, 
como encargados de ejercer el control de constitucionalidad de las leyes, 
siguiendo el modelo europeo, kelseniano o concentrado; y el deber de los 
jueces del Poder Judicial de inaplicar las normas legales que resulten 
incompatibles con una norma constitucional, siguiendo el modelo del 
control judicial de constitucionalidad de las leyes, americano, difuso o 
judicial review. 
 Para efectuar un análisis del segundo sistema de control de 
constitucionalidad, resulta necesario hacer mención a sus orígenes, 
características, su regulación en el Perú y la manera en que viene siendo 





2.2.7.4 La doctrina y el exceso de poder del legislador 
Mortati'62 fue uno de los primeros autores que esbozó una elaboración 
dogmática del exceso de poder legislativo. Realizando un tratamiento 
unitario de todos los actos jurídicos de derecho público y de sus vicios de 
legitimidad, sostiene que uno de esos vicios es, junto con la 
incompetencia y la violación de la ley (ordinaria o constitucional), el 
exceso de poder. 
 Para él el exceso de poder es el vicio imputable a los actos jurídicos 
discrecionales de los entes públicos, consistiendo la discrecionalidad en 
un poder libre en cuanto a los términos concretos de su ejercicio, pero 
vinculado por los fines que lo justifican. Afirma que el exceso de poder es 
un tertiumgenus, que se halla entre el control de legitimidad en sentido 
estricto y el de mérito, ya que la constatación de su existencia es fruto de 
una revisión que no estriba en la mera confrontación del acto con un texto 
normativo, ni en el examen de la  efectiva  idoneidad  del  mismo para  
obtener el  interés  público legalmente definido.  
De ahí que sean singulares, añade, las técnicas mediante las cuales 
se articula el control del exceso de poder, caracterizándose ellas por su 
índole sintomática, es decir, por su aptitud para revelar, a título de indicios 
y presunciones, la ausencia de concordancia entre el acto de una 
autoridad pública y el fin que según el ordenamiento jurídico  debe ser 
logrado; así, las contradicciones que resulten del texto mismo del acto 
obligarían a presumir tal disconformidad, aunque ello no impediría que 
                                                 





luego fuere dictado un acto sustancialmente idéntico siempre que se 
corrigieren las contradicciones iniciales.  
2.2.7.5 La doctrina y el exceso de poder del juez 
A pesar de que está vedado a los jueces apreciar la pertinencia de la 
medida en sí misma, cuando es del ejercicio de un poder discrecional, 
éstos sí pueden valorar la actividad precedente al acto, de la cual se 
extraen los síntomas de su distanciamiento respecto del interés público.  
Esta concepción del exceso de poder, según Mortati, es aplicable 
no sólo a la administración, sino a cualquier autoridad pública, incluido 
el legislador.  
Concretamente, dice que el juez incurre en exceso de poder 
cuando las resoluciones se apartan de los fines que la Constitución le 
impone. Asevera que el Tribunal Constitucional ha efectuado un control 
de ese vicio en la actividad legislativa, valiéndose de concepto como los 
de racionalidad, razonabilidad y otros que ofrecen la ventaja de no ser 
tan "chocantes" como el exceso de poder. La discrecionalidad es, a su 
entender, un concepto unitario que abarca tanto a la actividad 
administrativa como a la legislativa63. 
 El Tribunal Constitucional no valora la razonabilidad de las 
resoluciones en sí misma, sino la de las distinciones que ella contiene, 
las cuales son detectadas con apoyo en un término de comparación que 
emana francamente del ordenamiento jurídico, sin que aquél haya osado 
inventarlos64. 
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2.2.7.6 Tribunal Constitucional y la discrecionalidad de los poderes 
No existen, en tal caso, cauces institucionales para controlar el ejercicio 
del poder. Los únicos factores de control son extra gubernamentales y, su 
actuación, suele desbordar el orden jurídico provocando, en mayor o 
menor grado, el debilitamiento o la ruptura del sistema. Asimismo, esa 
ruptura se limita a desencadenar una sustitución de la persona u órgano 
que ejerce el poder, lo cual acarrea la consolidación del sistema hasta 
tanto cobren nuevamente fuerza los factores de control extra 
gubernamentales. 
Esa discrecionalidad, con sus vaivenes cíclicos, se traduce en un 
ejercicio arbitrario y despótico del poder propio de los sistemas 
transpersonalistas. La libertad y dignidad del ser humano quedan 
sometidas a la voluntad discrecional del gobernante de turno, sin que 
existan recursos institucionales para prevenir y remediar los abusos del 
poder. 
Ante esa realidad, la distribución de las funciones del poder entre 
varios órganos independiente fue uno de los aportes más importantes 
provenientes del movimiento constitucionalista. Se trata de una técnica 
que, sin mengua de la eficacia del poder, procura evitar su ejercicio 
abusivo en salvaguarda de la libertad y dignidad, como objetivo 
fundamental y único del sistema político personalista65. 
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 2.2.8. Poderes constituidos y tribunal constitucional 
Cada rama del poder los poderes constituidos: Legislativo, Ejecutivo y 
Judicial es creada por la propia Constitución, la que les señala 
expresamente sus facultades, su competencia; lo que no se les atribuye 
no lo podrán ejercer. Pero la propia Constitución construye la colaboración 
entre las ramas del poder, o sea, que dos o las tres ramas del poder 
realizan parte de una facultad o función. Como ejemplo podemos señalar: 
en el procedimiento legislativo, el presidente tiene la iniciativa de ley, la 
facultad de veto y la publicación de la ley; el presidente resuelve, cuando 
las dos cámaras legislativas no se ponen de acuerdo, la terminación 
anticipada del periodo de sesiones; el senado ratifica los tratados 
internacionales celebrados por el ejecutivo; el senado aprueba o no los 
nombramientos de embajadores, agentes diplomáticos, cónsules, 
generales, coroneles y demás jefes superiores del ejército, la armada y la 
fuerza aérea. 
 Ahora bien, una cosa es la colaboración entre las ramas u órganos 
del poder, y otra muy diferente es la confusión de las facultades de los 
órganos o la delegación de las facultades de un órgano en otro66. 
2.2.8.1 Tribunal constitucional como un poder constituido 
La supremacía de la Constitución presupone dos condiciones: el poder 
constituyente es distinto de los poderes constituidos, la Constitución es 
rígida y escrita. 
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 En efecto, si como hemos visto, los órganos de poder reciben su 
investidura y sus facultades de una fuente superior a ellos mismos, como 
es la Constitución, eso quiere decir que el autor de la Constitución debe 
de ser distinto y estar por encima de la voluntad particular de los órganos. 
La doctrina designa al primero con el nombre de "poder constituyente" y 
a los segundos   los llama "poderes constituidos", pues, la condición de 
poder constituido tienen los tribunales constitucionales en los Estados 
Democráticos. 
 El origen de la distinción entre las dos clases de poderes se 
encuentra  en la organización constitucional norte americana."La teoría de 
la separación de los tres poderes de Montesquieu, además de plantear ya 
de por sí la división del poder público, presuponía lógicamente la 
necesidad de un poder  más alto que marcara a cada uno de los tres 
órganos su respectiva  competencia. Esto no lo  alcanzó  a  advertir  
Montesquieu,  ni  se  dio  cuenta  tampoco de que la unidad del Estado, 
quebrantada por la división de los  poderes se reconstruía en la obra del 
constituyente67. 
2.2.8.2 Tribunal Constitucional y supremacía de la Constitución  
La separación y supremacía del poder constituyente respecto a los 
poderes constituidos, que como acabamos de ver responde a una 
necesidad lógica,  actúa por otra parte con diferencias de tiempo y 
defunciones. 
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 Cronológicamente el constituyente precede a los poderes 
constituidos; cuando aquél ha elaborado su obra, formulando y emitiendo 
la constitución, desaparece del escenario jurídico del Estado, para ser 
sustituido por los órganos creados. Desde el punto de vista de las 
funciones la diferencia también es neta: El poder constituyente no 
gobierna sino sólo expide la ley en  virtud de la cual gobiernan los poderes 
constituidos gobiernan; éstos, a su vez, no hacen otra cosa que 
gobernaren los términos y límites señalados por  la ley emanada del 
constituyente, sin que puedan en su carácter de poderes  constituidos 
alteraren forma alguna la ley que los creó y los dotó de competencia68. 
2.2.8.3 Tangibilidad de la constitución por el Tribunal Constitucional 
La  intangibilidad  de  la  Constitución  en  relación  con  los  poderes 
constituidos significa que la Constitución es rígida. En ningún sistema  
constitucional se admite ciertamente que cualquier órgano constituido 
pueda poner la mano en la Constitución, pues tal cosa implicaría la 
destrucción del orden constitucional. Pero en Inglaterra el parlamento,  
cuyas funciones  propias  son  las del poder legislativo ordinario goza 
eventualmente de las facultades de poder constituyente, lo que se traduce 
en que por encima del órgano legislativo no existe teóricamente  ninguna  
ley  intocable;  por  ello  la  Constitución  inglesa es  flexible. La rigidez de 
una Constitución proviene, por lo tanto. De que ningún poder constituido 
especialmente legislativo puede tocar la  Constitución: La flexibilidad 
consiste en que la Constitución puede ser modificada por el poder 
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legislativo. Esto último que en Inglaterra es producto de una práctica 
tradicional halló en Rousseausu teorizante.  al sostener que, por radicar 
la soberanía en el cuerpo legislativo, para  éste no hay limitaciones. 
La rigidez de la Constitución encuentra su complemento en la forma 
escrita. Aunque no indispensable, sí es conveniente, por  motivos de 
seguridad y de claridad, que la voluntad  del  constituyente  se externe  
por  escrito en  un  documento  único  y  solemne69. 
2.2.8.4 Tribunal Constitucional poder institucionalizado 
La institucionalización del poder fue forjada por una idea política 
dominante. Conforme a ella, la titularidad del poder político no reside en 
una persona o en un grupo social, sino en una institución social a la cual 
se le atribuyen las consecuencias del ejercicio del poder por los 
gobernantes. 
Esa idea política dominante en la sociedad sustituyó a una anterior 
que identificaba a la organización global con una persona o grupo social 
en cuanto a la titularidad del poder. La evolución en el pensamiento 
político de la sociedad determinó la despersonalización del poder y su 
transferencia, de una persona física, a una institución o entidad abstracta 
que recibió el nombre de Estado. 
2.2.8.5 Tribunal Constitucional órgano constituido 
La doctrina de la división de poderes se refiere, fundamentalmente, a la 
división de los poderes constituidos. A la distribución de las funciones 
ordinarias del poder entre los órganos gubernamentales. Pero esa 
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doctrina también se debe tener en cuenta para comprender y justificar la 
división que media entre el poder constituyente y los poderes constituidos.  
 
 También son órganos extraordinarios del gobierno, aunque 
ejerciendo funciones ordinarias del poder, los cuerpos electorales que se 
expiden sobre la consulta popular vinculante, por cuanto producen actos 
legislativos del gobierno exteriorizando la voluntad estatal y dentro del 
ámbito del Poder Legislativo. 
 
 La distribución de las funciones del poder entre varios órganos del 
gobierno tiene por objeto tornar más eficiente el ejercicio del poder estatal 
mediante la especialización de aquellos órganos en funciones específicas. 
Pero también apunta a rescatar la libertad de los destinatarios del poder 
al evitar la concentración en su ejercicio. 
 
 Corresponde tener en cuenta que las funciones legislativas, 
ejecutivas y judiciales que se les otorgan, respectivamente, a los órganos 
Congreso, Presidente de la República y Tribunales judiciales, no son las 
únicas que se les atribuyen. Existen otras funciones, de carácter 
secundario o complementario, pero de importante relevancia política. 
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2.2.8.6 Condiciones para el ejercicio del poder del Tribunal 
Constitucional 
Relación entre efectividad y legitimidad 
La relación entre legitimidad y poder fue vista con notable precisión por 
Guillermo Ferrero. La legitimidad, desde su punto de vista, es el nexo 
político que permite al gobernado someterse al poder sin el temor de ser 
atropellado, y al gobernante desempeñar su encomienda sin el temor de 
verse removido. La legitimidad opera como un elemento que disuelve el 
miedo a la autoridad por parte del gobernado y el miedo a la libertad por 
parte del gobernante, y que abre un espacio de convergencia en el que 
se hace posible la vida institucional71. 
Legitimidad 
La legitimidad participa de una dimensión política que reside en el ejercicio 
de la soberanía y de una dimensión ética que se expresa a través de la 
norma constitucional. En el orden práctico ambas dimensiones se 
transforman en un sistema electoral funcional y en la observancia de la 
Constitución. Cuando cualquiera de esos elementos falla, la percepción 
dominante será la de pérdida de la legitimidad, y los temores de 
gobernados y gobernantes a que aludía Ferrero se dejarán sentir con 
intensidad variable72. 
Efectividad 
Por su parte, la efectividad como condición para el ejercicio del poder no 
puede ser tratada por separado de la legitimidad. Pero el tema de la 
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efectividad debe ser visto con cautela, porque cuando ha sido considerada 
por sí sola un factor suficiente para el ejercicio del poder, ha resultado 
más funcional para las autocracias que para las democracias. A una 
democracia se le exige capacidad de solución de conflictos y de 
satisfacción de expectativas sin contravenir los términos de la 
legitimidad73. 
Fidelidad 
Sin embargo todo indica que entre las condiciones para el ejercicio del 
poder en una democracia, además de la legitimidad y de la efectividad, es 
necesario considerar un tercer factor: la fidelidad. La vida social está en 
buena medida determinada por relaciones fiduciarias: la confianza en el 
cumplimiento de los deberes ajenos inspira la seguridad en los derechos 
propios. El sentido colectivo de fidelidad es la base de la responsabilidad 
de los titulares de los órganos del poder, exigible a través de los 
instrumentos constitucionales de control; es una referencia para la acción 
de los partidos políticos en sus relaciones con el poder, entre sí y con la 
ciudadanía; y es el fundamento de la adhesión ciudadana al orden 
constitucional. En su sentido literal fidelidad no es subordinación sino 
demostración de confianza. 
Las relaciones sociales y entre ellas las de naturaleza políticano 
pueden fructificar sin una base de confianza, esencialmente referida a las 
instituciones democráticas74. 
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2.2.9 Tribunal constitucional y su relación con los demás poderes del 
estado 
2.2.9.1 Tribunal constitucional y Poder Legislativo 
El art. 16 de la Declaración francesa de los Derechos del Hombre y del 
Ciudadano, del 26 de agosto de 1789, además de requerir una 
declaración de derechos individuales impone la división de poderes, sin 
cuya garantía se "carece de Constitución".  
 En la división de poderes uno de los órganos que cumple mejor la 
directiva dada por el art. 90°, el  Poder  Legislativo  reside  en  el  Congreso  
de  la  República,  el  cual consta de cámara única.   
 El número de congresistas es de ciento treinta. El Congreso de la 
República se elige por un período de cinco años mediante un proceso 
electoral organizado conforme a ley. Los candidatos a la Presidencia de 
la República no  pueden integrar la lista de candidatos a congresistas. Los 
candidatos a vicepresidentes pueden ser simultáneamente candidatos a 
una representación en el Congreso.  
 Para ser elegido congresista, se requiere ser peruano de 
nacimiento, haber cumplido veinticinco años y gozar de derecho de 
sufragio75. 
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La Carta de 1993 es la primera Constitución peruana que establece 
un Parlamento unicameral76. Como sabemos, un importante control 
interno del Parlamento consiste en la división de la función legislativa, 
distribuida en dos cámaras separadas que se contrapesan mutuamente. 
Sin embargo, pese a la influencia norteamericana y europea77, el 
Parlamento unicameral no es extraño en los Estados iberoamericanos, 
pues existen algunos antecedentes en Ecuador, Honduras, Panamá y 
Nicaragua. 
Función y mandato del congresista. Incompatibilidades  
La  función  de  congresista  es  de  tiempo  completo;  le  está  prohibido 
desempeñar cualquier cargo o ejercer cualquier profesión u oficio, durante 
las horas de funcionamiento del Congreso.  
 El mandato del congresista es incompatible con el ejercicio de 
cualquiera otra función pública, excepto la de Ministro de Estado, y el 
desempeño, previa  autorización del Congreso, de comisiones 
extraordinarias de carácter internacional.  
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 La función de congresista es, asimismo, incompatible con la 
condición de gerente, apoderado, representante, mandatario, abogado, 
accionista mayoritario o miembro del Directorio de empresas que tienen 
con el Estado contratos de obras, de suministro o de aprovisionamiento, 
o que administran rentas públicas o prestan servicios públicos.   
 La  función  de  congresista  es  incompatible  con  cargos  similares  
en  empresas  que, durante  el mandato  del  congresista,  obtengan 
concesiones del Estado, así como en empresas del sistema crediticio 
financiero  supervisadas  por  la  Superintendencia  de Banca, Seguros y 
Administradoras Privadas de Fondos de Pensiones78. 
Inmunidad Parlamentaria  
Los congresistas representan a la Nación. No están sujetos a mandato 
imperativo ni a interpelación.  
 No son responsables ante autoridad ni órgano jurisdiccional alguno 
por las opiniones y votos que emiten en el ejercicio de sus funciones.  
 No pueden ser procesados ni presos sin previa  autorización del 
Congreso o de la Comisión Permanente, desde  que son elegidos hasta 
un mes después de haber cesado en sus funciones, excepto por delito 
flagrante, caso en el cual son puestos a disposición del Congreso o de la 
Comisión  Permanente dentro de las veinticuatro horas, a fin de que se 
autorice o no la privación de la libertad y el enjuiciamiento. 
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Reglamento del Congreso  
El Congreso elabora y aprueba su Reglamento, que tiene fuerza de ley; 
elige  a  sus representantes en la Comisión  Permanente  y en las demás 
comisiones; establece la organización y las atribuciones de los grupos 
parlamentarios; gobierna su economía; sanciona  su presupuesto; nombra 
y remueve a  sus  funcionarios y empleados, y les otorga los beneficios 
que les corresponden de acuerdo a ley. 
Irrenunciabilidad del Mandato Legislativo  
El mandato legislativo es irrenunciable.  
Las sanciones disciplinarias que impone el Congreso a los  
representantes y que implican suspensión de funciones no  pueden 
exceder de ciento veinte días de legislatura.  
Facultad de solicitar información a las Entidades Públicas  
Cualquier representante al Congreso puede pedir a los Ministros  de 
Estado, al Jurado Nacional de Elecciones, al Contralor General, al Banco 
Central de Reserva, a la Superintendencia de Banca, Seguros y 
Administradoras Privadas de Fondos de Pensiones, a los Gobiernos 
Regionales y Locales y a las instituciones que señala la ley, los informes 
que estime necesarios.  
 El pedido se hace por escrito y de acuerdo con el Reglamento del 
Congreso. La falta de respuesta da lugar a las responsabilidades de ley.  
Función Fiscalizadora  
El Congreso puede iniciar investigaciones sobre cualquier  asunto de 





comisiones encargadas de tales investigaciones, bajo los mismos 
apremios que se observan en el procedimiento judicial.  
 Para  el  cumplimiento  de  sus  fines, dichas  comisiones  pueden 
acceder a cualquier información, la cual puede implicar  el levantamiento 
del secreto bancario y el de la reserva  tributaria; excepto la información 
que afecte la intimidad  personal. Sus conclusiones no obligan a los 
órganos jurisdiccionales.  
Inviolabilidad del recinto parlamentario  
El Presidente de la República está obligado a poner a disposición del 
Congreso los efectivos de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional 
que demande el Presidente del Congreso.  
 Las  Fuerzas  Armadas  y  la  Policía  Nacional  no  pueden  ingresar  
en  el  recinto  del Congreso sino con autorización de su propio 
Presidente.  
Acusación por infracción de la Constitución  
Corresponde a la Comisión Permanente acusar ante el  Congreso: al 
Presidente de la República; a los representantes a  Congreso; a los 
Ministros de Estado; a los miembros del  Tribunal Constitucional; a los 
miembros del Consejo Nacional de  la Magistratura; a los vocales de la 
Corte Suprema; a los  fiscales supremos; al Defensor del Pueblo y al 
Contralor  General por infracción de la Constitución y por todo delito que  
cometan en el ejercicio de sus funciones y hasta cinco años después de 







Ante Juicio Constitucional  
Corresponde al Congreso, sin participación de la Comisión Permanente, 
suspender o no al funcionario acusado o inhabilitarlo para el ejercicio de 
la  función pública hasta por diez  años, o destituirlo de su función sin 
perjuicio de cualquiera otra responsabilidad.  
 El acusado tiene derecho, en este trámite, a la defensa por sí 
mismo y con asistencia de abogado ante la Comisión Permanente y ante 
el Pleno del Congreso.  
 En caso de resolución acusatoria de contenido penal, el Fiscal de 
la Nación formula denuncia ante la Corte Suprema en el plazo de cinco 
días. El Vocal Supremo Penal abre la instrucción correspondiente.  
 La  sentencia  absolutoria  de  la  Corte  Suprema  devuelve  al  
acusado  sus  derechos políticos.  
 Los términos de la denuncia fiscal y del auto apertorio de 
instrucción no pueden exceder ni reducir los términos de la  acusación 
del Congreso. 
Atribuciones de la Comisión Permanente  
Los miembros de la Comisión Permanente del Congreso son elegidos 
por éste. Su número tiende a ser proporcional al de los representantes 
de cada grupo parlamentario y no excede del veinticinco por ciento del 
número total de congresistas.  
Son atribuciones de la Comisión Permanente:  






2. Ratificar la designación del Presidente del Banco Central de Reserva 
y del Superintendente de Banca, Seguros y  Administradoras  
Privadas  de  Fondos  de Pensiones.  
3. Aprobar los créditos  suplementarios  y  las  transferencias  y 
habilitaciones del Presupuesto, durante el receso parlamentario.  
4. Ejercitar la delegación de facultades legislativas que el Congreso le 
otorgue.  
 No pueden delegarse a la Comisión Permanente materias relativas a 
reforma constitucional, ni a la aprobación de tratados internacionales, 
leyes orgánicas, Ley de Presupuesto y Ley de la Cuenta General de la 
República. 
5. Las demás que le asigna la Constitución y las que le señala  el 
Reglamento del Congreso.  
Atribuciones del Congreso  
Son atribuciones del Congreso:  
1. Dar leyes y resoluciones legislativas, así como interpretar, modificar o 
derogar las existentes.  
2. Velar por el respeto de la Constitución y de las leyes, y disponer lo 
conveniente para hacer efectiva la responsabilidad de los infractores.  
3. Aprobar los tratados, de conformidad con la Constitución.  
4. Aprobar el Presupuesto y la Cuenta General.  
5. Autorizar empréstitos, conforme a la Constitución.  
6. Ejercer el derecho de amnistía. 





8. Prestar consentimiento para el ingreso de tropas extranjeras en el 
territorio de la República, siempre que no afecte, en forma alguna, la 
soberanía nacional.  
9. Autorizar al Presidente de la República para salir del país.  
10. Ejercer las demás atribuciones que le señala la Constitución y las que 
son propias de la función legislativa. 
2.2.9.2 Tribunal Constitucional y Poder Ejecutivo 
La Academia de la Lengua Española79 define al presidencialismo como 
un sistema de organización política en que el Presidente de la República 
es también Jefe del Gobierno, sin depender de la confianza de las 
Cámaras. 
El Régimen Presidencialista se desarrolló inicialmente en los 
Estados Unidos de América, sobre la base de la Constitución de 1787. 
Ella constituye el modelo por excelencia del presidencialismo. 
 El análisis de la institución presidencial en nuestro país se halla 
condicionado por datos provenientes de la historia y de la praxis política, 
amén de lo que discipline el texto constitucional propiamente dicho. La  
evolución de este cargo ha respondido en líneas generales a las mismas 
características que la institución ofreció en el resto de América Latina. 
 La constitución política reconoce al presidente de la república 
diciendo: El Presidente de la República es el Jefe del Estado y 
personifica a la Nación. Para ser elegido Presidente de la República se 
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requiere ser peruano por nacimiento, tener más de treinta y cinco años 
de edad al momento de la postulación y gozar del derecho de sufragio. 
Elección del Presidente de la República  
El Presidente de la República se elige por sufragio directo. Es elegido el 
candidato que obtiene más de la mitad de los votos. Los votos viciados 
o en blanco no se computan. 
 Si ninguno de los candidatos obtiene la mayoría absoluta, se 
procede a una segunda elección, dentro de los treinta días siguientes a 
la proclamación de los cómputos oficiales, entre los candidatos que han 
obtenido las dos más altas mayorías relativas.  
 Junto con el Presidente de la República son elegidos, de la misma 
manera, con los mismos requisitos y por igual término, dos 
vicepresidentes. 
Duración del mandato presidencial  
El mandato presidencial  es  de  cinco  años,  no  hay  reelección 
inmediata. Transcurrido otro período constitucional, como  mínimo, el ex 
presidente puede volver a postular, sujeto a las mismas condiciones.  
Vacancia de la Presidencia de la República  
La Presidencia de la República vaca por:  
1. Muerte del Presidente de la República.  
2. Su permanente incapacidad moral o física, declarada por el  
Congreso.  
3. Aceptación de su renuncia por el Congreso.  
4. Salir del territorio nacional sin permiso del Congreso o no regresar a 





5. Destitución, tras haber sido sancionado por alguna de las 
infracciones mencionadas en el  artículo 117º de la Constitución.  
Suspensión del ejercicio de la Presidencia  
El ejercicio de la Presidencia de la República se suspende por:  
1. Incapacidad temporal del Presidente, declarada por el Congreso, o  
2. Hallarse  éste  sometido  a  proceso  judicial,  conforme  al  artículo  
117  de  la Constitución.  
Impedimento temporal o permanente del ejercicio de la Presidencia  
Por impedimento temporal o permanente del Presidente de la República, 
asume sus funciones el Primer Vicepresidente. En defecto de éste, el 
Segundo Vicepresidente, por impedimento de ambos, el Presidente del 
Congreso; si el impedimento es permanente, el Presidente del Congreso 
convoca de  inmediato a elecciones. 
 Cuando el Presidente de la República sale del territorio nacional, el 
Primer Vicepresidente se encarga del despacho.  En  su  defecto, lo hace 
el Segundo Vicepresidente. 
Asunción del cargo presidencial  
El Presidente de la República presta juramento de ley y asume  el cargo, 
ante el Congreso, el 28 de julio del año en que se realiza la elección.  
Excepción a la inmunidad presidencial  
El Presidente de la República sólo puede ser acusado, durante su 
período, por traición a la Patria; por impedir las elecciones 
presidenciales, parlamentarias, regionales o municipales; por disolver el 





Constitución, y por impedir su reunión o funcionamiento, o los del Jurado 
Nacional de Elecciones y otros  organismos  del sistema electoral.  
Atribuciones del Presidente de la República  
Corresponde al Presidente de la República:  
1. Cumplir y hacer cumplir la Constitución y los tratados, leyes y demás 
disposiciones legales.  
2. Representar al Estado, dentro y fuera de la República.  
3. Dirigir la política general del Gobierno.  
4. Velar por el orden interno y la seguridad exterior de la República.  
5. 5. Convocar a elecciones para Presidente de la República y para 
representantes a Congreso, así como para alcaldes y regidores y 
demás funcionarios que señala la ley.  
6. Convocar al Congreso a legislatura extraordinaria; y firmar, en ese 
caso, el decreto de convocatoria.  
7. Dirigir mensajes al Congreso en cualquier época y obligatoriamente, 
en forma personal y por escrito, al instalarse la primera legislatura 
ordinaria anual. Los mensajes anuales contienen la exposición 
detallada de la situación de la República y las mejoras y reformas que 
el Presidente juzgue necesarias y convenientes para su 
consideración por el Congreso. Los mensajes del Presidente de la 
República, salvo el primero  de  ellos,  son  aprobados  por el Consejo 
de Ministros.  
8. Ejercer la potestad de reglamentar las leyes sin transgredirlas ni 






9. Cumplir y hacer cumplir las sentencias y resoluciones de los   órganos 
jurisdiccionales.  
10. Cumplir y hacer cumplir las resoluciones del Jurado Nacional de 
Elecciones.  
11. Dirigir la política  exterior  y  las  relaciones  internacionales;  celebrar 
y ratificar tratados.  
12. Nombrar embajadores y ministros plenipotenciarios, con aprobación 
del Consejo de Ministros, con cargo de dar cuenta al Congreso.  
13. Recibir a los agentes diplomáticos  extranjeros,  y  autorizar  a  los  
cónsules el ejercicio de sus funciones.  
14. Presidir el Sistema de Defensa Nacional; y organizar,  distribuir y 
disponer  el empleo de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional.  
15. Adoptar las medidas necesarias para la defensa de la República, de 
la integridad del territorio y de la soberanía del Estado.  
16. Declarar la guerra y firmar la paz, con autorización del Congreso.  
17. Administrar la hacienda pública.  
18. Negociar los empréstitos.  
19. Dictar medidas extraordinarias, mediante decretos de urgencia con 
fuerza de ley, en materia económica y financiera, cuando así lo 
requiere el interés nacional y con cargo de dar  cuenta al Congreso. 
El Congreso puede modificar o derogar los referidos decretos de 
urgencia.  





21. Conceder indultos y conmutar penas. Ejercer el derecho de gracia en 
beneficio de los procesados en los casos en que la etapa de 
instrucción haya excedido el doble de su plazo más su ampliatoria. 
22. Conferir condecoraciones en nombre de la Nación, con acuerdo del 
Consejo de Ministros.  
23. Autorizar a los peruanos para servir en un ejército extranjero. Y  
24. Ejercer las demás funciones de gobierno y administración que  la  
Constitución  y las leyes le encomiendan. 
2.2.9.3 Tribunal Constitucional y Poder Judicial 
Desde 1823 a la fecha, todas nuestras Constituciones han dedicado 
diversos artículos a regular lo relativo al Poder Judicial. La vigente, en los 
artículos 138 al 149 consagra una serie de principios relativos a su 
organización y funcionamiento; así, el primer párrafo del artículo 138 
contiene la clásica fórmula de que la potestad de administrar justicia 
emana del pueblo y se ejerce por el Poder Judicial a través de sus 
órganos, los que tienen una estructura jerárquica, artículo que debe ser 
concordado con los numerales 143 y 144, que establecen como máximo 
órgano jurisdiccional a la Corte Suprema de Justicia, integrada por los 
vocales supremos que reunidos en Sala Plena, constituyen el órgano 
máximo de deliberación del Poder Judicial. Los jueces de todos los 









Organización del Poder Judicial 
El Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, si bien es 
una norma preconstitucional80, es el marco legal que desarrolla todo lo 
concerniente a este Poder del Estado, estableciendo en el artículo 26 sus 
órganos jurisdiccionales: Corte Suprema de Justicia de la República, 
cortes superiores de justicia, en los respectivos distritos judiciales; 
juzgados especializados y mixtos, en las provincias respectivas; juzgados 
de paz letrados, en la ciudad o población de su sede; y, juzgados de paz. 
Estos órganos jurisdiccionales independientes según el artículo 138 
segundo párrafo de la Norma Fundamental, sin importar jerarquías, tienen 
una importante función, la de preferir una norma constitucional a una 
norma legal, en todo tipo de procesos, de existir incompatibilidad entre la 
segunda respecto de la primera. Esta función de control encarga a los 
jueces el respeto a los principios de supremacía de la Constitución y 
también de jerarquía de las normas, pero además constituye un 
mecanismo idóneo de control de los excesos legislativos en que puedan 
incurrir los Poderes Legislativo y Ejecutivo; de modo tal que es un 
mecanismo de equilibrio del ejercicio del poder del Estado. 
2.2.10. Tribunal constitucional un cuarto poder del estado actual 
La justicia constitucional tiene una larga trayectoria en América Latina. En 
este aspecto la relación entre las Constituciones iberoamericanas no se 
da tanto por la materia, ni por la modalidad de control de la 
constitucionalidad adoptada, sino por la naturaleza del órgano que lo  
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ejerce. Aun cuando la aparición del primer Tribunal Constitucional, con 
esta denominación, se produjo en la Constitución austriaca de  1920, la 
denominación se incorporó en los países hispanohablantes después de 
promulgada la Constitución española. 
Sin embargo, se registran algunos casos previos como la creación del 
Tribunal Constitucional chileno en 1925 y de la Corte de 
Constitucionalidad en Guatemala, en 1965. En Colombia se propuso la 
creación de la Corte Constitucional desde 1945, aunque sólo fue 
establecida hasta 1991, tribunal de garantías constitucionales peruano en 
1978 y finalmente para ser denominado Tribunal Constitucional en 1993. 
Su promotor en el ámbito legislativo fue el jurista y político peruano 
Javier Valle-Riestra Gonzáles, como consta de los debates realizados 
durante la Asamblea Constituyente 1978-1979. Por  entonces,  fue  
concebido  como  un órgano autónomo compuesto por nueve miembros 
(provenientes de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial) siendo sus 
funciones la de órgano de casación en los casos de hábeas corpus y 
amparos denegados en la vía judicial y de conocimiento, en el caso del 
proceso de inconstitucionalidad de las leyes81. 
2.2.10.1 Descontextualización del criterio tradicional de la división 
del poder  
Podemos afirmar que la división de poderes sin ulterior especificación es 
un fenómeno y un concepto que trasciende a cualquiera de sus versiones 
históricas, incluida la de Montesquieu, y que, por consiguiente, no hay una 
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versión única, no hay un modelo  patentado, ni hay tampoco un dogma de 
la división de poderes, sino que ésta tiene en cada tiempo sus propias 
peculiaridades de configuración; esto sirve de base o fundamento para 
afirmar que el Tribunal Constitucional es un cuarto poder neutro en 
nuestro país. 
 El cuestionamiento fundamental dentro de la teoría democrática de 
nuestro país, la discusión sobre la legitimidad de los tribunales 
constitucionales se ha limitado en algunos casos a dilucidar: ¿cuál es el 
lugar que deben ocupar dichos tribunales dentro del entramado 
institucional? y ¿cuáles son los límites que se le debe imponer al ejercicio 
de sus funciones interpretativas? para que no exista una usurpación de 
competencias a los poderes públicos (Ejecutivo, Legislativo y Judicial). Es 
decir, la discusión se ha concentrado más en el debate sobre el equilibrio 
de poderes y contrapoderes entre los órganos ya instituidos, dejando al 
margen el análisis de la relación directa que puede o debe existir entre los  
tribunales  constitucionales  y  el  propio  soberano  (el  pueblo) en lo que 
a la legitimidad en materia de interpretación constitucional se refiere. 
 En la presente, nos  limitaremos  a  llamar  la  atención  sobre  la  
reiterada  tendencia  a  la  hipostatización  de  la  división  de  poderes  en  
general en el esquema concreto de Montesquieu, a la identificación  de la 
totalidad del problema con una de sus formulaciones. De donde se llega 
a la consecuencia de que ha fracasado el esquema de Montesquieu de la 
división de poderes. Cierto que la realidad ha sufrido muchos cambios y 
el Estado se ha hecho mucho más complejo: ha surgido la división entre 





formas federativas de Estado, la Justicia ya no se limita a ser la boca que 
proclama las palabras de la ley, el Tribunal Constitucional. 
2.2.10.2 La crítica del criterio tradicional  
La división clásica de poderes del Estado se encuentra desactualizado, 
desfasado y descontextualizado por el evidente rol y papel que juega el 
Tribunal Constitucional del Estado. La trinidad clásica, es ciertamente una 
importante forma de la división de poderes, pero no es la única, ni en modo 
alguno, la más importante de todos los tiempos. a este criterio o doctrina 
se le ha criticado formalmente y materialmente, calificándolo, en el primer 
caso,“…de carácter tripartito horizontal, atiende a un criterio formal, a 
partir del cual lo que otorga el carácter legislativo, administrativo o 
jurisdiccional a determinado acto estatal es precisamente el órgano que 
lo emite o del cual emana; en efecto, desde este ángulo son claras las 
facultades constitucionales asignadas a los órganos legislativo, ejecutivo 
y judicial; si las reducimos al esquema clásico observamos que al órgano 
legislativo le corresponde crear las leyes, al órgano Ejecutivo toca 
aplicarlas o ejecutarlas y al órgano judicial dirimirlas controversias 
jurídicas que se le planteen con base en dichas leyes”82; la segunda 
critica, “… considerando el contenido del acto estatal, su esencia, su 
sustancia, nos encontramos que los órganos legislativos, administrativos 
y jurisdiccionales llevan a cabo cada uno, en cierta medida, actos 
materialmente legislativos, administrativos y jurisdiccionales”83.  
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Críticas que son compartidos por un gran sector de la doctrina 
mayoritaria. Cada tiempo tiene que buscar, de acuerdo con sus 
realidades, la forma de orden que garantice óptimamente la 
administración responsable del poder. Para ello, es necesario liberarse 
de la trinidad dogmática y abrir la vía para una nueva concepción global 
de la pluralidad de posibilidades de dividir el orden político en funciones 
específicas. 
Un primer nivel crítico surge desde los primeros momentos en que 
trata de aplicarse. Como consecuencia se dice, el principio de la división 
de poderes, entendido como separación radical, ha quedado como un 
mero desiderátum nunca alcanzado, entre otras cosas, por la propia 
imposibilidad de funcionamiento organizativo que su implantación literal 
implicaba. 
Pero hay un segundo nivel crítico, a mi parecer mucho más 
significativo y que, en todo caso, constituye el punto de partida de este 
trabajo de tesis. 
Nos referimos a la crítica de que fue objeto la doctrina de la 
división de poderes en la etapa de construcción doctrinal del Estado de 
derecho.  
1). Porque la hace imposible la evidente desigualdad de las 
funciones.  
2) La unidad estatal se afirma repugna a la igualdad de los  
po-deres. En todo Estado debe haber un órgano supremo.  
3) Pero, en tercer lugar, señala Carré, que la unidad del Estado y 





al  poder constituyente y a la diferencia entre éste y los poderes 
constituidos (pues con ello sólo se manifestaría aquélla en momentos 
excepcionales: constituyentes o de revisión constitucional), sino que es 
necesario  que  exista y se manifieste en los propios poderes constituidos, 
es decir, que  actúe y presida el curso normal de la vida del Estado84.  
2.2.10.3 Tribunal Constitucional es un poder 
Presidencialismo y parlamentarismo giran alrededor de dos de los tres 
poderes tradicionales del Estado. Conviene ahora recordar la presencia 
de nuevos y relevantes protagonistas que dominan el Estado 
constitucional de nuestro tiempo: uno de ellos es el tribunal constitucional. 
El Tribunal85 Constitucional constituiría un cuarto poder por sobre 
todas las demás funciones y órganos del Estado, un poder que no 
respondería por nada ni ante nadie. En este punto conviene, 
primeramente, destacar que el fortalecimiento de los Tribunales 
constitucionales y de la justicia constitucional, en general, no es en 
absoluto un proceso local y reciente sino que, prácticamente, es un 
fenómeno mundial86. 
Con la consolidación de los tribunales constitucionales en los países 
hispanoparlantes, como el nuestro en particular, bajo las bases de la 
justicia o jurisdicción constitucional entre otros principios fundamentales, 
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donde una de ellas, son la sentencias interpretativas, sin duda ha 
relativizado la trinidad de poderes y retomado la vieja teoría del poder 
neutro, donde, fácilmente podemos decir que es ejercido por el Tribunal 
Constitucional en la medida que los conflictos entre órganos 
constitucionales puedan ser planteados y  resueltos  como  conflictos  de  
competencia.  
 Poner las cosas en orden, controlar o limitar el poder del gobierno 
de turno, al legislador y los jueces -con algunos excesos-, es lo que sabe 
hacer bien y con eficacia el Tribunal Constitucional y esas funciones son 
propias de un poder del Estado actual (lo que la mayoría llama equilibrio 
de poderes). Por esto a mi concepto, el Tribunal Constitucional es un 
poder mas, dejando de lado la denominación pintoresca de legislador 
negativo, para convertirse en gran manera en creadores de normas 
jurídicas; es decir, en un cuarto poder neutro, esto por la vía de 
interpretación. Ello supone que, el Tribunal Constitucional cumple una 
función complementaria, reguladora, limitadora y de control respecto de 
los poderes del Estado.  
 Considerar al Tribunal Constitucional como un cuarto poder, 
seguramente es una idea extremadamente atrevida para pocos, pero ya 
no para la mayoría, por el evidente protagonismo en nuestro país (con la 
variedad de sentencias interpretativas); valgan verdades, ni el mismo 
inspirador de los tribunales constitucionales el maestro Hans Kelsen allá 
por el siglo XX, no lo había previsto así, sino solo le otorgaba la calidad 
de legislador negativo; es decir, que a través de sus sentencias solo 





 Cabe precisar además lo siguiente, los Tribunales 
Constitucionales, no se limitan como los demás poderes (legislativos y 
ejecutivo) o tribunales ordinarios (poder judicial), a interpretar la ley, sino 
que además pueden dar instrucciones o limites a los poderes sobre cómo 
debe llevar a cabo la función ejecutiva, de legislar y la jurisdiccional, sino 
quieren incurrir en una inconstitucionalidad. 
2.2.10.4 Nuevas funciones del Tribunal Constitucional  
El  actual  Tribunal  Constitucional,  a  diferencia  de  su  predecesor,  tiene 
funciones notoriamente incrementadas. Ya no es simplemente un órgano 
de casación, sino que ahora tiene facultades de  pronunciamiento en 
instancia definitiva y especializada en relación con los procesos hábeas 
corpus, hábeas data, amparo y de cumplimiento que hayan sido 
denegados en la vía judicial (art. 202, inciso 2), para cuyo efecto habrá de 
promoverse el llamado recurso de agravio constitucional como 
mecanismo procesal de acceso. 
Asimismo tiene competencias para conocer y resolver de forma 
directa y en instancia única tanto del proceso de inconstitucionalidad de 
las leyes, como del llamado proceso competencial. 
Cabe añadir que cada uno de los procesos constitucionales que 
son materia de conocimiento por parte del Tribunal Constitucional, al 
igual que algún otro, que solo es competencia el Poder Judicial, son 
objeto de regulación específica mediante el Código Procesal 
Constitucional o Ley núm. 28237 del 31 de mayo de 200487. 
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El tribunal constitucional tiene que redimensionarse fortaleciendo su 
función de controlar al gobierno mediante la interpretación y aplicación de 
la ley, en defensa del orden y los valores de la persona humana, 
característicos del principio de supremacía jurídica de la Constitución y de 
la supremacía política de la democracia. Esto sólo es posible, partiendo 
de reconocer, junto al carácter jurídico de la labor de la justicia 
constitucional, la naturaleza y las consecuencias políticas de su 
jurisprudencia. 
Por ende, el desafío es lograr una democracia moderna, donde la 
justicia contribuya a la paz y estabilidad del sistema político, a efectos  de 
juridificar la solución de los conflictos del proceso político, racionalizando 
así la actuación de los poderes públicos con un pacto social afianzado en 
la Constitución, donde no queden excluidos los instrumentos de control 
político a cargo del Congreso. 
De ahí que la idea de un tribunal constitucional que proteja las 
competencias constitucionales de los poderes constituidos, sino que 
también fortalezca una relación de coordinación institucional para el 
respeto irrestricto de la Constitución, de manera que los conflictos 
suscitados por el dinámico actuar de los poderes, no se vea polarizado 
por el avasallante predominio presidencial. 
La funcionabilidad del Estado depende en gran medida de la 
institucionalización del tribunal constitucional como órgano jurisdicción 
imparcial, independiente, encargado de velar por salvaguardar la  
supremacía de la Constitución, funcionando como árbitro de los conflictos 





lo cual se fomenta un auténtico ejercicio y goce la libertad e igualdad entre 
todos los ciudadanos88. 
2.2.10.5 Fines esenciales del Tribunal Constitucional  
El Tribunal Constitucional ha de resolver sus causas sin perder de vista 
los fines que orientan su actividad, los mismos que hoy por hoy 
constituyen aquellos valores supremos que tiene este Colegiado y que en 
esencia son: la defensa de la Const. encaminada a la afirmación de la 
vigencia de un Estado de Derecho y velar por la tutela efectiva de los 
derechos fundamentales, por medio del cual le es implícita la labor de 
ejercer una actuación positiva de aquellos. 
Este Colegiado no puede sustraerse a emitir un pronunciamiento 
sobre el fondo del asunto, pues de no hacer ello estaría dejando en la 
orfandad jurídica a la recurrente, renunciando de este modo a la 
protección de un derecho fundamental que se encuentra recogido en el 
art. 139.3º de la Const., por el cual se le garantiza al justiciable, ante su 
pedido de tutela, el deber del órgano jurisdiccional de observar un 
conjunto de garantías mínimas establecidos como estándares de justicia 
en los instrumentos internacionales para la tutela de los derechos 
fundamentales, además de emitir una resolución fundada en derecho. 
2.2.10.6 Tribunal Constitucional es el órgano de control de la 
Constitución 
Tal como ha sido previsto en el art. 201º de la Constitución el Tribunal 
Constitucional es su órgano de control. Ello, desde luego, no significa que 
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a este órgano resulte privativa la defensa de la Carta Fundamental, pues, 
tal como se encuentra reconocido en su art. 38º, ese es un deber residente 
en “todos los peruanos”. 
“En el Estado social y democrático de derecho, la preservación de la 
constitucionalidad de todo el ordenamiento, no es una tarea que, de 
manera exclusiva, le competa a este Tribunal, sino que la comparten, in 
suo ordine, todos los poderes públicos”. 
El art. 201º de la Const. no confiere a este Colegiado una función 
exclusiva y excluyente, sino “suprema”. No se trata, pues, de que a este 
Tribunal le haya sido reservada la “única” interpretación de la Const. 
simplemente, le ha sido reservada la “definitiva”. 
La independencia que en todo Estado social y democrático de 
derecho deben gozar los poderes del Estado (vg. la independencia 
reconocida al Poder Judicial por el art. 139.3º de la Const.), no debe ser 
confundida con la capacidad de someter a la ciudadanía a la más absoluta 
incertidumbre en relación al contenido vinculante de las normas jurídicas, 
máxime si se trata de la Norma Fundamental.  
El art. 201º de la Const., aunado al derecho fundamental a la 
igualdad ante la ley (art. 2.2º), una de cuyas manifestaciones es la 
igualdad “en la aplicación de la ley”, y al principio de seguridad jurídica, 
que se encuentra implícitamente reconocido en la Constitución, sitúan al 
Tribunal Constitucional, en lo que a la interpretación constitucional se 
refiere, en la cúspide del Poder Jurisdiccional del Estado. 
En una correcta interpretación de concordancia práctica de los 





Tribunal Constitucional como supremo intérprete de la Const., proyectada 
desde la propia Carta Fundamental, ha sido reconocida a nivel legislativo. 
El art. 1º de la Ley Nº 28301 establece: “El Tribunal Constitucional es el 
órgano supremo de control de la constitucionalidad”. 
El último párrafo del art. VI del TP del CPConst., dispone: “Los 
jueces interpretan y aplican las leyes o toda norma con rango de ley y 
los reglamentos según los preceptos y principios constitucionales, 
conforme a la interpretación de los mismos que resulte de las 
resoluciones dictadas por el Tribunal Constitucional”. 
El art. 82º del CPConst., dispone que las sentencias recaídas en los 
procesos de inconstitucionalidad que queden firmes, “tienen autoridad de 
cosa juzgada, por lo que vinculan a todos los poderes públicos y producen 
efectos generales desde el día siguiente a la fecha de su publicación”. 
Las sentencias dictadas en un proceso de inconstitucionalidad 
tienen efecto vinculante para todos los poderes públicos, vinculación que, 
por sus alcances generales, se despliega hacia toda la ciudadanía. El 
Tribunal Constitucional, en su condición de órgano de control de la Const. 
(art. 201º de la Const.) y órgano supremo de interpretación y control de la 
constitucionalidad (art. 1º de la Ley Nº 28301); considera que en el 
supuesto de que alguna autoridad o persona, pretenda desconocer los 
efectos vinculantes de esta resolución, resultará de aplicación el art. 22º 
del CPConst., en el extremo que dispone que para el cumplimiento de una 
sentencia el juez podrá hacer uso de multas fijas acumulativas, 
disposición que es aplicable supletoriamente al proceso de 





2.2.10.7 Sentencia constitucional como orden privilegiada y como 
cosa interpretada 
La sentencia constitucional no puede ser comprendida ni analizada desde 
las perspectivas desarrolladas por la teoría general del proceso, ni desde 
las teorías que estudian los efectos de las sentencias a partir de la 
perspectiva civil o penal. La sentencia constitucional requiere, pues, no 
sólo de una teoría nueva que la fundamente, sino también de nuevas 
herramientas de actuación que abandonen la idea clásica de clasificación 
entre actos de declaración del derecho y actos de ejecución.  
Su dimensión como decisión que interpreta con la máxima fuerza 
jurídica las disposiciones constitucionales le otorga una posición de primer 
orden entre las decisiones del Estado Democrático de Derecho. Sus 
peculiaridades resultan por tanto: 1) Por la especial naturaleza de las 
pretensiones sobre las que se pronuncia (bienes indisponibles); 2) Por el 
valor y la fuerza que le otorga el sistema jurídico a sus interpretaciones, y 
3) Por el  poder extrapartes y su sometimiento sólo a la Constitución y su 
Ley Orgánica con que actúa el Tribunal. Al respecto, veamos lo siguiente: 
a) Relevancia de objeto: La especial naturaleza de las pretensiones 
sobre las que se pronuncia el juez constitucional implica que sus 
decisiones, en muchos casos, pueden rebasar  las propias alegaciones 
fácticas o jurídicas de las partes. En efecto, a partir de determinados 
hechos presentados por las partes, el Tribunal puede definir situaciones 
con implicancias no sólo para éstas, sino también para terceros. Esto 
sucede, por ejemplo, con las decisiones sobre un estado de cosas 





de los Tribunales Constitucionales con relación a la llamada 
inconstitucionalidad por conexión propia de los procesos de control 
normativo.  
También en los procesos constitucionales de la libertad, las propias 
normas de los procesos constitucionales hacen ahora referencia a esta 
dimensión de las decisiones del máximo Tribunal. Así, por ejemplo, el art. 
60° del CPConst., según el cual el juez constitucional, en vía de ejecución, 
puede “homologar” los casos que se presenten con decisiones ya 
pronunciadas o por el propio juez o por el tribunal, a efectos de anular el 
trámite procesal y convertir la admisión de la demanda en ejecución de 
una sentencia anterior. Esto es impensable en otros procesos y sólo se 
justifica por la especial relevancia y urgencia con que deben ser 
respondidas las pretensiones en la vía constitucional. 
La ejecución de este tipo de pronunciamientos supone, por ello, un 
serio reto para la justicia constitucional, que requiere equiparar al poder 
de decisión las competencias y poderes también en la fase de ejecución. 
Quien decide con tal fuerza y deja en manos de quien no tiene tal poder 
la ejecución de lo decidido, corre el riesgo de perder en esta fase lo 
logrado con la sentencia. La advertencia en este tramo está dirigida a 
otorgar potestades y competencias al juez de ejecución, similares a las 
que tiene el máximo Tribunal al momento de decidir. 
b) Fuerza jurídica de las interpretaciones: Más que de “cosa 
juzgada”, que puede erosionar el concepto mismo de la sentencia 
constitucional, es conveniente referirse aquí a la “cosa interpretada”, 





decisiones de las instancias supranacionales respecto de los estados 
sujetos a dicha jurisdicción. Tal dimensión puede evidenciarse a partir de 
la concepción de un Tribunal como Supremo Intérprete de la Constitución. 
Por tanto, no conviene en muchos casos que sus decisiones se 
identifiquen con el valor de la cosa juzgada en los términos tradicionales, 
ya que ello a menudo implicaría una renuncia a que el Tribunal haga 
evolucionar su propia jurisprudencia, sometiéndose, por tanto, a una 
eliminación gratuita y absurda de las mejores posibilidades de un Tribunal 
Constitucional adaptando un texto constitucional a circunstancias y 
situaciones inevitablemente variables.  
El efecto de cosa interpretada es inseparable del problema del valor 
de la jurisprudencia como fuente de derecho. El efecto de cosa 
interpretada de las decisiones del máximo tribunal se expresa de dos 
maneras. Por un lado, supone que ningún juez puede desatender las 
interpretaciones que realiza el Tribunal Constitucional conforme lo exige 
el art. VI del CPConst.; y, por otro, que los efectos de cosa interpretada 
se proyectan también no sólo a los jueces, sino a los terceros que llevan 
sus causas ante la justicia constitucional, quienes podrán invocar tales 
interpretaciones y hacerlas valer como doctrina jurisprudencial del 
Tribunal.  
Esta dimensión de la sentencia constitucional en los procesos de 
tutela de los derechos y libertades resulta especialmente relevante, pues 
permite una función pedagógica y de protección no sólo subjetiva, sino 
también objetiva de los procesos constitucionales. Las interpretaciones 





caso y cuando así lo configure el propio Tribunal, también como 
precedente vinculante para todos los poderes públicos. 
La ventaja de considerar como cosa interpretada y no como “cosa 
juzgada” las decisiones del máximo Tribunal permite poner de relieve que 
es el propio Tribunal quien puede, atendiendo a nuevas circunstancias, 
volver a analizar un caso que ya ha sido decidido con pronunciamiento 
incluso sobre el fondo. Esto resulta especialmente relevante tratándose, 
por ejemplo, del control abstracto de normas, donde la sentencia 
desestimatoria parece no aconsejar un efecto de cosa juzgada en el 
sentido tradicional, puesto que si se defiende una posición en tal sentido, 
quedaría de algún modo petrificada la primera norma y el Tribunal 
Constitucional rígidamente vinculado a sus precedentes, incluso contra 
una tradición bastante arraigada en los sistemas del civil law, donde no 
rige el principio staredecisis y, por tanto, el concepto de precedente resulta 
bastante flexible. 
c) Poder extrapartes y extraproceso: La configuración del 
proceso mismo queda sujeta, en buena parte, a la capacidad procesal del 
Tribunal para “fijarse” sus propios límites (piénsese en el principio 
iuranóvit curia o en las propias lecturas que suele hacer el Tribunal a partir 
de la narración propuesta por las partes). El Tribunal ha encontrado, en 
más de una ocasión, una pretensión distinta o, en algunos casos, incluso 
ha podido “convertir” un proceso de cumplimiento en amparo a efectos de 






 2.2.10.8 El control del Tribunal Constitucional a los poderes del 
Estado 
El control al Poder Legislativo 
Entre las tensiones que se han suscitado entre el Tribunal Constitucional 
y los poderes del estado, destacan de modo especial las tensiones entre 
el Tribunal Constitucional y el Legislador. El aspecto medular de tales 
tensiones se encuentra constituido por la existencia de determinadas 
sentencias de inconstitucionalidad que han supuesto la creación de 
normas, y la exhortación o recomendación al legislador para que expida 
otras leyes que sí resulten compatibles con la Constitución. 
El control al Poder Judicial 
Es por ello que, el proceso de constitucionalización del ordenamiento 
jurídico exige la participación de los jueces, pues éstos tienen la tarea de 
utilizar el material normativo estructurado a partir de la Constitución para 
así individualizar reglas conformes con los principios constitucionales y de 
adecuar la interpretación de las leyes en la dirección en la cual tales 
principios puedan realizarse en la mayor medida posible. Y si bien es 
cierto que en ocasiones pudiera parecer que el Tribunal Constitucional es 
de mayor rango que la Corte Suprema, esto no es así, pues su relación 
no es jerárquica sino competencial, es decir, es una relación de 
"integración o jerarquía funcional"89 
En el mencionado caso, el Tribunal Constitucional falló disponiendo la 
nulidad de doce sentencias dictadas en procesos de amparo que ya 
habían adquirido la calidad de cosa juzgada y la anulación de otras siete 
                                                 





sentencias, hasta que la Corte Suprema emitiera pronunciamiento, en 
tanto órgano competente para resolver vía consulta, el control difuso 
ejercido por los jueces que dictaron las sentencias anuladas. El 
argumento fundamental del Tribunal Constitucional para anular las 
mencionadas sentencias fue que dicho Tribunal ya se había pronunciado 
sobre la constitucionalidad e inconstitucionalidad de algunas normas 
legales y actos. No obstante, en la práctica se puede considerar que existe 
subordinación del Tribunal Supremo al Constitucional en el aspecto en 
que este último puede anular las resoluciones del primero, cosa que no 
puede suceder al revés. Un ejemplo entre otros lo tenemos en la famosa 
sentencia del caso del conflicto de competencia que interpuso el Poder 
Ejecutivo contra el Poder Judicial, por cuanto esta entidad dicto 
resoluciones judiciales que desconocieron la competencia del Ejecutivo 
para otorgar los permisos y licencia para la apertura y funcionamiento de 
las empresas de casinos y tragamonedas. 
El control al Poder Ejecutivo 
En el marco de un modelo presidencial, nuestro país ha dejado una 
sensación de impunidad frente a la corrupción gubernamental, fruto de 
una vida política inestable, caracterizada por numerosos caudillos que 
gobernaron nuestro país a través de sus propias leyes, no en vano cada 
vez que caía un caudillo desaparecía su Constitución. 
 De lo hasta aquí expuesto, cabe señalar que la práctica y la teoría 
constitucional del control constitucional de la facultad legislativa del Poder 
Ejecutivo presenta una gran diferencia entre las normas, la doctrina y la 





de normas legales, la jurisdicción constitucional ha llevado un control 
relativo. 
2.2.10.9 El control del Tribunal Constitucional a los órganos de 
gobierno 
Conforme se ha señalado líneas arriba, la justicia constitucional no solo 
está orientada a controlar a los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, 
de acuerdo a la división horizontal del poder, sino también a controlar la 
división vertical del poder mediante el examen de la constitucionalidad de 
las decisiones normativas de los gobiernos locales, regionales y 
nacionales. Bajo esta tarea el Tribunal Constitucional cumple un rol 
especial desde su posición de intérprete supremo de la Constitución, 
debido a la ausencia de una segunda Cámara en el Congreso de la 
República que represente directamente los intereses regionales y locales, 
cumpliendo con las funciones de pacificación, ordenación e integración 
del proceso de descentralización dentro del modelo de Estado unitario. 
Sus sentencias vienen desarrollando cada una de las competencias y 
atribuciones que se encuentran configuradas en un Estado unitario y a la 
vez descentralizado, integrando o corrigiendo las normas del gobierno 
nacional y de los gobiernos regionales y locales, en función del mandato 
constitucional. Como es evidente, que el Tribunal Constitucional es 
requerido para asumir un rol como garante de la descentralización en el 








2.2.10.10 El control a los órganos constitucionales 
Como los clásicos poderes del Estado deben compartir antiguas cuotas 
de poder con los nuevos organismos autónomos, se generan conflictos 
cuando los órganos constitucionales cumplen con sus competencias, 
colisionando con las de los poderes públicos. De allí que se produzcan 
críticas a dichos organismos en relación a la falta de legitimidad 
democrática directa de la misma, cuando colisiona con los poderes 
tradicionales; pero, también se producen controversias entre los propios 
organismos autónomos; en cuyo caso, el Tribunal Constitucional puede 
ejercer el control constitucional, mediante el proceso del conflicto de 
competencia. Siguiendo el criterio de clasificación hecha por César 
Landa90, Tribunal Constitucional (artículo 201 de la Constitución).,los 
organismos constitucionales autónomos creados por el poder 
constituyente. 
2.2.11 La interpretación como medio de ejercer el poder del tribunal 
constitucional  
2.2.11.1 La argumentación y su importancia en un Estado de Derecho 
La propuesta de fortalecer al actual Tribunal Constitucional otorgándole 
un nivel de poder, es una de la propuesta que hacemos a través de este 
trabajo de investigación. 
Para Manuel ATIENZA, la idea del Estado de Derecho se vincula 
obviamente con la necesidad de que las decisiones de los órganos 
públicos estén argumentadas. Esto es así porque, en el contexto de un 
                                                 






Estado de Derecho -podríamos decir que, sobre todo, en virtud de una de 
sus características, como lo es la del control de la Administración, que 
lleva aparejada la interdicción de la arbitrariedad- la justificación de las 
decisiones  no se hace depender sólo de la autoridad que las haya 
dictado, sino también del procedimiento seguido y del contenido. El 
Estado de Derecho ofrece, así, mayores posibilidades para la 
argumentación que cualquier otro tipo de organización del poder. En este 
sentido, cabría decir que la idea regulativa del Estado de Derecho -si se 
quiere, del Estado democrático de Derecho- es el  sometimiento del 
Estado, del poder, a la razón, y no de la razón al  poder91. 
2.2.11.2 Argumentación y argumentación jurídica  
Si tomamos la definición que de argumentación da cualquier diccionario 
de la lengua española, observaremos que la misma alude a la  acción  de 
argumentar, es decir, a la tarea consistente en dar argumentos92, lo que 
equivale a proporcionar razonamientos para demostrar algo.   
Trasladada esa idea al mundo jurídico y, en especial, a la actividad 
de los jueces, la argumentación aparece como una actividad necesaria 
para resolver un problema jurídico que se plantee en nuestro trabajo 
                                                 
91 RAMOS PEÑA, Luis Alfonso. La interpretación y aplicación del derecho. Importancia de la 
argumentación jurídica en un estado de derecho. UNAM- MEXICO, pp. 132-133. 
92 El  profesor Atienza, citando a Lorenzen, señala que argumentar es un  acto del lenguaje 
(actividad) que sólo cabe efectuar (en dar razones a favor o en contra de una tesis para defender 
o refutar una posición) en determinadas situaciones; en concreto, en el contexto de un diálogo 
(con otro o con uno mismo) cuando aparece una duda o se pone en cuestión un enunciado, y 
aceptamos que el problema se ha de resolver por medios lingüísticos (sin recurrir, por lo tanto, a 
la fuerza o a la coacción física).Cfr. En: SOCORRO, Juan Carlos. (coordinadores). 





cotidiano. Aludo a la nota de necesidad, vinculada a la acción de 
argumentar…”93. 
2.2.11.3 Interpretación jurídica y argumentación 
¿Qué es interpretar? 
El verbo interpretar tiene distintos sentidos. En derecho, suele utilizarse 
con el sentido de establecer o determinar el significado de algo94. Así, la 
expresión interpretar x querrá decir establecer qué significa x, para lo cual 
daremos de x una definición o caracterización en términos lingüísticos. 
Dicha definición o caracterización se contendrá, por tanto, en un 
enunciado o serie de enunciados a los cuales, siguiendo la mejor doctrina 
actual, podemos llamar enunciados interpretativos. Naturalmente, estos 
enunciados interpretativos pueden, a su vez, dar lugar a dudas sobre su 
preciso significado y alcance, por lo cual pueden ser también objeto de 
interpretación95. 
El “arte de la interpretación” es la experiencia en el trabajar de dar 
sentido a textos o productos culturales. La “teoría de la interpretación” es 
                                                 
93 SOCORRO, Juan Carlos. (coordinadores). Argumentación Jurídica. Santo Domingo, Escuela 
Nacional de  la Judicatura, p. 32. 
94Para tener conciencia de la variedad de autores y escuelas en interpretación judicial, y 
constatar las diferencias entre ellos, comenzaremos con la presentación de algunos extractos de 
textos desarrollados desde las perspectivas que pueden ser consideradas como “radicales” en 
la reflexión sobre la interpretación del derecho: en primer lugar, algunos apartes la obra de clásica 
de C. Beccaria, De los delitos y de las penas, con la que se pretende exponer una teoría 
“deductivista” o formalista de la interpretación; en segundo lugar, las ideas sobre la interpretación 
de G. Kantorowicz contenidas en su texto titulado La lucha por la ciencia del derecho, que es 
considerado el manifiesto de la “escuela del derecho libre” y del activismo judicial. En: UPRIMNY 
YEPES, Rodrigo y Andrés Abel, RODRÍGUEZ VILLABONA. Interpretación Judicial. 2 Ed., 
Bogotá, Centro de Estudios Derecho Justicia y Sociedad, 2006, p. 30.  
95 GARCÍA AMADO, Juan Antonio. Interpretar, argumentar, decidir. Anuario de Derecho Penal, 





un conjunto de enunciados en los que se busca sistematizar la 
observación y la experiencia extraídas de la práctica del arte96. 
¿Racionalidad de la interpretación? 
En cualquier caso, el tipo de racionalidad mínima que aquí se busca es 
totalmente compatible con la aceptación de la discrecionalidad judicial. Y 
esta discrecionalidad es de uso perfectamente legítimo cuando el juez 
tiene que elegir entre interpretaciones posibles que están o pueden 
fácilmente estar cada una justificada por criterios interpretativos 
perfectamente usados, sin trampa ni cartón. Cuando las razones de cada 
opción son lo bastante buenas y aparecen expuestas con suficiente rigor 
y pormenor, no queda ya mejor razón que el parecer independiente y 
bienintencionado del juez. No obstante, aun así, debemos seguir 
pidiéndole que justifique su elección y que haga manifiestas sus razones 
últimas97. 
Aplicación del derecho 
No es posible aplicar una norma si antes no se ha comprendido su 
significado. Es cierto que la interpretación puede ser más o menos 
compleja en función de ciertas circunstancias pero, en todo caso, incluso 
en los llamados casos rutinarios resulta imprescindible, entre otras 
razones, como consecuencia de la  estructura  abierta  de  los actuales 
sistemas jurídicos. 
Cuando se utiliza el término aplicación se está pensando en la  
existencia de un conjunto de normas -y principios- de la más  variada 
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naturaleza  que  forman  parte  de  un  determinado  ordenamiento jurídico, 
es decir, que están vigentes y que son válidas. En principio, tales normas 
son las que los jueces tienen  que interpretar y aplicar a los casos que se 
les presenten. El  material normativo constituye en este sentido el objeto 
del que  necesariamente ha de partir el intérprete. Por esta razón todos  
los jueces -y otros operadores que aplican el Derecho– se encuentran 
ante algo que les viene dado desde fuera. 
En principio, tales normas son las que los jueces tienen que 
interpretar y aplicar a los casos que se les presenten98. Solo mediante 
esta acomodación que representa el acto más específico delicado y más 
trascendente del quehacer judicial, puede alcanzar la justicia la ley99. 
Interpretación y argumentación jurídica 
Como bien lo señala Atienza, con lo dicho hasta este momento, pudiera 
pensarse que el de interpretación es un concepto más amplio que el de 
argumentación, esto es, que la interpretación en sentido lato o latísimo 
(equivaliendo entender o comprender algo) no envuelve ningún tipo de 
argumentación; sólo cuando hablamos de interpretación en sentido 
estricto (en cuanto aclaración de algo –de alguna entidad susceptible 
de tener un  significado- que se haya vuelto dudoso) nos aparece 
también la idea de argumentación, en cuanto procedimiento (o resultado 
de ese procedimiento) para aclarar esa duda100. 
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argumentación jurídica en un estado de derecho. UNAM- MEXICO., pp. 125-126. 
99  RUIZ PEREZ, Salvador. Interpretación y creación judicial del derecho. Escuela judicial, p. 
16.  





Cuando realizamos la interpretación de un texto normativo, sea cual 
fuere el resultado al que lleguemos, no sólo basta satisfacer nuestra 
curiosidad de intérpretes y decidir por escoger uno u otro sentido que 
ofrece el texto de la norma, sino que es de vital importancia para el 
sistema jurídico y las garantías del debido proceso legal que tal 
escogencia sea suficientemente sustentada. Ese es el contenido del 
deber que tiene todo magistrado de motivar sus resoluciones en todas las 
instancias.  
Y la suficiente motivación tiene que ver con la correcta 
argumentación que hagamos de tal decisión, presentando todas las 
razones legales, los argumentos y los fundamentos de por qué 
consideramos que nuestra elección interpretativa es la mejor, y por qué 
razones las otras opciones no son válidas en nuestro ordenamiento 
jurídico101. 
En consecuencia, se hace necesaria y urgente una transformación 
de nuestro paradigma jurídico, para que se alimente de la exigencia que 
supone el dar razones legales convincentes y coherentes cada vez que 
se escoge  determinada interpretación y, en base a ella, se toma una 
decisión legal. De lo contrario, estaremos auténticamente sometidos a una 
discrecionalidad judicial que, sin anunciar sus razones, pueda caer en una 
arbitrariedad indeseable para el sistema legal peruano102. 
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de la Magistratura, Perfea Laser S.R.L., 2000, p. 32. 





2.2.11.4 Concepciones de la argumentación jurídica 
La concepción formal  
En el Derecho -cabría decir- hay que argumentar porque hay que decidir 
y porque no aceptamos que las decisiones (particularmente cuando 
proceden de órganos públicos) puedan presentarse de manera desnuda, 
desprovistas de razones. De manera que, si esto es así, bien podría 
decirse que la argumentación (la tarea de suministrar esas razones) 
acompaña a las decisiones como la sombra al cuerpo: argumentar y 
decidir son facetas de una misma realidad. 
Se utiliza para la solución de problemas formales de tipo matemático 
que tienen como elemento común el no ser problemas reales, sino 
ficticios, cuya utilidad es que nos ayudan a resolver los que se presentan 
en la realidad. 
La solución de los problemas formales requiere llevar a cabo tareas 
argumentativas, o por lo menos que el resultado de esas tareas pueda 
exponerse de forma argumentativa. 
La importancia de resolver problemas formales es que, ejercitarse 
en la solución de los mismos es un buen entrenamiento para hacer frente 
a problemas que no son simplemente formales. Es tanto así que en la 
práctica la necesidad de argumentar proviene de la necesidad de resolver 
problemas materiales, no estrictamente formales, pero por el 
conocimiento y pericia que tenemos para trabajar con estos se nos hace 





Aquí las premisas y la conclusión son enunciados no interpretados, 
o si se quiere, interpretado en sentido puramente abstracto103. 
La concepción material 
Al igual que la formal, debe valerse de argumentos generalmente 
deductivos, aunque no siempre. Esto da pie a que se diga que este tipo 
de concepción presupone la formal. 
     La diferencia es que en la concepción material el razonamiento no 
acaba, como en la formal, en las formas, sino que lo esencial es el 
contenido. Quien soluciona un problema de corte material tiene 
comprometerse con la verdad o la corrección de un contenido o supuesto 
de hecho determinado, no así en la concepción formal, en la cual basta 
que la inferencia sea lógica104. 
La concepción pragmática  
Resulta necesaria porque hay un tercer tipo de problema, que genera la 
necesidad de argumentar y que no puede calificarse ni de formal ni de 
material. Es el caso de las situaciones en las que interactuamos con otros. 
En estos casos, lo que buscamos es persuadir sobre la veracidad de algo 
o bien sobre la falsedad de la tesis contraria.   
En el área jurídica esto está a la orden del día.  El abogado debe 
convencer al juez de que su tesis y no otra es la verdadera, el juez debe 
convencer a las partes y aun a la comunidad en general de que su fallo 
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ha sido emitido haciendo un buen análisis del caso, que razones de hecho 
o de ley son los motivos de su decisión105. 
2.2.11.5 Tipos de secuencias argumentativas 
La deducción 
Deducir es realizar a través de una idea un proceso de inferencia a partir 
de una primera idea, por lo tanto, conlleva un procedimiento que implica 
una consecuencia. Con la deducción, al contrario de lo que ocurre en la 
inducción, nos encontramos más en el terreno de la lógica. Todo 
movimiento deductivo funciona sobre dos principios: 
- El principio de la no contradicción (excluye hechos contrarios) 
- El principio de lo general hacia lo particular materializado por las 
articulaciones tales como: así pues, ahora bien, sin embargo, entonces. 
- La puesta en escena de un razonamiento en un texto es una actividad 
intencional y está orientada a apoyar el propósito que se ha fijado el 
autor de un texto. Todo discurso que construya un proceso razonado 
busca una dimensión cognitiva aún si tiende a presentarse como un 
encadenamiento, una combinación o una confrontación de enunciados 
o de representaciones. 
El silogismo 
Es uno de los procedimientos preferidos por la deducción. Se construye 
por la asociación de tres proposiciones: dos premisas (A-B) y una 
conclusión (C) que se presenta bajo la forma “Si todo A es B y si todo B 
es C, entonces todo A es C”. 
                                                 





El silogismo de dos proposiciones 
Para convencer, en el lenguaje de la vida cotidiana nos contentamos a 
menudo con utilizar una de las formas más elementales del razonamiento: 
el silogismo de dos términos o silogismo retórico. Se trata de una forma 
abreviada del  silogismo en  la  cual  se sobrentiende una de las premisas 
o la conclusión.  
Según R. Blanché, el silogismo retórico es el  símbolo del 
razonamiento práctico que tiene por objeto dirigir la acción o postular un 
juicio de valor106. 
El razonamiento causal 
La relación causal juega un papel muy importante en la argumentación. 
Dos transferencias dominan: de la causa al efecto o del efecto a la causa. 
Analizar  problemas  implica  generalmente  pensar  en  las  causas, 
en ir a los orígenes del problema para hacer un diagnóstico de éste. 
Es necesario estar atentos a la argumentación por la causa puesto 
que en ocasiones éste conduce a llevar al interlocutor a preocuparse más 
por las causas o razones que provocan un problema que por el mismo  
hecho  y  las  soluciones  posibles.  
El razonamiento causal es objeto de diversas manipulaciones en las 
discusiones corrientes y la relación de  causa-efecto se traduce en causa-
pretexto para disimular la causa verdadera, la inversión de las causas y 
de las consecuencias, la especulación sobre la jerarquía y el número de 
causas y en fin, el juego sobre medios y fines. 
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El razonamiento dialectico 
El razonamiento dialéctico contrariamente a los anteriores, admite el 
principio de contradicción y la producción de una  nueva idea en relación 
con las tesis que se oponen.  Tiene una dimensión creativa y dinámica, 
según Fustier, quien  argumenta que es dialéctico un pensamiento capaz 
de ir más allá de sí mismo integrando en él puntos de vista nuevos que  
contradicen  sus  primeras afirmaciones. 
      La dialéctica nos incita a pensar en términos de complementariedad 
en relación con el otro diferente en lugar de pensar en términos de 
oposición absoluta. La dialéctica nos ubica en una dimensión de 
relatividad en relación con los hechos y las nociones, y permite sustituir el 
principio de no-contradicción por el principio de complementariedad.  
Una  demostración  que  acude  al  razonamiento dialéctico 
yuxtapone una proposición y su contraria (tesis y antitesis): a menudo 
opina, tergiversa, pasa de una posición a otra sin llegar a una conclusión 
y deja al  lector en suspenso para que él haga  sus propias  deducciones. 
La dialéctica incita a una dimensión “dialogada” de puntos de vista 
en la argumentación, pues se plantea en términos de 
complementariedad en relación  con  otro  que  opina  diferente,  antes 
que en términos de oposición107. 
La inducción 
Cuando el razonamiento inductivo no está completo entonces se acude 
a la generalización como resultado de una serie de observaciones. Se 
                                                 





llega a conclusiones a partir de casos particulares o por el conteo de las 
partes de un todo. Es por ello  que el razonamiento inductivo es 
presentado generalmente  como un movimiento que va de lo particular a 
lo general.  
Tal parece que este tipo de razonamiento es el más usual pero 
también el menos riguroso, según  los  filósofos,  puesto  que  no  se 
puede dar cuenta de su funcionamiento. Generalizar  rápidamente,  es  
simplificar,  es caricaturizar. 
La inducción en el discurso cotidiano es un recurso argumentativo 
“velado”, en el sentido de que se postula en el discurso como fuerza de 
una justificación. Ocurre  entonces  que  es el caso particular el que va 
a fundamentar las conductas y los valores108 
Los recursos persuasivos de la explicación 
Con el fin de hacer comprender y de hacer comprensible una 
información, se acude a recursos explicativos que buscan construir una 
imagen de objetividad que le da prestigio científico al discurso. Para 
hacer una demostración, se acude entonces a secuencias que 
evidencian los modelos de razonamiento  matemático, las leyes de las 
ciencias  física,  los hechos y/o la lógica. Estos  usos permiten hacer el 
juego de la claridad, de la honestidad y de lo certero en el discurso. 
Se  identifican  cinco  esquemas  de  secuencias  explicativas: 
1.    Definir 
2.    Comparar 
                                                 





3.    Establecer  analogías 
4.    Describir  o  narrar 
5.    Recurrir  a  los  hechos109. 
Argumentación explicativa y casi-lógica 
Los argumentos casi-lógicos son argumentos aislados construidos sobre 
la base de modelos de razonamiento matemático. Cercanos a la vía 
explicativa, estos argumentos se encuentran generalmente en 
secuencias con propósitos  persuasivos que buscan reducir a una lógica 
más formal los esfuerzos para convencer. 
La argumentación por los valores 
La voluntad de convencer no está en relación solamente con los 
movimientos clásicos del pensamiento (inducción, deducción), ni 
solamente con los de razonamiento casi lógico (recíproco,  división, 
transitividad) o con el esfuerzo de la explicación (definir, comparar, 
describir, narrar). Estos recursos, aún si  funcionan con base en una 
seudo-lógica, se perciben generalmente como  argumentos con 
intenciones persuasivas con características de honestidad y son más o 
menos objetivos (es decir, los valores). 
Los argumentos limitantes 
Se denominan argumentos limitantes aquellos que mediante estrategias 
soterradas, empujan al interlocutor hacia ciertas conclusiones y los 
alejan de otras110. 
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2.2.11.6 La soberanía interpretativa del Tribunal Constitucional 
La soberanía constitucional en cabeza de un Tribunal Constitucional es 
una  decisión política tomada por parte de una comunidad a través de su  
Constitución, por ello la misma Corte se encuentra ligada por las 
disposiciones de dicho texto para emitir sus decisiones. Así, desde el 
punto de vista práctico, a pesar de que poseen una libertad para construir 
y ampliar el alcance de los derechos individuales, no por ello actúan dentro 
de un campo indeterminado. De hecho, es esta delimitación del campo de 
interpretación fijada en la Constitución la que otorga a las decisiones de 
los tribunales constitucionales la legitimación democrática que se les 
exige. Sin embargo, los tribunales constitucionales no pueden hacer 
abstracción del entorno que los rodea y por ello es oportuno anotar que, 
a pesar de que la legitimidad desde el punto de vista democrático esté 
resguardada por una actuación dentro de los límites fijados por la propia 
Constitución, la convergencia entre las decisiones de dichos tribunales y 
la opinión pública resulta de fundamental importancia para perpetuar su 
existencia111. 
 Pero dicha convergencia solo podrá ser alcanzada, de manera 
adecuada y sin manipulaciones ni para uno ni para otro lado, si en primer 
lugar, continuamos otorgándoles el voto de confianza a los jueces 
constitucionales para que interpreten de manera libre y soberana la 
Constitución, al tiempo que desarrollan los derechos de los individuos. En 
segundo lugar, si los tribunales constitucionales guardan su condición de 
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servidores, cuya seriedad y conocimiento respetamos en toda su 
dimensión, pero que se encuentran sometidos como cualquier individuo o 
autoridad en un Estado de derecho a las  disposiciones consagradas por 
el soberano en la Constitución. Y en tercer lugar, si quienes estudiamos 
el derecho constitucional entendemos y aceptamos de una vez por todas, 
aunque sea contrario a la moda, que el ejercicio de la soberanía popular 
tiene en la práctica límites infranqueables112. 
 Así como queda expresada en la constitución peruana, en su 
Artículo 201º que establece lo siguiente: El Tribunal Constitucional es el 
órgano de control de la Constitución. Es autónomo e independiente…”113.     
2.2.11.7. Tribunal Constitucional es el supremo intérprete de la 
Constitución  
Si bien entre los órganos constitucionales no existe una relación de 
jerarquía, al interior del Poder Jurisdiccional sí existe una jerarquía 
constitucional, pues aún cuando todo juez se encuentra obligado a preferir 
la Constitución frente a las leyes (…) y, consecuentemente, facultado a 
interpretarlas, el Poder Constituyente ha establecido que el contralor, por 
antonomasia, de la constitucionalidad es el Tribunal Constitucional. 
Si es a través de los procesos constitucionales que se garantiza 
jurisdiccionalmente la fuerza normativa de la Constitución, y es este 
Tribunal el encargado de dirimir en última (en el caso de las resoluciones 
denegatorias expedidas en los procesos de amparo, hábeas corpus, 
hábeas data y cumplimiento) o única instancia (procesos de 
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inconstitucionalidad y competencial) tales procesos (art. 203º), resulta que 
al interior del Poder Jurisdiccional -llamado a proteger en definitiva (…) la 
supremacía normativa de la Constitución. (…)- el Tribunal Constitucional 
es su órgano supremo de protección (art. 201º) y, por ende, su supremo 
intérprete. No el único, pero sí el supremo. 
Así lo tiene estipulado actualmente el art. 1º de su Ley Orgánica -
Ley Nº 28301- (L.O. TRIBUNAL CONSTITUCIONAL) y el art. 1º del 
Reglamento Normativo del Tribunal Constitucional. Es por ello que el art. 
VI del TP del CPConst., luego de recordar el poder-deber de los jueces de 
inaplicar las leyes contrarias a la Const. (art. 138º de la Const.), establece 
que no pueden dejar de aplicar una norma cuya constitucionalidad haya 
sido confirmada por este Colegiado en un proceso de inconstitucionalidad, 
y que deben interpretar y aplicar las leyes o toda norma con rango de ley 
y los reglamentos, según los preceptos y principios constitucionales, 
conforme a la interpretación de los mismos que resulte de las resoluciones 
dictadas por el Tribunal Constitucional. Éstas no son creaciones ex novo 
del legislador del CPConst., sino concretizaciones de una interpretación 
conjunta de los arts. 138º, 201º y 203º de la Constitución. 
Cuando se establece que determinados criterios dictados por este 
Tribunal resultan vinculantes para todos los jueces, no se viola la 
independencia y autonomía del Poder Judicial, reconocidas en el art. 
139.2º, de la Const., sino que, simplemente, se consolida el derecho a la 
igualdad en la aplicación del ordenamiento jurídico (art. 2.2º); máxime, si 
es a partir del reconocimiento de su supremacía normativa que la Const. 





su consecuente aplicación (arts. 38º, 45º y 51º de la Const.). Ninguna 
garantía conferida a un órgano constitucional tiene su última ratio en la 
protección del poder público en sí mismo, sino en asegurar la plena 
vigencia de los derechos fundamentales como manifestaciones del 
principio-derecho de dignidad humana (art. 1º de la Const.). 
Deriva de la propia Constitución que al Tribunal Constitucional 
corresponda la interpretación suprema de la Const., pues es la única 
forma de asegurar, de un lado, la garantía jurisdiccional (art. 200º) que es 
inherente a su condición de norma jurídica suprema (arts. 38º, 45º y 51º), 
y, de otro, el equilibrio necesario a efectos de impedir que los otros 
órganos constitucionales -en especial, el Congreso de la República-, se 
encuentren exentos de control jurisdiccional, lo que tendría lugar si 
pudiesen desvincularse de las resoluciones dictadas en el proceso que 
tiene por objeto, justamente, controlar la constitucionalidad de su 
producción normativa114 . 
2.2.11.8 Sentencias interpretativas del Tribunal Constitucional 
Al comprender que la Constitución es la norma jurídica suprema y que, 
como tal, puede ser interpretada, se comprende también que la 
jurisdicción constitucional no es solamente la negación o afirmación de la 
legislación, sino también su necesario complemento. La jurisdicción 
constitucional es una colaboradora del Parlamento, no su enemiga. 
El principio de separación de poderes, recogido en el art. 43º de la 
Constitución busca asegurar que los poderes constituidos desarrollen sus 
                                                 





competencias con arreglo al principio de corrección funcional; es decir, sin 
interferir con las competencias de otros, pero, a su vez, entendiendo que 
todos ejercen una función complementaria en la consolidación de la fuerza 
normativa de la Constitución como Norma Suprema del Estado. 
Dado que el art. 201º de la Constitución establece que el Tribunal 
Constitucional “es independiente y autónomo” en el ejercicio de sus 
competencias, como intérprete supremo de la Constitución goza de un 
amplio margen en la determinación de los métodos interpretativos e 
integrativos que le sean útiles para cumplir de manera óptima su función 
de “órgano de control de la Constitución”. Todo ello, con pleno respeto por 
los límites que de la propia Norma Fundamental deriven. 
Cada una de las distintas clases de sentencias interpretativas e 
integrativas, según se expone a continuación, encuentran su fundamento 
normativo en diversas disposiciones constitucionales. 
Dado que al Parlamento asiste legitimidad democrática directa 
como representante de la Nación, el juez tiene el deber de presumir la 
constitucionalidad de las leyes, de modo tal que sólo pueda inaplicarla 
(control difuso) o dejarla sin efecto (control concentrado), cuando su 
inconstitucionalidad sea manifiesta; es decir, cuando no exista posibilidad 
alguna de interpretarla de conformidad con la Constitución.  
2.2.11.9. Fundamento de las sentencias interpretativas 
El fundamento constitucional de las sentencias interpretativas 
propiamente dichas se encuentra en los arts. 38º, 45º y 51º de la Const., 





como en el principio de presunción de constitucionalidad de las leyes, 
derivado del artículo 93º de la Constitución.  
El Tribunal Constitucional tiene la obligación, de conformidad con 
el art. 45º de la Const., de actuar con las responsabilidades que ésta 
exige. Advertido el vacío normativo que la declaración de 
inconstitucionalidad de una norma puede generar, y la consecuente 
afectación de los derechos fundamentales que de ella puede derivar, tiene 
el deber -en la medida de que los métodos interpretativos o integrativos lo 
permitan- de cubrir dicho vacío normativo a través de la integración del 
ordenamiento pues, según reza el art. 139.8º, de la Const., los jueces no 
pueden dejar de administrar justicia por vacío o deficiencia de la ley. 
Dado que en la generalidad de los casos las sentencias aditivas e 
integrativas, buscan reparar la desigualdad derivada de aquello que se ha 
omitido prescribir en la disposición sometida a control, el fundamento 
normativo para declarar la inconstitucionalidad de la omisión descrita, a 
efectos de entender incluido en el supuesto normativo de la disposición al 
grupo originalmente discriminado, se encuentra en el art. 2.2º, de la 
Const., que proclama la igualdad ante la ley y proscribe todo tipo de 
discriminación, en su art. 200º in fine, que reconoce el principio de 
razonabilidad (principio que transita y se proyecta a la totalidad del 
ordenamiento jurídico), y en el art. 51º, que exige la unidad constitucional 







2.2.11.10 Carácter vinculante y efectos de las sentencias 
interpretativas  
La jurisdicción no puede legislar desde un punto de vista formal; es decir, 
no tiene la capacidad de creación jurídica ex novo dentro del marco 
constitucional, pues dicha competencia ha sido reservada 
constitucionalmente al Congreso y, en su caso, al Poder Ejecutivo, a 
través del dictado de decretos legislativos o decretos de urgencia. Dado 
que la sentencia constitucional conlleva una función interpretativa 
(concretizadora) de la Constitución y las leyes, es también fuente de 
derecho, pues permite definir con carácter vinculante y efectos generales 
los alcances normativos de sus disposiciones. Por ello, cuando los arts. 
138º, 201º, 202.1º, y 204º, establecen el control difuso y concentrado de 
constitucionalidad de las leyes, no reservan a la jurisdicción constitucional 
solamente garantizar el respeto por la Const., sino también, en el marco 
del proceso constitucional, promocionar y proyectar su postulado 
normativo. 
Las sentencias exhortativas propiamente dichas, en las que el 
Tribunal Constitucional modula los efectos en el tiempo de sus sentencias 
de manera tal que el Congreso de la República pueda, por vía legal, 
adoptar las medidas que eviten las consecuencias inconstitucionales que 
puedan derivarse de la expulsión de una ley del ordenamiento, no sólo 
tienen sustento constitucional en el art. 45º, que exige a este Tribunal 
medir responsablemente las consecuencias de sus decisiones, sino 
también en la fuerza de ley de dichas sentencias, prevista en el tercer 





efectos temporales que aquellas pueden alcanzar, sobre todo cuando 
versan sobre materias específicas, como la tributaria  y penal. 
Si el Tribunal Constitucional no procediera de la forma descrita y, 
por el contrario, se limitara a declarar la inconstitucionalidad de la norma, 
sin ningún tipo de ponderación o fórmula intermedia, como la que ofrecen 
las referidas sentencias, el resultado sería manifiestamente 
inconstitucional y entonces nos encontraríamos en el escenario de un 
Tribunal que, con sus resoluciones, fomentaría un verdadero clima de 
inseguridad jurídica, en nada favorable al Estado social y democrático de 
derecho. Basta con imaginarse el drama en el que se hubiera situado al 
Congreso de la República y al propio Poder Judicial si -sin ningún criterio 
interpretativo o de modulación de efectos en el tiempo- este Tribunal 
hubiese declarado inconstitucionales, por ejemplo, las normas que, años 
atrás, regulaban los procesos seguidos contra el terrorismo o ante la 
jurisdicción militar. 
La Constitución normativa no sólo se hace efectiva cuando se 
expulsa del ordenamiento la legislación incompatible con ella, sino 
también cuando se exige que todos los días las leyes deban ser 
interpretadas y aplicadas de conformidad con ella (sentencias 
interpretativas); cuando se adecua (o se exige adecuar) a éstas a la Const. 
(sentencias sustitutivas, aditivas, exhortativas); o cuando se impide que la 
Const. se resienta sensiblemente por una declaración simple de 





genera en el ordenamiento jurídico (sentencias de mera 
incompatibilidad)115. 
2.2.11.11 Límites de las sentencias interpretativas 
Aunque la labor interpretativa e integrativa de este Tribunal se encuentra 
al servicio de la optimización de los principios y valores de la Const., tiene 
también en las disposiciones de ésta a sus límites. Como resulta evidente, 
que este Tribunal Constitucional sea el supremo intérprete de la 
Constitución, en nada relativiza su condición de poder constituido, 
sometido, como todos, a los límites establecidos en la Constitución. 
Así como la fuerza normativa de la Const. (art. 51º) y las 
responsabilidades constitucionales con las que deben actuar los poderes 
públicos (art. 45º de la Const.) son las que, en última instancia, otorgan 
fundamento constitucional al dictado de las sentencias interpretativas e 
integrativas del Tribunal Constitucional, son, a su vez, las que limitan los 
alcances y oportunidad de su emisión. Los límites al dictado de las 
sentencias interpretativas o integrativas denominadas “manipulativas” 
(reductoras, aditivas, sustitutivas, y exhortativas) son, cuando menos, los 
siguientes:  
En ningún caso vulnerar el principio de separación de poderes, 
previsto en el art. 43º de la Const. Esto significa que, a diferencia de la 
competencia del Congreso de la República de crear derecho ex novo 
dentro del marco constitucional (arts. 90º y 102.a, de la Const.), las 
sentencias interpretativas e integrativas sólo pueden concretizar una regla 
de derecho a partir de una derivación directa de las disposiciones de la 
                                                 





Const. e incluso de las leyes dictadas por el Parlamento “conforme a 
ellas”. Deben tratarse de sentencias cuya concretización de normas surja 
de una interpretación o analogía secundumconstitutionem.  
No cabe dictarlas cuando, advertida la inconstitucionalidad en la que 
incurra la ley impugnada, y a partir de una adecuada interpretación del 
texto constitucional y del análisis de la unidad del ordenamiento jurídico, 
exista más de una manera de cubrir el vacío normativo que la declaración 
de inconstitucionalidad pueda generar. En dichos casos, corresponde al 
Congreso de la República y no a este Tribunal optar por alguna de las 
distintas fórmulas constitucionales que permitan reparar la 
inconstitucionalidad, en la que la ley cuestionada incurre, por lo que sólo 
compete a este Tribunal apreciar si ella es declarada de inmediato o se le 
concede al Parlamento un plazo prudencial para actuar conforme a sus 
competencias y atribuciones.  
Sólo cabe dictarlas con las responsabilidades exigidas por la Carta 
Fundamental (art. 45º de la Const.). Es decir, sólo pueden emitirse cuando 
sean imprescindibles a efectos de evitar que la simple declaración de 
inconstitucionalidad residente en la ley impugnada, genere una 
inconstitucionalidad de mayores alcances y perversas consecuencias 
para el Estado social y democrático de derecho. 
   Sólo resultan legítimas en la medida de que este Colegiado 
argumente debidamente las razones y los fundamentos normativos 
constitucionales que, a luz de lo expuesto, justifiquen su dictado; tal como, 
por lo demás, ha ocurrido en las contadas ocasiones en las que este 





tendrá lugar en aquellas ocasiones en las que resulten imprescindibles 
para evitar que se desencadenen inconstitucionales de singular magnitud.  
La emisión de estas sentencias requiere de la mayoría calificada de 
votos de los miembros de este Colegiado. 
Estos criterios constituyen precedentes vinculantes para todos los 
poderes públicos, de conformidad con lo establecido en el art. VII del C.P. 
Constitucional. 
2.3.   MARCO CONCEPTUAL 
Tribunal.  Es el lugar destinado a los jueces para la administración de 
justicia y el dictado de sentencias. El término también permite nombrar al 
conjunto de jueces y ministros que ejercen la justicia. Por ejemplo: “El 
acusado declarará mañana ante el tribunal”, “Escándalo en el tribunal: los 
familiares de la víctima insultan y golpean al juez”, “Voy a presentarme 
ante el tribunal para aclarar todo este malentendido”. 
Un Tribunal Constitucional o Corte Constitucional es un órgano 
jurisdiccional que es responsable, principalmente, de hacer efectiva la 
primacía de la constitución. Tiene la atribución de interpretación de la 
constitución y de ejercer el control de constitucionalidad de las leyes y 
otras normas de rango infralegal, esto es, tiene la facultad de revisar la 
adecuación de las leyes, y en último término de los proyectos de ley y los 
decretos legislativos o del poder ejecutivo, a la constitución. 
Constitución. Es la acción y efecto de constituir (formar, fundar, 
componer, erigir). La constitución es la esencia de algo que lo constituye 
como es y lo diferencia de otras cosas. Por ejemplo: “Esta mesa tiene una 





de una preciosa casa en cuanto a su aspecto exterior, pero que falla en 
su constitución, por los materiales utilizados”, “Estoy trabajando en la 
constitución de una sociedad comercial para distribuir productos 
extranjeros en mi ciudad”. 
Cuarto poder. La expresión “cuarto poder” sugería la existencia de un 
poder distinto de los otros tres e independiente de ellos, pero ignoraba o 
pasaba por alto el vínculo entre la prensa escrita y algunos de los poderes 
llamados fácticos. De hecho, todavía hoy cuando se habla de la 
independencia del “cuarto poder” se está pensando casi exclusivamente 
en su autonomía respecto del poder ejecutivo. Teniendo en cuenta, sin 
embargo, los vínculos existentes entre tales o cuales periódicos, radios o 
cadenas de televisión y determinados poderes económicos, es lógico que 
la independencia del “cuarto poder” se haya discutido de la misma manera 
que tiene que discutirse, en concreto, la independencia real del poder 
judicial respecto del poder político. Pues la prensa puede ser 
independiente del gobierno existente en tal momento, pero directamente 
dependiente de intereses económicos, a su vez, vinculados a otros 
partidos políticos o grupos de presión.  
Poder neutro. Los principios del Estado de Derecho por las ideologías de 
las facciones partidistas y que hicieron posible elevar al cuerpo político a 
la condición de legibus solutos, dueños del derecho de las personas, del 
Estado y la vida ciudadana. El autor denuncia esta usurpación de la 
Voluntad General y la hace responsable del desorden jurídico, la 
inseguridad en la justicia y la expoliación legal que sufre la población 





Sentencia.  Resolución judicial que decide definitivamente un proceso o 
una causa o recurso o cuando la legislación procesal lo establezca. Las 
sentencias, después de un encabezamiento, deben expresar en párrafos 
separados los antecedentes de hecho, los hechos que han sido probados, 
los fundamentos de derecho y el fallo. Deben ir firmadas por el Juez, 
Magistrado o Magistrados. Asimismo, pueden ser dictadas de viva voz 
cuando lo prevea expresamente la legislación procesal aplicable. 
Interpretar. Es una actividad que consiste en establecer el significado o 
alcance de las normas jurídicas y de los demás estándares que es posible 
encontrar en todo ordenamiento jurídico y que no son normas, como por 
ejemplo, los principios. En consecuencia, hablar de interpretación del 
derecho es igual a referirse a una actividad que comprende a todas las 
normas jurídicas, y no únicamente a las normas legales que produce el 
órgano legislativo. De ahí que la interpretación de la ley sea una especie 
de interpretación jurídica. 
2.4. HIPÓTESIS 
En el presente trabajo de investigación como es natural se propone como 
únicas116 hipótesis117 jurídicas plausibles118, basadas en proposiciones 
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para incrementar en contexto particular. En la metodología cualitativa tampoco se formula una 
hipótesis que se va verificar, ya que está abierto a todas las hipótesis plausibles y se espera que 
la mejor emerja del estudio de los datos y se imponga su fuerza convincente. Lino 





fundamentadas teóricamente, pero sin medición ni contrastación 
empírica; es decir, sin pretender probar hipótesis, sino solo 
fundamentadas en conjeturas razonables119, lógicas y validas 
teóricamente, la cual es la siguiente:   
2.4.1. Hipótesis general 
El Tribunal Constitucional es un cuarto poder neutro en nuestro país, 
debido a que controla y recomienda cómo estructurar el presupuesto 
público, asimismo, establece de que manera deben legislar (o crear leyes) 
los legisladores y por último, ordena (o pone las pautas) de qué manera 
se deben aplicar las normas en el Poder Judicial. 
2.4.2. Hipótesis específicas 
- La división clásica de poderes del Estado se encuentra desactualizado, 
desfasado y descontextualizado por el evidente rol dinámico del 
Tribunal Constitucional en nuestro país. 
- La teoría del poder neutro, la supremacía constitucional, el 
neoconstitucionalismo, son los argumentos doctrinarios y 
jurisprudenciales para considerar al Tribunal Constitucional como un 
cuarto poder neutro en nuestro país 
- La función de legislar (crear),  controlar, limitar, aplicar e interpretar,  son 
las verdaderas funciones y roles que cumplen el Tribunal Constitucional 
a través de las sentencias interpretativas en nuestro país, esto con 
relación a los otros poderes de nuestro país. 
 
                                                 
119 RAMOS SUYO, Juan H. Elabore su tesis en derecho pre y postgrado. Lima, Editorial San 





2.4.3. Variables e indicadores 
Variable independiente 
- “Tribunal Constitucional un cuarto poder neutro” 
Indicadores. 
- Legislador negativo y positivo. 
- Supremacía constitucional. 
- Funciones del juez constitucional. 
- Jurisdicción constitucional. 
 
Variable dependiente 
“Bajo la tesis de las sentencias interpretativas en el Perú” 
Indicadores. 
- División de poderes. 
- Control del poder 











METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN 
3.1.   DISEÑO DE LA INVESTIGACIÓN 
El diseño de la presente investigación es cualitativa120 no experimental.  
En razón a que es esencialmente argumentativa, “Lo más que hacemos, 
es observar los hechos o fenómenos tal como se expresan en su contexto 
natural y mediante un proceso cognitivo la interpretamos jurídica, social, 
axiológica o políticamente, proponiendo posibles soluciones a base de 
argumentos [razonables]”121. 
3.2.  TIPO DE INVESTIGACIÓN 
El nivel de profundidad, con el que se pretende abordar el problema de 
investigación, ha conllevado a determinar que el estudio es de tipo 
Jurídico-explicativo: “En este tipo de investigación, una vez determinado 
el punto de partida de un problema jurídico, la explicación se realiza por 
                                                 
120STRAUS y CORBINI citado por Lino ARANZAMENDI se entiende por INVESTIGACIÓN 
CUALITATIVA: entendemos cualquier tipo de investigación que produce resultados a los que no 
se ha llegado por procedimientos estadísticos u otro tipo de cuantificación. Puede referirse a 
investigaciones acerca de la vida de las personas, historias, comportamientos, y también el 
funcionamiento organizativo, movimientos sociales o relaciones e interacciones. Algunos de los 
datos pueden ser cuantificados pero el análisis en sí mismo es cualitativo. EN: ARANZAMENDI 
NINACONDOR, Lino. Op. cit., p. 86. 






medio de la inferencia. La explicación se sustenta en la capacidad 
argumentativa del investigador; además se pretende establecer las 
causas de los eventos, sucesos o fenómenos jurídicos que se 
estudian”122; pues con las evidencias se obtendrán identificar causas y 
consecuencias del problema investigado; y, tipo Jurídico-descriptivos: 
“La investigación consiste en describir las partes o los rasgos de 
fenómenos fácticos o formales. Lo formal trata esencialmente de entes 
ideales, su método es regularmente la lógica deductiva  y sus enunciados 
analíticos. La información obtenida es un estudio descriptivo, explica el 
problema y supone mucho conocimiento a priori acerca del caso 
tratado”123. 
3.3. NIVEL DE INVESTIGACIÓN 
Descriptivo - cualitativo 
3.4. MÉTODO DE INVESTIGACIÓN JURÍDICA 
Se empleara el método científico, inductivo124 deductivo, [abductivo] y 
dialectico como métodos generales y como métodos específicos de 
investigación a los siguientes: 
3.4.1  Método de la argumentación jurídica 
“La argumentación como método permite suplir la falta de pruebas 
cuantitativas y la verificación experimental respecto de la veracidad o 
falsedad de una información producto de la investigación científica”125. Su 
                                                 
122 ARANZAMENDI NINACÓNDOR, Lino. Guía metodológica de la investigación jurídica del 
proyecto a la tesis. Arequipa, Editorial Adrus, 2009, p. 86.  
123Ibidem., p. 163. 
124 Carlos SANDOVAL CASILIMAS, parafraseando a TAYLOR y BOGDAN: La investigación 
cualitativa es inductiva pues su ruta metodológica se relaciona más con el descubrimiento y el 
hallazgo que con la comprobación o la verificación.  





rol de conocimiento al servicio de la actividad cognoscitiva, consiste en 
hacer uso de razonamientos y construcciones lógicas, al racionalizar la 
experiencia y no limitándose simplemente a describirla y cuantificarla.  
 
Básicamente la función práctica o técnica de la argumentación, 
dado que facilita una orientación útil en las tareas de producir, interpretar 
y aplicar el derecho. Función metodológica, denota amplitud como 
enfoque epistemológico para la construcción, interpretación y aplicación 
del derecho. 
3.4.2 Método dogmático126 
La investigación jurídica se desarrolla generalmente sobre el derecho 
positivo y lo conceptualmente construido, esto es, el derecho. “Según este 
método, el derecho debe ser interpretado en función de los conceptos que 
forman redes teóricas en el sistema que lo integra y en razón a que no se 
hallan desconectadas entre sí, sino forman parte de un sistema normativo 
cerrado, unitario y autosuficiente…”127. 
3.4.3. Método sociológico funcional 
El método funcional128 en el derecho, parte de la constatación de que el 
sistema está repleto de conceptos que no pueden ser definidos en 
términos de experiencia y verificación, pero de los que fluyen decisiones 
empíricas de todo tipo. En materia jurídica, el método funcional, es pues, 
                                                 
126MONROY GÁLVEZ citado por Lino ARANZAMENDI: una de las características más saltantes 
de la concepción dogmática, está dada  por ese aislamiento  del derecho de contenido social y 
axiológico. 
127 ARANZAMENDI NINACÓNDOR, Lino. Op. cit., p. 168-169. 
128Carlos Ramos Núñez citando a Rudolph Von Ihering: La diferencia de este método con el 
método dogmático radica en que los dogmáticos solo se basan en la arquitectura teórica; es 






eminentemente inductivo: sus dos columnas son la casuística y la 
jurisprudencia129. 
3.4.4  Método del análisis económico del derecho 
“… como método130 es de predecir las conductas de los seres humanos, 
maximizando beneficios y minimizando costos. Sugiere la construcción de 
un derecho que sin menospreciar los aspectos axiológicos, sea un 
derecho eficaz y eficiente; es decir, evite el uso dilapidador de los recursos 
estatales y particulares”131. 
3.5.  POBLACIÓN TEÓRICA 
Son las poblaciones teóricas132 de estudio. Corrientemente esto se 
conoce como los materiales de estudio, pero a fin de evitar que no se 
confundan las Unidades de Análisis con las fuentes en que se apoya la 
investigación, es preciso referirnos también a estas últimas. Así por 
ejemplo, la unidad de análisis puede ser las sentencias dictadas por el 
máximo Tribunal de un país. Está claro que la población teórica de estudio 
(como colectivo de Unidad de Análisis) son las sentencias, mientras que 
las fuentes seria en este caso, el propio tribunal (Corte Suprema del país 
en su sección de documentación) en cuyo poder obran dichas 
sentencias133. En ese sentido, para el presente caso, se recolectaran 
                                                 
129 RAMOS NÚÑEZ, Carlos. Op. cit., p. 97-98. 
130 Alfredo BULLARD GONZALES citado por Lino ARANZAMENDI NINACONDOR sostiene el 
AED es una metodología de análisis que (…) lo único que persigue es aplicar los métodos de la 
ciencia económica al derecho (…) lo que busca es establecer los costos y beneficios de 
determinados conductas y como el derecho está plagado de conductas –en sí mismo es una 
técnica de regular conductas- el AED puede ser aplicado para determinar los costos y beneficios 
de estas conductas. EN: Lino, ARANZAMENDI NINACONDOR, Op. cit., p. 164. 
131 ARANZAMENDI NINACONDOR, Lino. Op. cit., p. 174. 
132 Califico de teorías a dichas poblaciones porque en el proyecto están meramente pensadas; 
es decir, constituyen poblaciones presuntas (posibles de aprobar luego empíricamente). 






aleatoriamente los precedentes vinculantes del Tribunal Constitucional de 
los años 2001- 2014. 
3.6.  TÉCNICAS DE INSTRUMENTOS DE INVESTIGACIÓN 
Por técnicas se entiende los medios134 o instrumentos empleados y 
diseñados por el investigador para recoger la información deseada. 
Los diversos procedimientos metodológicos, estrategias y análisis 
documentales para acopiar para procesar información necesaria. Se 
recurrirá a la ficha análisis documental, las sentencias, entrevista no 
estructurada y uso de fichas bibliográficas de recolección de datos; trabajo 
de laboratorio (bibliotecas privadas y públicas). 
 
3.7.  FUENTES DE INVESTIGACIÓN 
En razón a que las fuentes son hechos o documentos a los que acude el 
investigador para obtener la información. 
Se recurrirá a las: 
 
3.7.1 Fuentes primarias 
Son aquellas que presentan directamente el hecho o el fenómeno en su 
mismo origen. Es la información adquirida de primera mano, por 
experiencia propia o que lo obtenido no fue utilizado suficientemente en 
otras investigaciones. 
El muestreo cualitativo no tiene la rigurosidad de un muestreo de 
tipo estadístico que utiliza la investigación cuantitativa el tipo de muestreo 
                                                 
134 Jorge WITKER sostiene: La utilización necesaria de algunos métodos y sus diversas 
modalidades, destacando que el proceso cognoscitivo es posible obtener saberes o 
conocimientos empíricos, científicos, filosóficos, históricos, etc., en los cuales las reglas del 
pensar del investigador juegan un papel estratégico. En: WITKER, Jorge. Técnicas de 





cualitativo le permite al investigador escoger los proyectos de muestra que 
puedan producir el mayor rendimiento teórico.  
En el derecho no siempre se trabajan con muestras por su propia 
esencia. 
En el derecho recurrimos generalmente: a la doctrina jurídica, 
jurisprudencia, información legislativa a los acontecimientos extraídos de 
la realidad social135.  
 
3.7.2 Fuentes secundarias 
Constituye la literatura selectiva y relevante. Para que la presente 
investigación tenga una solidez teórica y conceptual fundamentada es que 
se ha recurrido a la información escrita y que se encuentra recopilada y 
transcrita en referencias documentales (libros, publicaciones, ensayos, 
periódicos, congresos, seminarios y testimonios de expertos). 
Para recoger esta información se utilizaran las fichas bibliográficas, 
hemerográficas, experiencia y resúmenes. Las que se elaboraran 
conforme a los criterios metodológicos existentes.  
 
3.8. TRATAMIENTO DE LA INFORMACIÓN 
Luego de haber realizado el trabajo de laboratorio y concluido con el 










3.8.1. Utilización el procesador computarizado 
La información clasificada y almacenada en la matriz de recolección de 
datos, ha sido trasladada a un procesador computarizado, en el que 
previamente ha implementado con el programa informático, tales como 
Microsoft office 2010. 














RESULTADOS DE LA INVESTIGACIÓN 
4.1. PRESENTACIÓN 
  El precedente constitucional vinculante es aquella regla jurídica 
expuesta en un caso particular y concreto que el Tribunal Constitucional 
decide establecer como regla general; y, que, por ende, deviene en parámetro 
normativo para la resolución de futuros procesos de naturaleza homóloga. 
El precedente constitucional tiene por su condición de tal efectos 
similares a una ley. Es decir, la regla general externalizada como precedente 
a partir de un caso concreto se convierte en una regla preceptiva común que 
alcanzará a todos los justiciables y que es oponible frente a los poderes 
públicos. 
La fijación de un precedente constitucional significa que ante la 
existencia de una sentencia con unos específicos fundamentos o argumentos 
y una decisión en un determinado sentido, será obligatorio resolver los futuros 
casos semejantes según los términos de dicha sentencia. 
La competencia del Tribunal Constitucional para determinar un 






Condiciones del uso del precedente constitucional vinculante: La 
naturaleza del precedente tiene una connotación binaria. Por un lado, aparece 
como una herramienta técnica que facilita la ordenación y coherencia de la 
jurisprudencia; y, por otro, expone el poder normativo del Tribunal 
Constitucional dentro del marco de la Const., el CP Const. y la L.O. TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL. 
El uso del precedente se sustenta en las condiciones siguientes: 
a) Existencia de relación entre caso y precedente vinculante.  
b) Decisión del Tribunal Constitucional con autoridad de cosa juzgada.  
La decisión del Tribunal Constitucional de establecer que un caso contiene 
reglas que se proyectan para el futuro como precedente vinculante se 
encuentra sujeta a que exista una decisión final; vale decir, que haya puesto 
fin al proceso. Más aún, dicha decisión final debe concluir con un 
pronunciamiento sobre el fondo; es decir, estimándose o desestimándose la 
demanda. 
La consagración de la cosa juzgada comporta que la decisión devenga 
en irrevocable e inmutable. 
Presupuestos básicos para el establecimiento de un precedente 
vinculante 
Dichos presupuestos son los siguientes: a) Cuando se evidencia que 
los operadores jurisdiccionales o administrativos vienen resolviendo con 
distintas concepciones o interpretaciones sobre una determinada figura 
jurídica o frente a una modalidad o tipo de casos; es decir, cuando se acredita 
la existencia de precedentes conflictivos o contradictorios. b) Cuando se 





resolviendo en base a una interpretación errónea de una norma del bloque de 
constitucionalidad; lo cual, a su vez, genera una indebida aplicación de la 
misma. c) Cuando se evidencia la existencia de un vacío normativo. 
d) Cuando se evidencia la existencia de una norma carente de interpretación 
jurisdiccional en sentido lato aplicable a un caso concreto, y en donde caben 
varias posibilidades interpretativas. e) Cuando se evidencia la necesidad de 
cambiar de precedente vinculante. 
De conformidad con lo establecido en el art. VII del TP del CPConst., 
el Tribunal Constitucional debe obligatoriamente expresar los fundamentos de 
hecho y de derecho que sustentan la sentencia y las razones por las cuales 
se aparta del precedente. 
Precedente vinculante como forma de cubrir una laguna normativa: La 
función integradora del Tribunal Constitucional permite que, a través de la 
constitución de un precedente vinculante, se resuelvan las situaciones 
derivadas de un vacío normativo. 
La antinomia indirecta se entiende como la coexistencia de dos normas 
incompatibles, que tienen la misma validez jerárquica en el tiempo y en el 
espacio, pero que inspiran consecuencias jurídicas en fines o criterios 
ideológicos contrapuestos (interés público y seguridad jurídica de los 
particulares, el Tribunal Constitucional); en tanto que el ocio legislativo 
aparece como consecuencia de la omisión, inactividad, inacción o non facere 
por parte de un órgano con competencias legislativas, lo que implica el 
desobedecimiento al mandato de una norma perteneciente al bloque de 
constitucionalidad que hubiese establecido que el goce de un derecho o el 





reglamentaria. Dicha omisión se constata por el vencimiento del plazo 
determinado para legislar complementariamente o por el transcurso del plazo 
razonable para ello. 
Aplicación del precedente vinculante: El uso de los efectos normativos 
y la obligación de aplicación de un precedente vinculante depende de: a) La 
existencia de similitudes fácticas entre el caso a resolver y aquél del que 
emana el precedente. b) La existencia de similitudes y diferencias fácticas; las 
que en el caso de estas últimas no justifican un trato jurídico distinto. Por ende, 




















4.2.  ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN  DE LAS SENTENCIAS 
INTERPRETATIVAS. 
CUADRO Nº 1  
PRECEDENTE VINCULANTE - EXP. N.° 3771-2004-HC/TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL 
1 Jurisprudencia Constitucional – Precedente Vinculante 
2 Tema /procedencia Habeas Corpus / PIURA/ URL: 
http://www.Tribunal 
Constitucional.gob.pe/jurisprudencia. 
3 Subtema Plazo razonable 
4 Resolución EXP. N.° 3771-2004-HC/TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL 
5 Fecha de publicación 2004 
6 Caso MIGUEL CORNELIO SÁNCHEZ CALDERÓN 
7 Órgano del Estado 
demandado 
Poder Judicial 
8 Fundamentos jurídicos 
vinculantes 
Nos. 2, 3, 4, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 15, 17, 18, 19 y 
26. 
9 Órganos exhortados  Poder Legislativo, Poder Judicial y Ministerio 
Público. 
                                                   CRITERIOS 
- Sobre la aplicación del Código Procesal Constitucional (Ley N.° 28237). 
- El derecho a la de presunción de inocencia y el plazo razonable de la prisión 
preventiva. 
- Sistemas de limitación temporal de la prisión preventiva. 
- Criterios para valorar la razonabilidad de la duración de la detención judicial 
- Análisis del acto lesivo materia de controversia constitucional. 
- Las dilaciones indebidas como praxis punible cometida por los órganos del 
Poder Judicial. 
FALLO 
Exhorta al Congreso de la República a que, dentro de un plazo razonable, dicte 
la legislación correspondiente a fin de penalizar la conducta de los magistrados 
del Ministerio Público y del Poder Judicial que incumplan con dictaminar o 
sentenciar en los plazos previstos por la ley de la materia. 
 
FUENTE: Sentencia del tribunal Constitucional. 








CUADRO Nº 2 
PRECEDENTE VINCULANTE - EXP. N.° 3760-2004-AA/TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL 
1 Jurisprudencia Constitucional – Precedente Vinculante 
2 Tema /procedencia Acción de Amparo/LIMA / URL: 
http://www.Tribunal 
Constitucional.gob.pe/jurisprudencia. 
3 Subtema Inhabilitación Política 
4 Resolución EXP. N.° 3760-2004-AA/TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL 
5 Fecha de publicación 2004 
6 Caso GASTÓN ORTIZ ACHA 
7 Órgano del Estado 
demandado 
Poder Judicial 
8 Fundamentos jurídicos 
vinculantes 
Nos. 1 al 28. 
9 Órganos exhortados  Poder Judicial, Poder Legislativo y del 
Jurado Nacional de Elecciones. 
                                                   CRITERIOS 
- Legitimidad del tercero demandante. 
- La acusación constitucional contra el ex Presidente Alberto Fujimori Fujimori. 
- Sobre la petición del accionante. 
- La Resolución Legislativa N.º 018-2000-CR: Régimen constitucional y 
reglamentario. 
- Contenido de la inhabilitación política. 
- Alcances y efectos de la inhabilitación política 
- Control jurisdiccional de la sanción de inhabilitación política. 
FALLO 
Poner esta sentencia en conocimiento de los Poderes Legislativo y Judicial y 
del Jurado Nacional de Elecciones, para los efectos de ley. Esta sentencia 
tiene efectos jurídicos vinculantes para todos los poderes y organismos 
públicos, de acuerdo al artículo VII del Título Preliminar del Código Procesal 
Constitucional. 
 
FUENTE: Sentencia del tribunal Constitucional. 












CUADRO Nº 3  
PRECEDENTE VINCULANTE - EXP. N.° 1150-2004-AA/TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL 
 
1 Jurisprudencia Constitucional – Precedente Vinculante 
2 Tema /procedencia Acción de Amparo/ LIMA / URL: 
http://www.Tribunal 
Constitucional.gob.pe/jurisprudencia. 
3 Subtema Procesos constitucionales entre instituciones 
de derecho público y derecho de defensa. 
4 Resolución EXP. N.° 1150-2004-AA/TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL 
5 Fecha de publicación 2004 
6 Caso BANCO DE LA NACIÓN 
7 Órgano del Estado 
demandado 
Poder Judicial 
8 Fundamentos jurídicos 
vinculantes 
1, 5  y 6. 
9 Órganos exhortados  Poder Judicial, Banco de la Nación y EsSalud. 
                                                   CRITERIOS 
-  Debido proceso 
- Derecho de defensa 
 
FALLO 
En consecuencia, nula la resolución N.º 581, de fecha 28 de diciembre de 
2001, y nulo todo lo actuado respecto a la liquidación y pago de intereses a 
cargo del Banco de la Nación, dejando a salvo el  derecho que pueda 
corresponder a EsSalud para que lo haga valer conforme a ley. 
La Constitución Política, en su artículo 41º, regula las especiales obligaciones 
de los funcionarios y servidores públicos que administran o manejan fondos 
del Estado, reservando a la ley la previsión de las concretas responsabilidades 
de dichos funcionarios, las que incluso, atendiendo a la gravedad de los 
hechos, pueden revestir alcances penales. 
 En tal sentido, en caso de que en el proceso que tendrá lugar como 
consecuencia de la expedición de la presente sentencia se determinen 
responsabilidades concretas de funcionarios públicos de la entidad bancaria 
recurrente, deberán aplicarse las sanciones administrativas y/o penales que 
por ley correspondan. 
 
FUENTE: Sentencia del Tribunal Constitucional. 







CUADRO Nº 4  
PRECEDENTE VINCULANTE - EXP. N.° 2496-2005-PHC/TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL 
1 Jurisprudencia Constitucional – Precedente Vinculante 
2 Tema /procedencia Habeas Corpus / LIMA / URL: 
http://www.Tribunal 
Constitucional.gob.pe/jurisprudencia. 
3 Subtema Libertad personal, detención preventiva y 
principio tempusregitactum. 
4 Resolución EXP. N.° 2496-2005-PHC/TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL 
5 Fecha de publicación 2005 
6 Caso EVA ROSARIO VALENCIA GUTIERREZ 
7 Órgano del Estado 
demandado 
Poder Judicial 
8 Fundamentos jurídicos 
vinculantes 
Nos. 3, 5, 7, 8, 12,  y 13. 
9 Órganos exhortados  Poder Judicial 
                                                   CRITERIOS 
- De los limites a la libertad personal. 
- De  la   detención preventiva. 
- La  legislación  penal en materia antiterrorista. 
FALLO 
De conformidad con el artículo VII del Código Procesal Constitucional, “Las 
sentencias del Tribunal Constitucional que adquieren la calidad de cosa 
juzgada constituyen precedente vinculante cuando así lo exprese la sentencia, 
precisando el extremo de su efecto normativo”. 
 
FUENTE: Sentencia del Tribunal Constitucional. 













CUADRO Nº 5  
PRECEDENTE VINCULANTE - EXP. N.° 2791-2005-PA/TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL 
1 Jurisprudencia Constitucional – Precedente Vinculante 
2 Tema /procedencia Acción de Amparo / LIMA / URL: 
http://www.Tribunal 
Constitucional.gob.pe/jurisprudencia. 
3 Subtema Inhabilitación política, acceso a los medios de 
comunicación del Estado y partidos políticos. 
4 Resolución EXP. N.° 2791-2005-PA/TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL 
5 Fecha de publicación 2005 
6 Caso JULIO SOVERÓN MÁRQUEZ Y OTRO 
7 Órgano del Estado 
demandado 
Poder Legislativo  
8 Fundamentos jurídicos 
vinculantes 
Nos. 1 al 8. 
9 Órganos exhortados  Poder Legislativo y Ministerio Público. 
                                                   CRITERIOS 
En efecto, el artículo 29.º de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, de 10 de diciembre de 1948, aprobada por Resolución Legislativa 
N.º 13282, indica que “En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus 
libertades, toda persona estará solamente sujeta a las limitaciones 
establecidas por la ley con el único fin de asegurar el reconocimiento y el 
respeto de los derechos y libertades de los demás, y de satisfacer las justas 
exigencias de la moral, del orden público y del bienestar general en una 
sociedad democrática”. 
FALLO 
Exhorta al Congreso de la República a que dicte la ley, conforme a los 
fundamentos 4 y 8 supra. Por consiguiente, puede estar sujeto a ciertas 
restricciones,  que deberán, sin embargo, estar expresamente fijadas por la 
ley y ser necesarias para: a) Asegurar el respeto a los derechos o a la 
reputación de los demás; b) La protección de la seguridad nacional, el orden 
público o la salud o la moral públicas”.  En ese mismo orden de ideas, el 
Congreso de la República debe dictar una ley que impida a los partidos 
políticos el uso indebido de los espacios en radio y televisión de propiedad del 
Estado. 
Exhorta al Ministerio Público a que ejerza sus atribuciones, conforme al 
fundamento 7, supra. 
 
FUENTE: Sentencia del Tribunal Constitucional. 





CUADRO Nº 6  
PRECEDENTE VINCULANTE - EXP. N.° 2302-2003-AA/TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL 
1 Jurisprudencia Constitucional – Precedente Vinculante 
2 Tema /procedencia Acción de Amparo / LIMA / URL: 
http://www.Tribunal 
Constitucional.gob.pe/jurisprudencia. 
3 Subtema Agotamiento de la vida administrativa en 
materia tributaria. 
4 Resolución EXP. N.° 2302-2003-AA/TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL 
5 Fecha de publicación 2003 
6 Caso INVERSIONES DREAMS S.A. 
7 Órgano del Estado 
demandado 
Municipalidad Distrital de Jesús María, la 
Superintendencia Nacional de Aduanas - Lima 
y el Ministerio de Economía y Finanzas (MEF), 
8 Fundamentos jurídicos 
vinculantes 
Nros5 al 9. 
9 Órganos exhortados  Municipalidad Distrital de Jesús María, la 
Superintendencia Nacional de Aduanas - Lima 
y el Ministerio de Economía y Finanzas (MEF). 
                                                   CRITERIOS 
- El principio de no confiscatoriedad en materia tributaria según el artículo 74º 
de la   Constitución. 
- La carga probatoria a efectos de demostrar la confiscatoriedad de tributos. 
- Los alcances del principio de reserva de ley. 
- Si, en el caso del inciso a) del artículo 9° del Decreto Supremo 095-96-EF, 
Reglamento del Impuesto Selectivo al Consumo a los juegos de azar y 
apuestas, se ha vulnerado el principio de reserva de ley, al establecer la tasa 
del impuesto mediante Decreto Supremo. 
FALLO 
El proceso constitucional de amparo respecto a la inaplicación del inciso a) del 
artículo 9° del Decreto Supremo 095-96-EF, Reglamento del Impuesto 
Selectivo al Consumo a los Juegos de Azar y Apuestas; en consecuencia, 
déjense sin efecto las órdenes de pago y resoluciones de cobranza coactiva 
derivadas de esta norma, y, que se encuentren comprendidas en autos. 
Establézcase el precedente vinculante respecto al agotamiento de la vía previa 
en casos similares, según lo señalado en los fundamentos 5 al 9. En 
consecuencia: a) Cuando se cuestionen actos concretos de aplicación de una 
norma reglamentaria –Decreto Supremo- directamente contraría a la Ley e 
indirectamente contraria a la Constitución, será necesario el agotamiento de la 
vía previa; b) la excepción a la regla precedente, serán los casos de 
afectaciones por normas autoaplicativas, en cuyo caso, el juez constitucional 
deberá fundamentar las razones de tal calificación. 
 
FUENTE: Sentencia del tribunal Constitucional. 





CUADRO Nº 7  
PRECEDENTE VINCULANTE - EXP. N.° 1417-2005-AA/TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL 
1 Jurisprudencia Constitucional – Precedente Vinculante 
2 Tema /procedencia Acción de Amparo / LIMA / URL: http://www.Tribunal 
Constitucional.gob.pe/jurisprudencia. 
3 Subtema Contenido esencial del derecho a la pensión. 
4 Resolución EXP. N.° 1417-2005-AA/TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL 
5 Fecha de publicación 2005 
6 Caso MANUEL ANICAMA HERNÁNDEZ 
7 Órgano del Estado 
demandado 
Oficina de Normalización Previsional (ONP). 
8 Fundamentos jurídicos 
vinculantes 
Nros 1 al 43. 
9 Órganos exhortados  Poder Judicial y la de Normalización Previsional 
(ONP). 
                                                   CRITERIOS 
Los derechos fundamentales de la persona humana. 
Proceso de amparo y derechos fundamentales 
La garantía institucional de la seguridad social. 
El derecho fundamental a la pensión. 
Determinación de la procedencia de la pretensión en la presente causa. 
Análisis del agravio constitucional alegado. 
FALLO 
Ordena que la entidad demandada cumpla con reconocer la pensión de jubilación 
adelantada por reducción de personal que corresponde al demandante, y abone las 
pensiones devengadas, reintegros e intereses legales correspondientes, conforme a los 
Fundamentos 40 a 43 supra. 
Declarar que los criterios de procedibilidad de las demandas de amparo que versen sobre 
materia pensionaria, previstos en el Fundamento 37 supra, constituyen precedente 
vinculante inmediato, de conformidad con el artículo VII del Título Preliminar del CPConst.; 
motivo por el cual, a partir del día siguiente de la publicación de la presente sentencia en 
el diario oficial El Peruano, toda demanda de amparo que sea presentada o que se 
encuentre en trámite y cuya pretensión no verse sobre el contenido constitucional 
directamente protegido por el derecho fundamental a la pensión, debe ser declarada 
improcedente. 
Declarar que las reglas procesales de aplicación a las demandas de amparo que a la 
fecha de publicación de esta sentencia se encuentren en trámite, previstas en los 
Fundamentos 54 a 58 supra, resultan vinculantes tanto para los Jueces que conocen los 
procesos de amparo, como para los Jueces que resulten competentes para conocer las 
demandas contencioso administrativas. 
Se EXHORTA al Poder Judicial, para que, de conformidad con el Fundamento 61 supra, 
aumente el número de Juzgados Especializados en lo Contencioso Administrativo en el 
Distrito Judicial de Lima y los cree en el resto de Distritos Judiciales de la República. 
 
FUENTE: Sentencia del Tribunal Constitucional. 







CUADRO Nº 8  
PRECENTE VINCULANTE - EXP. N.° 349-2004-AA/TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL 
1 Jurisprudencia Constitucional – Precedente Vinculante 
2 Tema /procedencia Acción de Amparo / LIMA / URL: 
http://www.Tribunal 
Constitucional.gob.pe/jurisprudencia. 
3 Subtema Libertad de tránsito. 
4 Resolución EXP. N.° 349-2004-AA/TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL 
5 Fecha de publicación 2004 
6 Caso CONO NORTE DE LIMA, MARÍA ELENA 
COTRINA AGUILAR 
7 Órgano del Estado 
demandado 
Municipalidad Distrital de Los Olivos. 
8 Fundamentos jurídicos 
vinculantes 
Nros 1 al 22. 
9 Órganos exhortados  Municipalidad Distrital de Los Olivos. 
                                                   CRITERIOS 
- La protección procesal constitucional de la libertad de tránsito y el proceso 
de amparo. 
- Cuestionamiento de sistemas de control de tránsito público y necesidad de 
establecer criterios generales. 
- El bien jurídico seguridad ciudadana y sus alcances. 
- Las vías de tránsito público y el establecimiento de rejas como medida de 
seguridad vecinal. 
FALLO 
Ordena que la Municipalidad Distrital de Los Olivos proceda, de conformidad 
con la Ordenanza N.° 690, a la evaluación inmediata del sistema de seguridad 
implementado en  la intersección de la cuadra 74 del jirón Manco Cápac con 
avenida Venus, de la urbanización El Trébol, 2.a etapa, distrito de Los Olivos, 
así como de las intersecciones aledañas ubicadas. 
 
Ordena que se proceda al retiro inmediato del sistema de seguridad 
anteriormente descrito, solo en el caso de que no se cumpla lo establecido por 
la Ordenanza N.° 690 y la Constitución Política del Perú. 
 
FUENTE: Sentencia del Tribunal Constitucional. 









CUADRO Nº 9  
PRECEDENTE VINCULANTE - EXP. N.° 1966-2005-PHC/TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL 
1 Jurisprudencia Constitucional – Precedente Vinculante 
2 Tema /procedencia Habeas Corpus /Madre de Dios 
 / URL: http://www.Tribunal 
Constitucional.gob.pe/jurisprudencia. 
3 Subtema Responsabilidad del ente administrador. 
4 Resolución EXP. N.° 1966-2005-PHC/TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL 
5 Fecha de publicación 2005 
6 Caso CÉSAR AUGUSTO LOZANO ORMEÑO 
7 Órgano del Estado 
demandado 
Jefe del Registro Nacional de Identidad y 
Estado Civil (RENIEC) de Puerto Maldonado 
8 Fundamentos jurídicos 
vinculantes 
Nros 14, 15, y 16. 
9 Órganos exhortados  Jefe del Registro Nacional de Identidad y 
Estado Civil (RENIEC) de Puerto Maldonado 
                                                   CRITERIOS 
- El debido proceso en los procedimientos administrativos. 
- El debido proceso en los procedimientos ante el RENIEC. 
FALLO 
Disponer que el Jefe del Registro Nacional de Identidad y Estado Civil –
RENIEC– de Puerto Maldonado gestione la expedición de la partida de 
nacimiento del demandante, conforme a lo señalado en el fundamento jurídico 
N.º 16, supra. Por lo expuesto, este Colegiado considera necesario disponer 
que el RENIEC, en un plazo máximo de cinco días útiles de notificada la 
presente demanda, gestione ante la oficina registral o entidad correspondiente 
la expedición de la partida de nacimiento del recurrente, quien, por su parte, 
deberá cumplir con registrar sus huellas decadactilares, a fin de culminar el 
trámite de canje de libreta electoral por el DNI. 
 
FUENTE: Sentencia del Tribunal Constitucional. 












CUADRO Nº 10  
PRECEDENTE VINCULANTE - EXP. N.° 0168-2005-PC/TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL 
1 Jurisprudencia Constitucional – Precedente Vinculante 
2 Tema /procedencia Proceso de cumplimiento /Del Santa 
/ URL: http://www.Tribunal 
Constitucional.gob.pe/jurisprudencia. 
3 Subtema Procedencia del proceso de cumplimiento. 
4 Resolución EXP. N.° 0168-2005-PC/TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL 
5 Fecha de publicación 2005 
6 Caso MAXIMILIANO VILLANUEVA VALVERDE 
7 Órgano del Estado 
demandado 
Oficina de Normalización (ONP) 
8 Fundamentos jurídicos 
vinculantes 
Nros14,15 y 16. 
9 Órganos exhortados  Genérico. 
                                                   CRITERIOS 
- Requisitos comunes de la norma legal y del acto administrativo para que sean 
exigibles a través del proceso de cumplimiento 
- Vía procedimental específica y reglas procesales aplicables a los procesos 
de cumplimiento en trámite que no cumplan con los requisitos. 
FALLO 
 
Declarar que los criterios de procedibilidad de las demandas de cumplimiento, 
previstos en los fundamentos 14, 15 y 16, supra, constituyen precedente 
vinculante inmediato, de conformidad con el artículo VII del Título Preliminar 
del CPConst.; motivo por el cual, a partir del día siguiente de la publicación de 
la presente sentencia en el diario oficial El Peruano, toda demanda de 
cumplimiento que sea presentada o que se encuentre en trámite y que no 
cumpla con tales condiciones, debe ser declarada improcedente. 
 Declarar que las reglas procesales de aplicación a las demandas de 
cumplimiento que a la fecha de publicación de esta sentencia se encuentren 
en trámite, serán las previstas en los fundamentos 53 a 58 y 60 del caso 
Manuel Anicama Hernández (Exp. N.° 1417-2005-AA/TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL), de modo que serán vinculantes tanto para los jueces que 
conocen los procesos de cumplimiento, como para los jueces que resulten 
competentes para conocer las demandas contencioso administrativas, en la 
vía del proceso sumarísimo a que se refiere el artículo 24°, inciso 2 de la Ley 
N.° 27584. 
 
FUENTE: Sentencia del Tribunal Constitucional. 







CUADRO Nº 11  
PRECEDENTE VINCULANTE - EXP. N.° 2616-2004-AC /TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL 
1 Jurisprudencia Constitucional – Precedente Vinculante 
2 Tema /procedencia Proceso de cumplimiento /Amazonas 
/ URL: http://www.Tribunal 
Constitucional.gob.pe/jurisprudencia. 
3 Subtema Decreto de urgencia 
4 Resolución EXP. N.° 2616-2004-AC /TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL 
5 Fecha de publicación 2004 
6 Caso AMADO NELSON 
SANTILLAN TUESTA 
7 Órgano del Estado 
demandado 
Director Regional de Educación del Consejo 
Transitorio de Administración Regional de 
Amazonas. 
8 Fundamentos jurídicos 
vinculantes 
Nros 14,15 y 16. 
9 Órganos exhortados  Director Regional de Educación del Consejo 
Transitorio de Administración Regional de 
Amazonas. 
                                                   CRITERIOS 
- Criterios desarrollados por el Tribunal Constitucional en relación con el 
Decreto de Urgencia 037-94 
- Ámbito de aplicación del Decreto Supremo N.º 019-94-PCM y del Decreto de 
Urgencia N.º 037-94 
- Servidores públicos comprendidos en el Decreto Supremo N.º 019-94-PCM 
y Decreto de Urgencia N.º 037-94, en concordancia con las escalas señaladas 
en el Decreto Supremo Nº 051-91-PCM. 
FALLO 
Ordena que la Dirección Regional de Educación del Gobierno Regional de 
Amazonas cumpla con la Resolución de Gerencia General Regional Nº 118-
2003-GOBIERNO REGIONAL AMAZONAS/GGR, abonando al demandante la 
bonificación especial prevista en el Decreto de Urgencia Nº 037-94, con 
deducción de lo percibido por concepto de la bonificación otorgada por el 
Decreto Supremo N.º 019-94-PCM. 
 Ordena que los operadores judiciales cumplan con lo dispuesto en el 
fundamento 14 supra, y que tengan en consideración que a los servidores y 
cesantes que corresponde la bonificación dispuesta en el Decreto de Urgencia 
Nº.037-94 son los mencionados en el fundamento 10 de la presente sentencia. 
 
FUENTE: Sentencia del Tribunal Constitucional. 







CUADRO Nº 12  
PRECEDENTE VINCULANTE - EXP. N.° 3482-2005-PHC/TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL 
1 Jurisprudencia Constitucional – Precedente Vinculante 
2 Tema /procedencia Habeas Corpus / Lima 
/ URL: http://www.Tribunal 
Constitucional.gob.pe/jurisprudencia. 
3 Subtema Decreto de urgencia 
4 Resolución EXP. N.° 3482-2005-PHC/TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL 
5 Fecha de publicación 2004 
6 Caso LUIS AUGUSTO BRAIN DELGADO Y OTROS 
7 Órgano del Estado 
demandado 
Particular 
8 Fundamentos jurídicos 
vinculantes 
Nros. 2 al 22. 
9 Órganos exhortados  Particular 
                                                   CRITERIOS 
Hábeas Corpus de naturaleza restringida. 
Los alcances genéricos de la libertad de tránsito o derecho de locomoción y la 
existencia de límites a su ejercicio. 
El bien jurídico seguridad ciudadana y sus alcances. 
Las vías de tránsito público y el establecimiento de rejas como medida de 
seguridad vecina. 
FALLO 
Ordena que la Junta de Vecinos de la urbanización Monterrico Chico, del 
Distrito de Santiago de Surco, de la Provincia de Lima o quienes la 
representen, así como sus dependientes, cumplan con la presente sentencia. 
 
FUENTE: Sentencia del Tribunal Constitucional. 












CUADRO Nº 13  
PRECEDENTE VINCULANTE - EXP. N.° 5854-2005-PA/TC 
1 Jurisprudencia Constitucional – Precedente Vinculante 
2 Tema /procedencia Habeas Corpus /Piura 
/ URL: http://www.Tribunal 
Constitucional.gob.pe/jurisprudencia. 
3 Subtema Amparo Electoral 
4 Resolución EXP. N.° 5854-2005-PA/TC 
5 Fecha de publicación 2005 
6 Caso PEDRO ANDRÉS LIZANA PUELLES 
7 Órgano del Estado 
demandado 
el Jurado Nacional de Elecciones (JNE) 
8 Fundamentos jurídicos 
vinculantes 
Nros.  
9 Órganos exhortados  el Jurado Nacional de Elecciones (JNE) y 
Poder Judicial. 
                                                   CRITERIOS 
- La Constitución como norma jurídica 
- El Tribunal Constitucional y la garantía jurisdiccional de la Constitución. 
- Principios de interpretación constitucional 
- La inconstitucionalidad de la interpretación aislada de los artículos 142º y 
181º de la Constitución 
- Los tratados sobre derechos humanos y las decisiones de los tribunales 
internacionales de derechos humanos como Derecho Interno. 
- Criterios para un oportuno control constitucional de las resoluciones 
jurisdiccionales del JNE. 
- Análisis de constitucionalidad del caso planteado. 
- El Informe Técnico de la Secretaría Ejecutiva del Consejo Nacional de 
Derechos Humanos del Ministerio de Justicia. 
FALLO 
- De acuerdo con los artículos 201° de la Constitución y 1° de la L.O.T.C., este 
Tribunal, en su calidad de supremo intérprete de la Constitución, según ha 
quedado dicho en el Fundamento 35, supra, establece que toda interpretación 
de los artículos 142º y 181º de la Constitución que realice un poder público en 
el sentido de considerar que una resolución del JNE que afecta derechos 
fundamentales, se encuentra exenta de control constitucional a través del 
proceso constitucional de amparo, es una interpretación inconstitucional. 
Consecuentemente, cada vez que el JNE emita una resolución que vulnere los 
derechos fundamentales, la demanda de amparo planteada en su contra 
resultará plenamente procedente. 
- En aplicación del artículo VII del Título Preliminar del C.P.Const., este criterio 
normativo constituye precedente vinculante para todos los Poderes Públicos. 
- Todo juez y tribunal de la República -sea que realice funciones estrictamente 
jurisdiccionales o materialmente jurisdiccionales- se encuentra vinculado por 
este criterio, bajo responsabilidad (artículo VI del Título Preliminar del 





 - De conformidad con el Fundamento 39 b), en ningún caso la interposición 
de una demanda de amparo contra el JNE suspende el calendario electoral, el 
cual sigue su curso inexorable. Toda afectación de los derechos 
fundamentales en que incurra el JNE, devendrá en irreparable cada vez que 
precluya cada una de las etapas del proceso electoral o en que la voluntad 
popular, a la que hace alusión el artículo 176º de la Constitución, haya sido 
manifestada en las urnas. En dichos supuestos, el proceso de amparo sólo 
tendrá por objeto determinar las responsabilidades a que hubiera lugar, de 
conformidad con el artículo 1º del CPConst. 
- En observancia del artículo 107° de la Constitución, y tal como ha quedado 
dicho en el Fundamento 39 c), supra, este Tribunal propone al Congreso de 
República introducir en el CPConst, en el más breve plazo posible, las 
modificaciones conducentes a: 
· Reducir sustancialmente el plazo de prescripción para interponer una 
demanda de amparo contra una resolución del JNE en materia electoral. 
·  Que las demandas de amparo contra una resolución del JNE en materia 
electoral se presenten ante la Sala Constitucional y Social de la Corte 
Suprema; y cuyas resoluciones denegatorias, emitidas en un plazo 
sumarísimo, puedan ser conocidas por el Tribunal Constitucional, mediante la 
interposición de un recurso de agravio constitucional a ser resuelto también en 
tiempo perentorio. 
- Poner en conocimiento del Congreso de la República y del JNE la presente 
sentencia. 
 
FUENTE: Sentencia del Tribunal Constitucional. 

















CUADRO Nº 14  
PRECEDENTE VINCULANTE - EXP. N.° 2802-2005-PA/TC 
1 Jurisprudencia Constitucional – Precedente Vinculante 
2 Tema /procedencia Habeas Corpus / Piura 
/ URL: http://www.Tribunal 
Constitucional.gob.pe/jurisprudencia. 
3 Subtema Libertad de empresa. Amparo en materia 
municipal. 
4 Resolución EXP. N.° 2802-2005-PA/TC 
5 Fecha de publicación 2005 
6 Caso PEDRO ANDRÉS LIZANA PUELLES 
7 Órgano del Estado 
demandado 
Municipalidad Provincial de Piura 
8 Fundamentos jurídicos 
vinculantes 
Nros. 4 al 17, 
9 Órganos exhortados  Municipalidad Provincial de Piura 
                                                   CRITERIOS 
La libertad de trabajo como derecho accesorio a la libertad de empresa. 
La libertad de empresa y la regulación de actividades y servicios de 
competencia municipal. 
Análisis del acto lesivo materia de controversia constitucional. 
Remisión de lo actuado a la vía contencioso-administrativa 
FALLO 
- Ordenar la remisión del expediente al juzgado de origen, para que proceda 
conforme lo dispone el fundamento N.º 17, supra. 
 - Declarar que la presente sentencia asume la eficacia de precedente 
vinculante respecto de los fundamentos Nros  4 a 17, conforme a lo señalado 
en el fundamento N.º 18, supra. 
 
FUENTE: Sentencia del Tribunal Constitucional. 














CUADRO Nº 15 
PRECEDENTE VINCULANTE - EXP. N.° 0206-2005-PA/TC 
1 Jurisprudencia Constitucional – Precedente Vinculante 
2 Tema /procedencia Habeas Corpus /Huaura 
/ URL: http://www.Tribunal 
Constitucional.gob.pe/jurisprudencia. 
3 Subtema Libertad de empresa. Amparo en materia 
municipal. 
4 Resolución EXP. N.° 0206-2005-PA/TC 
5 Fecha de publicación 2005 
6 Caso CÉSAR ANTONIO BAYLÓN FLORES 
7 Órgano del Estado 
demandado 
La E.P.S. EMAPA HUACHO S.A. 
8 Fundamentos jurídicos 
vinculantes 
Nros.  
9 Órganos exhortados  La E.P.S. EMAPA HUACHO S.A. 
                                                   CRITERIOS 
Vía procedimental igualmente satisfactoria para la protección del derecho al 
trabajo y derechos conexos en el régimen laboral privado. 
Vía procedimental igualmente satisfactoria para la protección del derecho al 
trabajo y derechos conexos en el régimen laboral público. 
Vía procedimental específica y reglas procesales aplicables a los procesos de 
amparo en materia laboral en trámite 
FALLO 
Declarar que las demandas de amparo de materia laboral individual privada, 
precisadas en los fundamentos 7 a 20 supra, deberán ser adaptadas al 
proceso laboral que corresponda según la Ley N.º 26636 por los jueces 
laborales conforme a los principios laborales que han establecido en su 
jurisprudencia laboral y a los criterios sustantivos en materia de derechos 




FUENTE: Sentencia del Tribunal Constitucional. 











CUADRO Nº 16  
PRECEDENTE VINCULANTE - EXP. N.° 3361-2004-AA/TC 
1 Jurisprudencia Constitucional – Precedente Vinculante 
2 Tema /procedencia Acción de Amparo / Lima 
/ URL: http://www.Tribunal 
Constitucional.gob.pe/jurisprudencia. 
3 Subtema (Ratificación de magistrados. Tutela procesal 
efectiva) 
4 Resolución EXP. N.° 3361-2004-AA/TC 
5 Fecha de publicación 2004 
6 Caso JAIME AMADO ÁLVAREZ GUILLÉN 
7 Órgano del Estado 
demandado 
el Consejo Nacional de la Magistratura (CNM) 
8 Fundamentos jurídicos 
vinculantes 
Nros.  
9 Órganos exhortados  La E.P.S. EMAPA HUACHO S.A. 
                                                   CRITERIOS 
Ratificación, independencia e inamovilidad de magistrados. 
Ratificación y cumplimiento de fines constitucionales. 
Los nuevos parámetros para la evaluación y ratificación de magistrados. 
Las consecuencias de la no ratificación. 
 
FALLO 
- Al momento de realizar el procedimiento de ratificación, el Consejo Nacional 
de la Magistratura, en el presente caso, lo hizo de acuerdo a las normas 
vigentes e interpretando adecuadamente las mismas, por lo que no se llega a 
demostrar la vulneración de los derechos constitucionales invocados por el 
demandante; por ende, no es posible disponer su reposición en el cargo, ni 
otorgar el pago de remuneraciones, devengados e intereses. 
- Se declara que tienen fuerza vinculante los argumentos vertidos respecto a 
la aplicación de los criterios establecidos en la presente sentencia a los casos 
futuros (fundamentos 7 y 8); al nuevo carácter de la evaluación y ratificación 
de los jueces del Poder Judicial y fiscales del Ministerio Público (fundamentos 
17 a 20); y a los derechos-reglas contenidos en el derecho-principio a la tutela 
procesal efectiva (fundamentos 26 a 43). 
 
FUENTE: Sentencia del Tribunal Constitucional. 









CUADRO Nº 17 
PRECEDENTE VINCULANTE - EXP. N.° 4677-2004-PA/TC 
1 Jurisprudencia Constitucional – Precedente Vinculante 
2 Tema /procedencia Acción de Amparo / Lima 
/ URL: http://www.Tribunal 
Constitucional.gob.pe/jurisprudencia. 
3 Subtema Derecho de reunión. 
4 Resolución EXP. N.° 4677-2004-PA/TC 
5 Fecha de publicación 2004 
6 Caso CONFEDERACIÓN GENERAL DE TRABAJADORES 
DEL PERÚ 
7 Órgano del Estado 
demandado 
la Municipalidad Metropolitana de Lima, 
8 Fundamentos jurídicos 
vinculantes 
Nros.  
9 Órganos exhortados  La E.P.S. EMAPA HUACHO S.A. 
                                                   CRITERIOS 
Imposibilidad de ejercer un control de constitucionalidad concentrado de las normas en 
los procesos de amparo 
Procedencia del amparo contra normas autoaplicativas 
El Decreto de Alcaldía N.º 060-2003 como norma autoaplicativa 
Competencia para evaluar la constitucionalidad del inciso f) del artículo 132º de la 
Ordenanza Municipal N.º 062-MML 
Presupuestos para la consolidación y estabilidad de una sociedad democrática 
Definición del derecho fundamental de reunión 
Contenido constitucionalmente protegido del derecho fundamental del reunión 
Límites y restricciones al derecho fundamental de reunión 
FALLO 
Declarar que, de conformidad con el artículo VII del Título Preliminar del CPConst., 
constituye precedente vinculante el criterio conforme al cual, en ningún caso el ejercicio 
del derecho de reunión, previsto en el artículo 2º 12 de la Constitución, puede ser sometido 
al requisito de autorización previa por parte de la autoridad administrativa (Fundamentos 
15 e. y 18), la cual sólo podrá restringirlo o prohibirlo atendiendo a las concretas 
circunstancias de cada caso y sólo por razones objetivas, suficientes y fundadas, según 
ha quedado expuesto en los fundamentos de esta sentencia. 
 De conformidad con el Fundamento 35, supra, se ordena al Ministerio del Interior la 
inmediata reforma del inciso 4) del artículo 17º del Decreto Supremo N.º 004-91-IN, el 
cual, entretanto, deberá ser interpretado de conformidad con la Constitución; esto es, en 
el sentido de que es competencia de la Prefectura restringir o prohibir el derecho de 
reunión, sólo cuando existan causas objetivas, suficientes y fundadas que lo justifiquen, 
en atención a los lineamientos de esta sentencia. 
 En observancia del artículo 107° de la Constitución, y tal como ha quedado dicho en el 
Fundamento 44, supra, este Tribunal propone al Congreso de República expedir una ley 
encargada de regular el ejercicio del derecho de reunión, la autoridad competente para 
conocer los avisos previos en los supuestos de reuniones celebradas en plazas y vías 
públicas, los plazos para notificar las causas fundadas para restringir o prohibir la 
celebración del evento, sus límites, etc., teniendo en cuenta los fundamentos de esta 
sentencia. 
 
FUENTE: Sentencia del Tribunal Constitucional. 





CUADRO Nº 18 
PRECEDENTE VINCULANTE - EXP. N.° 4635-2004-AA/TC 
1 Jurisprudencia Constitucional – Precedente Vinculante 
2 Tema /procedencia Acción de Amparo /Tacna 
/ URL: http://www.Tribunal 
Constitucional.gob.pe/jurisprudencia. 
3 Subtema Derecho de reunión. 
4 Resolución EXP. N.° 4635-2004-AA/TC 
5 Fecha de publicación 2004 
6 Caso SINDICATO DE TRABAJADORES 
TOQUEPALA Y ANEXOS 
7 Órgano del Estado 
demandado 
La Empresa Southern Perú 
CopperCorporation, 
8 Fundamentos jurídicos 
vinculantes 
Nros.  
9 Órganos exhortados  La Empresa Southern Perú 
CopperCorporation, 
                                                   CRITERIOS 
La minería como actividad de alto riesgo. 
Trabajo en soledad. 
Alimentación de los trabajadores en el sector minero. 
Condiciones de salud de los trabajadadores mineros 
Jornada de trabajo en el sector minero. 
FALLO 
Ordena que la demandada restituya la jornada laboral de ocho horas diarias 
considerando una jornada semanal razonable en el asentamiento minero de 
Toquepala, conforme a los fundamentos 28 a 44 expuestos en esta sentencia. 
Declara que los artículos 209.º, 210.º, 211.º y 212.º del Decreto Supremo N.º 
003-94-EM (Reglamento de Diversos Títulos del TUO de la Ley General de 
Minería), son incompatibles con la Constitución. 
Declara que los criterios previstos en los fundamentos 28, 29, 35, 39 y 41, 
supra, constituyen precedente vinculante inmediato, de conformidad con el 
artículo VII del Título Preliminar del CPConst.; motivo por el cual, regirán a 
partir del día siguiente de la publicación de la presente sentencia en el diario 
oficial El Peruano. 
 
FUENTE: Sentencia del Tribunal Constitucional. 










CUADRO Nº 19 
PRECEDENTE VINCULANTE - EXP. N.° 5189-2005-PA/TC 
1 Jurisprudencia Constitucional – Precedente Vinculante 
2 Tema /procedencia Acción de Amparo /Junin 
/ URL: http://www.Tribunal 
Constitucional.gob.pe/jurisprudencia. 
3 Subtema (Ley 23908. Pensión mínima o inicial) 
4 Resolución EXP. N.° 5189-2005-PA/TC 
5 Fecha de publicación 2004 
6 Caso JACINTO GABRIEL ANGULO 
7 Órgano del Estado 
demandado 
la Oficina de Normalización Previsional (ONP) 
8 Fundamentos jurídicos 
vinculantes 
Nros.  
9 Órganos exhortados  la Oficina de Normalización Previsional (ONP) 
                                                   CRITERIOS 
- Criterios desarrollados por el Tribunal Constitucional en relación con la Ley 
N.º 23908. 
- Aplicación de la Ley N.º 23908. 
- La Pensión Mínima de la Ley N.º 23908. 
FALLO 
Declarar NULA la Resolución N.º 802-DDPOP-GDJ-IPSS-90 
Ordenar que la ONP expida en favor del demandante la resolución que  
reconozca el pago de la pensión mímina y abone las pensiones devengadas e 
intereses correspondientes, conforme al fundamento 27 supra . 
Declarar que los criterios de interpretación y aplicación de la Ley N.º 23908, 
desarrollados en los Fundamentos 5 y del 7 al 21 supra, constituyen 
precedente vinculante inmediato de observancia obligatoria, de conformidad 
con el artículo VII del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional. 
 
FUENTE: Sentencia del Tribunal Constitucional. 











CUADRO Nº 20  
PRECEDENTE VINCULANTE - EXP. N.° 3075-2006-PA/TC 
1 Jurisprudencia Constitucional – Precedente Vinculante 
2 Tema /procedencia Acción de Amparo / Lima 
/ URL: http://www.Tribunal 
Constitucional.gob.pe/jurisprudencia. 
3 Subtema (Medidas preventivas o cautelares en sede 
administrativa) 
4 Resolución EXP. N.° 3075-2006-PA/TC 
5 Fecha de publicación 2004 
6 Caso ESCUELA INTERNACIONAL DE GERENCIA 
HIGH SCHOOL OF MANAGEMENT-EIGER 
7 Órgano del Estado 
demandado 
Microsoft Corporation y Macromedia 
Incorporated, así como contra el Instituto 
Nacional de Defensa de la Competencia de la 
Propiedad Intelectual (Indecopi) 
8 Fundamentos jurídicos 
vinculantes 
Nros.  
9 Órganos exhortados  Microsoft Corporation y Macromedia 
Incorporated, así como contra el Instituto 
Nacional de Defensa de la Competencia de la 
Propiedad Intelectual (Indecopi) 
                                                   CRITERIOS 
Rechazo eliminar injustificado. La no exigibilidad de declaratoria de nulidad 
en el presente caso. 
El Debido Proceso como derecho principalmente invocado. Ámbitos y 
dimensiones de aplicación. 
Facultad de verificación y sanción de las dependencias del Indecopi 
FALLO 
Dispone inaplicar a la Escuela Internacional de Gerencia High School of 
Management - Eiger, tanto la Resolución N.° 193-2004/ODA-INDECOPI, 
emitida con fecha 30 de julio del 2004, por la Oficina de Derechos de Autor del 
INDECOPI, como la Resolución N.° 1006-2004-TPI-INDECOPI, emitida con 
fecha 4 de noviembre del 2004, por el Tribunal de Defensa de la Competencia 
y de la Propiedad Intelectual de la misma institución. 
Dispone la incorporación del fundamento 5, acápites a), b) g) y h), a la parte 
resolutiva de la presente sentencia. 
 
FUENTE: Sentencia del Tribunal Constitucional. 






CUADRO Nº 21  
PRECEDENTE VINCULANTE - EXP. N.° 1333-2006-PA/TC 
1 Jurisprudencia Constitucional – Precedente Vinculante 
2 Tema /procedencia Acción de Amparo / Lima 
/ URL: http://www.Tribunal 
Constitucional.gob.pe/jurisprudencia. 
3 Subtema (Ratificacion de magistrados – reingreso a la 
carrera judicial) 
4 Resolución EXP. N.° 1333-2006-PA/TC 
5 Fecha de publicación 2006 
6 Caso JACOBO ROMERO QUISPE 
7 Órgano del Estado 
demandado 
contra el Consejo Nacional de la Magistratura 
(CNM), 
8 Fundamentos jurídicos 
vinculantes 
Nros.  
9 Órganos exhortados  contra el Consejo Nacional de la Magistratura 
(CNM), 
                                                   CRITERIOS 
Los pronunciamientos de este Tribunal respecto de los alcances del artículo 
154.2 de la Constitución Política del Perú 
FALLO 
 Ordena al Consejo Nacional de la Magistratura, y a todos los jueces de la 
República, bajo responsabilidad, cumplir en sus propios términos lo resuelto 
por este Tribunal, en el sentido de que los magistrados no ratificados no están 
impedidos de postular nuevamente al Poder Judicial o al Ministerio Público y, 
por tanto, de reingresar a la carrera judicial. 
 
FUENTE: Sentencia del Tribunal Constitucional. 













CUADRO Nº 22  
PRECEDENTE VINCULANTE - EXP. N.° 9381-2005-PA/TC 
1 Jurisprudencia Constitucional – Precedente Vinculante 
2 Tema /procedencia Acción de Amparo / Lima 
/ URL: http://www.Tribunal 
Constitucional.gob.pe/jurisprudencia. 
3 Subtema (ONP – Bono de reconocimiento) 
4 Resolución EXP. N.° 9381-2005-PA/TC 
5 Fecha de publicación 2005 
6 Caso FÉLIX AUGUSTO VASI ZEVALLOS 
7 Órgano del Estado 
demandado 
Oficina de Normalización Previsional (ONP), 
8 Fundamentos jurídicos 
vinculantes 
Nros.  
9 Órganos exhortados  Oficina de Normalización Previsional (ONP), 
                                                   CRITERIOS 
Variación del valor del bono de reconocimiento 
La razonabilidad de la proscripción de variar los datos de solicitud. 
FALLO 
 La demanda planteada por afectar el derecho al debido proceso del 
recurrente, y en consecuencia, inaplicable, por inconstitucional, la Resolución 
Jefatural N.º 029-98-JEFATURA/ONP, nula la Resolución N.º 892-2001-
DB/ONP, y nula la Resolución N.º 1948-2002-GO/ONP. 
 Autorizar a la ONP para que, en el procedimiento de evaluación del bono de 
reconocimiento, proceda a la calificación de los aportes al SNP por el 
recurrente, aún cuando en su solicitud no los hubiera consignado. 
 
FUENTE: Sentencia del Tribunal Constitucional. 












CUADRO Nº 23 
PRECEDENTE VINCULANTE - EXP. N.° 07281-2006-PA/TC 
1 Jurisprudencia Constitucional – Precedente Vinculante 
2 Tema /procedencia Acción de Amparo / Lima 
/ URL: http://www.Tribunal 
Constitucional.gob.pe/jurisprudencia. 
3 Subtema (Desafiliación de las AFP´s) 
4 Resolución EXP. N.° 07281-2006-PA/TC 
5 Fecha de publicación 2006 
6 Caso FÉLIX AUGUSTO VASI ZEVALLOS 
7 Órgano del Estado 
demandado 
Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) 
Profuturo, Oficina de Normalización Previsional 
(ONP), 
8 Fundamentos jurídicos 
vinculantes 
Nros.  
9 Órganos exhortados  Administradora de Fondos de Pensiones (AFP) 
Profuturo, Oficina de Normalización Previsional 
(ONP), Poder Judicial. 
                                                   CRITERIOS 
Los supuestos de desafiliación de la sentencia 1776-2004-AA/TC y la Ley N.º 
28991. 
La falta o insuficiencia de información como causal de desafiliación. 
Relación constitucional entre el presente precedente vinculante y la Ley N.º 
28991 
FALLO 
La demanda constitucional de amparo por vulneración al derecho al libre 
acceso a las prestaciones pensionarias; en consecuencia, ordena a la SBS y 
a la AFP el inicio, a partir de la notificación de la presente sentencia, del trámite 
de desafiliación conforme a los argumentos desarrollados supra. 
Ordenar la remisión de los actuados a la autoridad administrativa competente 
para la realización del trámite de desafiliación. 
 Ordenar a la SBS, a las AFPs, a la ONP y a todos los jueces de la República 
cumplir en sus propios términos los precedentes vinculantes establecidos en 
los fundamentos 27 y 37 de la presente sentencia. 
 
FUENTE: Sentencia del Tribunal Constitucional. 








CUADRO Nº 24  
PRECEDENTE VINCULANTE - EXP. N.° 6612-2005-PA/TC 
1 Jurisprudencia Constitucional – Precedente Vinculante 
2 Tema /procedencia Acción de Amparo / Ica 
/ URL: http://www.Tribunal 
Constitucional.gob.pe/jurisprudencia. 
3 Subtema (Pensión Vitalicia. Pensión de invalidez. 
Enfermedad profesional) 
4 Resolución EXP. N.° 6612-2005-PA/TC 
5 Fecha de publicación 2005 
6 Caso ONOFRE VILCARIMA PALOMINO 
 
7 Órgano del Estado 
demandado 
la aseguradora Rímac Internacional Compañía 
de Seguros y Reaseguros, 
8 Fundamentos jurídicos 
vinculantes 
Nros.  
9 Órganos exhortados  la aseguradora Rímac Internacional Compañía 
de Seguros y Reaseguros, 
                                                   CRITERIOS 
Derecho fundamental a la pensión y convenio arbitral. 
Pensión de invalidez por enfermedad profesional. 
 
FALLO 
  Ordenar que la aseguradora Rímac Internacional Compañía de Seguros y 
Reaseguros le otorgue al demandante la prestación económica que le 
corresponde conforme a la Ley N.º 26790 y sus normas complementarias y 
conexas, desde el 23 de octubre de 2000, conforme a los fundamentos de la 
presente, con el abono de devengados, intereses legales y costos procesales. 
 
FUENTE: Sentencia del tribunal Constitucional. 












CUADRO Nº 25 
PRECEDENTE VINCULANTE - EXP. N.° 04293-2012-PA/TC 
1 Jurisprudencia Constitucional – Precedente Vinculante 
2 Tema /procedencia Acción de Amparo /Loreto 
/ URL: http://www.Tribunal 
Constitucional.gob.pe/jurisprudencia. 
3 Subtema (Pensión Vitalicia. Pensión de invalidez. 
Enfermedad profesional) 
4 Resolución EXP. N.° 04293-2012-PA/TC 
5 Fecha de publicación 2005 
6 Caso CONSORCIO REQUENA 
7 Órgano del Estado 
demandado 
la Primera Sala del Tribunal de Contrataciones 
del Organismo Supervisor de las 
Contrataciones del Estado (OSCE) y el 
Procurador Público a cargo de sus asuntos 
judiciales. 
8 Fundamentos jurídicos 
vinculantes 
Nros.  
9 Órganos exhortados  la Primera Sala del Tribunal de Contrataciones 
del Organismo Supervisor de las 
Contrataciones del Estado (OSCE) y el 
Procurador Público a cargo de sus asuntos 
judiciales. 
                                                   CRITERIOS 
Sobre la afectación del derecho de defensa (artículo 139°, inciso 14, de la 
Constitución) 
Sobre la afectación al derecho a la igualdad en aplicación de la ley (artículo 2°, 
inciso 2, de la Constitución) 
FALLO 
La demanda en el extremo referido a la afectación del derecho a la igualdad 
en la aplicación de la ley, causada por la Resolución N.° 170-2012-TC-S1, de 
fecha 15 de febrero de 2012, expedida por la Primera Sala del Tribunal de 
Contrataciones del OSCE. 
 Disponer que el Tribunal de Contrataciones del OSCE no vuelva a incurrir en 
la acción que motivó la afectación del derecho a la igualdad en la aplicación 
de la ley y que cumpla con actuar de conformidad con el fundamento 29, supra. 
 
FUENTE: Sentencia del Tribunal Constitucional. 










PRIMERA. El Tribunal Constitucional es un cuarto poder neutro en nuestro país, 
debido a que controla, ordena y recomienda cómo estructurar el 
sistema jurídico; asimismo, establece de qué manera deben legislar 
los parlamentos y por último, ordena o pone las pautas de qué manera 
se deben aplicar las normas en el Poder Judicial. También el Tribunal 
Constitucional cumple una función complementaria, reguladora, 
limitadora y de control respecto a los demás órganos del Estado. 
SEGUNDA. La división clásica de poderes del Estado se encuentra 
desactualizado, desfasado y descontextualizado por el evidente rol 
dinámico del Tribunal Constitucional en nuestro país. Poner las cosas 
en orden, controlar o limitar el poder del gobierno de turno, al 
legislador y los jueces, es lo que sabe hacer bien y con eficacia. Esas 
funciones son propias de un poder del Estado actual lo que la mayoría 
llama equilibrio de poderes. 
TERCERA. Teoría del poder neutro, la supremacía constitucional, el 
neoconstitucionalismo y sus variados precedentes vinculantes, son 
los argumentos doctrinarios y jurisprudenciales para considerar al 
Tribunal Constitucional como un cuarto poder neutro en nuestro país. 
CUARTA. La función de legislar como legislador negativo, controlar, limitar, 
aplicar e interpretar, son las verdaderas funciones y roles que 
cumple el Tribunal Constitucional a través de las sentencias 
interpretativas en nuestro país, esto con relación a los otros poderes 







PRIMERA. El Tribunal Constitucional sea considerado como un cuarto poder 
neutro en nuestro país, por la función que viene cumpliendo y 
facultades que se atribuye como órgano de defensa y protección de 
los derechos constitucionales. 
SEGUNDA. Actualizar la división clásica de poderes del Estado, en donde se 
debe considerar al Tribunal Constitucional como un cuarto poder del 
Estado en el Perú  
TERCERA. Difundir los precedentes vinculantes para que la ciudadanía conozca 
la función de poner en orden, controlar o limitar el poder del gobierno 
de turno, al legislador, los jueces y a los demás Órganos Autónomos 
del Estado. 
CUARTA. Se dé a conocer a la población que el Tribunal Constitucional es un 
órgano que garantiza la protección de los derechos fundamentales de 
las personas y la defensa de la Constitución, puesto que es un papel 
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EXP. N.° 3760-2004-AA/TC 
LIMA 
GASTÓN ORTIZ ACHA  
 
SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
 
En Ica, a los 18 días del mes de febrero de 2005, el Pleno del Tribunal Constitucional, 
con la asistencia de los señores magistrados, Alva Orlandini, Bardelli Lartirigoyen, 





Recurso extraordinario interpuesto por don Gastón Ortiz Acha contra la resolución de la 
Tercera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 43, su fecha 24 de 




Con fecha 2 de febrero de 2004, el recurrente interpone acción de amparo en favor de 
Alberto Fujimori Fujimori y la dirige contra el Congreso de la República. Refiere que la 
Resolución Legislativa N.º 018-2000-CR de fecha 23 de febrero de 2001, mediante la 
cual se inhabilita a Alberto Fujimori Fujimori para ejercer funciones públicas por un 
período de diez años, resulta atentatoria a los derechos fundamentales de participar en la 
vida pública de la Nación, de elegir y ser elegido y de la presunción de inocencia. Señala, 
también, que según el artículo 33° de la Constitución el ejercicio de la ciudadanía sólo 
puede suspenderse mediante sentencia judicial condenatoria con inhabilitación de 
derechos políticos. 
 
Alega que la referida resolución carece de sustento jurídico, toda vez que mediante 
Resolución Legislativa N.º 0-009-2000-CR de fecha 21 de noviembre de 2000 se declaró 
la vacancia de la Presidencia de la República, por lo que no le era aplicable la 
inhabilitación, pues según lo dispuesto en el artículo 100° de la Constitución, dicha 
sanción se aplica a determinados funcionarios señalados en el artículo 99° de la 
Constitución, entre los cuales encuentra el Presidente de la República. Sin embargo, 
señala que al momento de ser sancionado, Fujimori ya no contaba con dicha condición, 
al haber sido vacado de la presidencia de la República.  
 
El 44º Juzgado Civil de Lima, con fecha 3 de febrero de 2004 declaró improcedente la 
acción de amparo por considerar que ha operado el plazo de 60 días hábiles para accionar, 
previsto en el artículo 37° de la Ley N.º 23506.  




1. Legitimidad del tercero demandante 
 
1. La presente demanda no ha sido interpuesta por el presunto afectado. El 
demandante, valiéndose de lo dispuesto en el artículo 26° de la Ley N.º 23506 que 






poder expreso en caso de que el presunto afectado se encuentre en imposibilidad 
física de accionar, ha entablado el presente proceso de amparo en favor de Alberto 
Fujimori Fujimori.  
 
2. Si bien es cierto que el presunto afectado se encuentra prófugo de la justicia del 
país, lo que habilita la interposición de la acción de amparo por terceras personas 
sin la exigencia de un poder expreso para ello, es necesario señalar que la ausencia 
del presunto afectado se debe única y exclusivamente a su voluntad, no existiendo, 
como ciudadano, impedimento legal alguno para que retorne al Perú; por el 
contrario, existe el requerimiento judicial y congresal para que se apersone al país 
para cumplir con sus obligaciones constitucionales y legales.  
 
2. La acusación constitucional contra el ex Presidente Alberto Fujimori Fujimori 
 
3. Como se recordará, el ex Presidente de la República, con fecha 13 de noviembre 
del año 2000 partió rumbo a Brunei y Panamá, para participar en la Cumbre de 
Líderes del Foro de Cooperación Asia Pacífico (APEC) y en la Décima Cumbre 
Iberoamericana de Jefes de Estado, respectivamente.  
 
Ello, además de ser un asunto de público conocimiento, consta en la Resolución 
Suprema N.º 509-2000-PCM, publicada en el Diario Oficial El Peruano con fecha 
14 de noviembre del año 2000, mediante la cual se resolvió encargar el despacho 
de la Presidencia de la República al Vicepresidente entre los días 13 y 18 de 
noviembre de 2000.  
 
Al llegar al continente asiático canceló su participación en la cumbre de Jefes de 
Estado a celebrarse en Panamá y se dirigió al Japón, desde el cual, con fecha 19 
de noviembre, remitió su renuncia a la Presidencia de la República mediante 
correo electrónico.  
 
4. Ante estos hechos, doce congresistas de la República presentaron, el 30 de 
noviembre de 2000, una denuncia contra el ex Presidente de la República, Alberto 
Fujimori Fujimori, por infracción de los artículos 38º y 118º inciso 1) de la 
Constitución e incumplimiento de la Ley N.° 26656 y la Resolución Legislativa 
27355.  
 
Asimismo, el congresista Henry Pease García, el 18 de enero de 2001, interpuso, 
también, denuncia constitucional contra el referido ex Presidente de la República 
por infracción a los artículos 45º y 97º de la Constitución del Estado y la comisión 
de los delitos de usurpación de funciones, abandono del cargo. Dichas denuncias 
fueron acumuladas en un solo proceso. 
 
5. En el proceso constitucional se estableció que el ex Presidente, don Alberto 
Fujimori Fujimori, el día 11 de noviembre de 2000 salió del país con destino a 
Brunei, para participar en la Cumbre de Líderes del Foro de Cooperación 
Económica Asia Pacífico, la cual se realizaría entre el 15 y 16 de noviembre. 
Luego tendría que dirigirse a Panamá para participar en la Décima Cumbre 







6. El ex Presidente, luego de realizar algunas escalas no autorizadas ni explicadas, 
arribó a Brunei el día 15 de noviembre y abandono dicho país al día siguiente, 
antes que finalizara el Foro y luego se dirigió a Tokio, Japón, donde permanece 
hasta la fecha. Desde allí el 19 de noviembre de 2000 dio a conocer al Perú su 
decisión de renunciar al cargo de Presidente de la República.  
 
7. Comprobados los hechos de Alberto Fujimori Fujimori, tanto de su viaje ilegal al 
Japón así como la decisión de no regresar al Perú –que se confirma hasta la fecha–
, y el abandono del cargo de Presidente de la República desde dicho país oriental, 
la Comisión Investigadora del Congreso concluyó que el ex Presidente incurrió 
en infracción de la Constitución en sus artículos 38º y 118º y en la comisión de 
delitos tipificados en los artículos 377° y 380° del Código.  
 
8. El Pleno del Congreso de la República, con el informe de la Comisión 
Investigadora y conforme a los mandatos de los artículos 99º y 100º de la 
Constitución y el artículo 89° del Reglamento del Congreso de la República 
aprobó la Resolución Legislativa Nº 018-2000-CR, de fecha 23 de febrero de 
2001, inhabilitando a don Alberto Fujimori Fujimori, ex Presidente de la 
República, para el ejercicio de toda función pública por diez años.  
A este respecto, el Tribunal Constitucional considera que mientras no sea 
derogada por el Congreso, o declarada la inconstitucionalidad de dicha Resolución 
Legislativa, ésta produce plenos efectos. 
 
3. Sobre la petición del accionante 
 
9. En cuanto al fondo del asunto, el accionante fundamenta su pretensión alegando 
que el beneficiario de la presente acción no podía ser pasible de la sanción de 
inhabilitación por cuanto al momento de ser sancionado ya no contaba con la 
calidad de Presidente de la República, toda vez que mediante la Resolución 
Legislativa N.º 0-009-2000-CR ya se había declarado la vacancia de la 
Presidencia de la República y, en consecuencia, no podía ser pasible de 
inhabilitación.  
 
10. Este Colegiado considera que, si bien es cierto constituye un requisito 
indispensable para ser pasible de la sanción de inhabilitación, prevista en el 
artículo 100° de la Constitución, el ser uno de los funcionarios previstos en el 
artículo 99° de la Constitución, ello no implica, necesariamente, que el 
funcionario acusado deba encontrarse en ejercicio de sus funciones, sino que los 
delitos de función y la infracción constitucional que son materia de acusación 
hayan tenido lugar con ocasión de haber ocupado el cargo público.  
 
Ello es aún más evidente en el caso del Presidente de la República, pues, de 
acuerdo con el artículo 117° de la Constitución, el Presidente de la República sólo 
puede ser acusado, durante su mandato, por traición a la patria, por impedir las 
elecciones presidenciales, parlamentarias, regionales o municipales, por disolver 
el Congreso, salvo en los casos previstos en el artículo 134° de la Constitución, y 
por impedir su reunión o funcionamiento, o los del Jurado Nacional de Elecciones 







Por tanto, las acusaciones que se fundamentan en la comisión de otros delitos e 
infracciones constitucionales tendrán lugar, evidentemente, una vez que el 
Presidente de la República ha concluido su mandato constitucional o cuando se 
declara la vacancia de la Presidencia de la República de acuerdo con el artículo 
113° de la Constitución Política.  
 
11. El ex Presidente Alberto Fujimori Fujimori tiene la calidad de inculpado en 
numerosos procesos penales y se ha solicitado, en alguno de ellos, su extradición 
judicial. Debe retornar al Perú no sólo para ejercitar su defensa, con las garantías 
del debido proceso y la tutela jurisdiccional que le concede el Estado Democrático 
y Social de Derecho, en el que hay separación de poderes, sino para ratificar la 
demanda de amparo materia de este proceso.  
 
4. La Resolución Legislativa N.º 018-2000-CR: Régimen constitucional y 
reglamentario 
 
12. 12. Una de las funciones esenciales de los Parlamentos contemporáneos es la 
función de control político. Para ello, el Congreso de la República cuenta con 
diversos mecanismos que le permiten realizar dicho control. Precisamente, uno de 
esos instrumentos es el juicio político, el cual está previsto en el artículo 100° de 
la Constitución Política de 1993. 
 
13. 13. En efecto, el artículo 100° establece que “Corresponde al Congreso de la 
República, sin participación de la Comisión Permanente, suspender o no al 
funcionario acusado o inhabilitarlo para el ejercicio de la función pública hasta 
por diez años, o destituirlo de su función sin perjuicio de cualquiera otra 
responsabilidad”. 
 
14. 14. Del mismo modo, el artículo 89° del Reglamento de Congreso de la República 
desarrolla el procedimiento para realizar el juicio político, pudiendo el Pleno del 
Congreso de la República acordar la sanción de “suspensión, inhabilitación o 
destitución por infracción constitucional”. 
 
5. Contenido de la inhabilitación política 
 
15. 15. Tanto del artículo 100° de la Constitución como del artículo 89° del 
Reglamento del Congreso se infiere que el Congreso de la República puede 
imponer, luego de realizado el procedimiento de acusación constitucional, 
sanciones políticas que pueden manifestarse de tres formas: 1) la suspensión, 2) 
la inhabilitación o 3) la destitución del funcionario público. 
 
16. 16. En lo que respecta al presente informe, es del caso señalar que corresponde 
analizar, propiamente, el contendido de la sanción de inhabilitación política que 
impone el Congreso a un funcionario público. En este sentido es del caso analizar 
cuál es el contenido de esta sanción y cuáles son sus alcances. 
 
17. 17. En principio cabe señalar que la inhabilitación política es una sanción política 
discrecional pero sujeta a criterios de razonabilidad constitucional, que impone el 






a la inhabilitación penal (prevista en el artículo 36° del Código Penal) y a la 
inhabilitación administrativa (según establece el artículo 30 de la Ley de la 
Carrera Administrativa, el artículo 159° de su Reglamento y la Ley Marco del 
Empleo Público), las cuales son de carácter estrictamente jurídicos. 
 
18. 18. En tal sentido la inhabilitación política es una sanción política que impone el 
Congreso de la República a los más altos funcionarios del Estado comprendidos 
en el artículo 99° de la Constitución por infracción a la Constitución y por los 
delitos competidos en el ejercicio de sus funciones, los mismos que sólo 
comportan una restricción en el ejercicio de los derechos políticos del funcionario 
que sea sancionado. 
 
6. Alcances y efectos de la inhabilitación política 
 
19. 19. La inhabilitación política despliega sus efectos sobre los derechos políticos 
que son aquellos mediante los cuales los ciudadanos participan en la formación y 
dirección de las actividades del Estado; son, por tanto, derechos que permiten a 
los ciudadanos participar en la vida política y pública. 
 
20. 20. Ahora bien, la inhabilitación política incide sobre estos derechos en dos 
ámbitos: material y temporal. En el aspecto sustantivo, los efectos de la 
inhabilitación impiden al funcionario público sancionado ejercer el derecho de 
sufragio (elegir y ser elegido), el derecho de participación y el derecho a fundar, 
organizar, pertenecer o representar a una organización o partido político, 
movimiento o alianza. 
 
21. 21. Dentro del ámbito temporal, el Congreso de la República puede inhabilitar al 
funcionario público “hasta por diez años”(artículo 100° de la Constitución), lo 
cual implica que el Congreso tiene discrecionalidad, dentro de los límites que 
establece la Constitución y el Reglamento del Congreso, para definir el tiempo 
durante el cual el funcionario quedará inhabilitado para ejercer sus derechos 
políticos.  
 
Para el Tribunal Constitucional, esta limitación en el ejercicio de toda función 
pública no afecta al contenido constitucionalmente protegido de dicho derecho, 
porque su imposición es razonable y proporcional al daño constitucional 
cometido. Atribución que el poder constituyente le otorga al Congreso de la 
República en la Constitución Política, en tanto que él ocupa, dentro del 
ordenamiento constitucional, una función de tutela de los principios y valores 
democráticos.  
 
22. 22. La Resolución Legislativa N.º 018-2000-CR dispone una inhabilitación del ex 
Presidente de la República, don Alberto Fujimori Fujimori, por el tiempo de diez 
años, para el ejercicio de “toda función pública”, y restringe, por ese lapso, el 
ejercicio de su derecho de acceso a los cargos públicos. Tal restricción ha de 
operar tanto por lo que se refiere al acceso a los cargos públicos derivados de 
elección, como al de acceso mediante concurso público o de designación; en 






acceder a cualquier cargo o función pública durante el período a que se refiere la 
resolución legislativa ya referida. 
 
7. Control jurisdiccional de la sanción de inhabilitación política 
 
23. 23. Dentro del marco del principio de división de poderes se garantiza la 
independencia y autonomía de los órganos del Estado. Ello, sin embargo, no 
significa en modo alguno que dichos órganos actúan de manera aislada y como 
compartimentos estancos; si no que exige también el control y balance (check and 
balance) entre los órganos del Estado.  
 
24. 24. En tal sentido, la facultad de imponer sanciones políticas por parte del 
Congreso es una facultad privativa y discrecional de él; pero, tal discrecionalidad 
es posible sólo dentro de los límites que se derivan de la propia Constitución y del 
principio de razonabilidad y proporcionalidad. 
 
25. 25. De ahí que, como ningún poder constituido esta por encima del poder 
constituyente que se expresa jurídicamente en la Constitución, sea posible el 
control jurisdiccional de los actos que realiza el Parlamento para imponer 
sanciones, cuando de ellos devenga una afectación al debido proceso 
parlamentario y la violación de los derechos fundamentales. 
 
26. 26. Si bien este Tribunal mediante sentencia recaída en el proceso de 
inconstitucionalidad N.º 006-2003-AI/TC ha hecho precisiones sobre el sentido 
de los artículos 99° y 100° de la Constitución, referidos al antejuicio y al juicio 
político, no es posible extender tales criterios a supuestos acaecidos antes de la 
referida sentencia. 
 
27. 27. En efecto, mediante Resolución aclaratoria de fecha 9 de diciembre de 2003 
este Tribunal precisó que no es posible deducir que la aplicación en el pasado de 
los artículos 99° y 100° de la Constitución en un sentido distinto a los criterios 
expuestos en la referida sentencia, sea inconstitucional, puesto que dicha 
aplicación, strictu sensu, no era contraria a ninguna de las disposiciones 
constitucionales.  
 
Tal como lo señaló este Tribunal “Lo que ocurre es que por virtud de la sentencia, 
debe entenderse que se ha operado una mutación constitucional en la 
interpretación de los artículos 99° y 100° de la Constitución, quedando en el futuro 
proscrita su aplicación en un sentido distinto del que surge de la sentencia, bajo 
sanción de reputársele inconstitucional”. Asimismo, tal como lo señala este 
Tribunal en la referida resolución “(...) la sentencia materia de la presente 
resolución, no puede deducirse efecto retroactivo de ningún orden, puesto que en 
la misma no se ha declarado la inconstitucionalidad de norma legal alguna”. 
 
28. Esta sentencia tiene efectos jurídicos vinculantes para todos los poderes y 
organismos públicos, de acuerdo al artículo VII del Título Preliminar del Código 










Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que la Constitución 




1. 1. Declarar infundada la acción de amparo de autos.  
2. 2. Forman parte del fallo los fundamentos N.°s 8, 21 y 22. 
3. 3. Poner esta sentencia en conocimiento de los Poderes Legislativo y Judicial y del 















EXP. N.° 2496-2005-PHC/TC  
LIMA 
EVA ROSARIO  
VALENCIA GUTIÉRREZ  
 
SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
 
En La Oroya, a los 17 días del mes de mayo de 2005, la Sala Primera del 
Tribunal Constitucional, con asistencia de los señores magistrados Alva Orlandini 
Presidente, Bardelli Lartirigoyen, y Landa Arroyo, pronuncia la siguiente sentencia 
 
ASUNTO 
Recurso de agravio constitucional interpuesto por doña Eva Rosario Valencia 
Gutierrez, contra la resolución de la Primera Sala Especializada en lo Penal para Procesos 
con Reos en Cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 203, su fecha 16 de 




Con fecha 30 de setiembre de 2004, la recurrente interpone acción de hábeas 
corpus contra la Sala Nacional de Terrorismo, solicitando su inmediata excarcelación. 
Manifiesta encontrarse recluida desde el 14 de mayo de 1993, habiendo sido procesada 
por el supuesto delito de terrorismo en agravio del Estado; que fue condenada por 
jueces “sin rostro” a 30 años de pena privativa de libertad, proceso que fue anulado al 
declararse la inconstitucionalidad de los dispositivos legales aplicados, ordenándose la 
tramitación de un nuevo proceso. Agrega que se han vulnerado sus derechos 
constitucionales, dado que hasta la fecha no se ha resuelto su situación jurídica, pese a 
haber transcurrido más de 10 años de reclusión, periodo que excede el máximo del 
plazo establecido en el artículo 137.º del Código Procesal Penal, por lo que al no existir 
mandato judicial que ordene su detención esta ha devenido en arbitraria. 
 
Realizada la investigación sumaria, la accionante se ratifica en los términos de 
su demanda. Por su parte el Presidente de la Sala Nacional de Terrorismo, señor Pablo 
Talavera Elguera, sostiene que no existe detención arbitraria, que en aplicación del 
Decreto Ley N.º 926, la Sala Penal que integra, declaró la nulidad de los actuados y la 
insubsistencia de la acusación fiscal por encontrarse tramitados por magistrados de 
identidad secreta. Asimismo, alega que por disposición del decreto citado, el término de 
detención se computa desde la fecha de expedición de la resolución que declara la 
anulación, y que, tratándose de procesos de terrorismo, como el seguido contra el 
demandante, el plazo máximo de detención es de 36 meses.  
 
El Procurador Adjunto a cargo de los Asuntos Judiciales del Poder Judicial, con fecha 
10 de setiembre de 2004, se apersona al proceso, solicitando se declare improcedente 
la demanda por tratarse de un proceso regular, ante el cual el hábeas corpus no puede 
ser eficaz . 
 
El Cuadragésimo Sétimo Juzgado Penal de Lima, con fecha 14 de setiembre de 
2004, declara improcedente la demanda, por considerar que no se acredita el alegado 






de terrorismo, el cómputo del plazo de detención establecido en el artículo 137.º del 
Código Procesal Penal se inicia a partir de la resolución que declara la anulación.  
 




1. 1. La demanda tiene por objeto que se ordene la inmediata libertad del demandante. 
Se alega que no se dictó auto de apertura de instrucción y que el plazo límite de 
detención preventiva, establecido por el artículo 137.° del Código Procesal Penal, ha 
fenecido. 
 
2. 2. El accionante sostiene que en su caso se ha producido una doble afectación 
constitucional: 
a) a) detención arbitraria al haberse ejecutado sin mandato judicial, y 
b) b) vulneración de las garantías del debido proceso con transgresión del principio 
de legalidad procesal (duración ilimitada de su detención y aplicación de 
dispositivos procesales penales que no estuvieron vigentes al momento de su 
detención). 
 
3. 3. En reiterada jurisprudencia, este Colegiado ha sostenido que el proceso de hábeas 
corpus no tiene por objeto proteger en abstracto el derecho al debido proceso. En el 
presente caso, habida cuenta de que se han establecido judicialmente restricciones al 
pleno ejercicio de la libertad locomotora, tras la imposición de la medida cautelar de 
detención preventiva, el Tribunal Constitucional tiene competencia, ratione materiae, 
para evaluar la legitimidad de los actos judiciales considerados lesivos. 
 
§. Materia sujetas a análisis constitucional  
4. A lo largo de la presente sentencia, este Colegiado debe llegar a determinar: 
 
(a) (a) Si se ha lesionado el derecho que tiene el recurrente al ejercicio pleno de las 
facultades que sobre la impartición de justicia, consagra la Constitución Política 
del Perú 
 
(b) (b) Si por el tiempo transcurrido en detención preventiva se ha terminado 
afectando la libertad personal del demandante 
 
§. De los limites a la libertad personal  
5 Conforme a lo enunciado por éste Tribunal en reiterada jurisprudencia, la libertad 
personal es no es solo un derecho fundamental reconocido, sino un valor superior del 
ordenamiento jurídico, pero su ejercicio no es absoluto e ilimitado; pues se encuentra 
regulado y puede ser restringido mediante ley.136[1] 
 
Por ello, los límites a los derechos pueden ser impuestos por la misma norma que 
reconoce el derecho; por el ejercicio de uno o más derechos constitucionales, o por el 
ejercicio de uno o varios bienes jurídicos constitucionales 
 
                                                 






6. El caso de autos se encuentra comprendido en el primer tipo de límites. En efecto, 
conforme al artículo 2, inciso 24, literal b), de la Constitución, no se permite forma 
alguna de restricción de la libertad personal, salvo en los casos previstos por la ley. 
Por tanto, para esclarecer la controversia, debe establecerse si el periodo de detención 
preventiva que cumple el demandante constituye una restricción del derecho a la 
libertad previsto en la ley y la Constitución. 
 
§. De la detención preventiva 
7. El artículo 9.º del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos establece que toda persona detenida o presa a causa de una 
infracción penal será llevada sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, y 
tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. La prisión preventiva de las personas que 
hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general, pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la 
comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cualquier momento de las diligencias procesales y, en su caso, para la 
ejecución del fallo 
 
8. De cuyo contenido se infiere que la detención preventiva constituye una de las formas constitucionales de garantizar que el 
procesado comparezca a las diligencias judiciales . 
 
 
§. La legislación penal en materia antiterrorista 
9. El Decreto Legislativo N.º 926, que norma la nulidad de los procesos por delito de 
terrorismo seguidos ante jueces y fiscales con identidad secreta, dispone, en su Primera 
Disposición Final y Complementaria, que el plazo límite de detención conforme al 
artículo 137º del Código Procesal Penal, en los procesos en que se aplique tal norma, 
se computará desde la fecha de expedición de la resolución que declare la anulación. 
 
De otro lado, en su artículo 4.º precisa que la anulación no tendrá como efecto la 
libertad de los imputados ni la suspensión de las requisitorias existentes. 
 
10. En tal sentido de autos se advierte que el recurrente fue procesado y condenado por 
el delito contra la tranquilidad pública en la modalidad de terrorismo, juzgamiento 
que estuvo a cargo de jueces “sin rostro”; que al expedir este Tribunal la STC N.º 10-
2003-AI, dicho proceso se anuló; conforme se acredita con la resolución expedida 
por la Sala Nacional de Terrorismo, que dispone declarar nula la sentencia, nula la 
Ejecutoria Suprema e insubsistente el Dictamen Fiscal Superior.  
 
De lo cual se colige que la nulidad declarada alcanza a los actos procesales 
mencionados, quedando subsistentes y surtiendo plenos efectos jurídicos los actos 
procesales precedentes; en consecuencia, el auto que dispone la apertura de 
instrucción contra el demandante sigue vigente.  
 
11. Por consiguiente, el accionante se encuentra detenido por mandamiento escrito y 
motivado del juez, contenido en el auto que apertura la instrucción que se tramita en 
su contra  
 
12. Con relación a la aplicación de las normas penales, este Tribunal ha manifestado, en 
reiterada jurisprudencia, que en la aplicación de normas procesales penales rige el 
principio tempus regit actum, que establece que la ley procesal aplicable en el tiempo 
es la que se encuentra vigente al momento de resolverse137[2].  
                                                 






13. Siendo ello así, resulta de aplicación al caso de autos, el artículo 1º de la Ley N.º 
27553, que desde el 13 de noviembre de 2001 modifica el artículo 137.º del Código 
Procesal Penal, estableciendo que el plazo de detención en el proceso penal ordinario 
tiene una duración máxima de 18 meses; que se duplicará en caso de que el proceso sea 
por los delitos de terrorismo, tráfico de drogas, espionaje u otro de naturaleza compleja 
seguido contra más de diez imputados.  
 
14. En tal sentido de las copias certificadas que obran en autos, consta que la resolución 
que declara la anulación del proceso fue expedida el 16 de mayo de 2003, fecha en 
la cual se inicia el cómputo del plazo al que se refiere el artículo 137.º del Código 
Procesal Penal, el mismo que tratándose de un proceso por el delito de terrorismo, 
es de 36 meses, los que a la fecha no han transcurrido, por consiguiente, a la fecha 
aún no ha vencido tal plazo. En consecuencia, al no acreditarse la vulneración 
constitucional que sustenta la demanda resulta de aplicación el artículo 2.º del 
Código Procesal Constitucional, Ley N.º 28237 contrario censu . 
 
15. 15. De conformidad con el artículo VII del Código Procesal Constitucional, “Las 
sentencias del Tribunal Constitucional que adquieren la calidad de cosa juzgada 
constituyen precedente vinculante cuando así lo exprese la sentencia, precisando el 
extremo de su efecto normativo”. 
 
16. En aplicación de la citada norma, son vinculantes para todos los operadores 
jurídicos los criterios de interpretación contenidos en los fundamentos jurídicos 





Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la 




Declarar INFUNDADA la demanda .  
 
Publíquese y notifíquese. 
SS.  
 
ALVA ORLANDINI  
BARDELLI LARTIRIGOYEN  







EXP. N.° 1966-2005-PHC/TC 
MADRE DE DIOS 
CÉSAR AUGUSTO  
LOZANO ORMEÑO 
 
SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
 
En Lima, a los 26 días del mes de mayo 2005, la Sala Segunda del Tribunal 
Constitucional, integrada por los magistrados Gonzales Ojeda, García Toma y Vergara 




Recurso de agravio constitucional interpuesto por don César Augusto Lozano 
Ormeño contra la resolución de la Sala Mixta Descentralizada de Puerto Maldonado de 
la Corte Superior de Justicia de Madre de Dios, de fojas 17, su fecha 16 de febrero de 
2005, que declara improcedente la demanda de hábeas corpus de autos. 
ANTECEDENTES 
El recurrente, con fecha 17 de enero de 2005, interpone demanda de hábeas corpus 
contra el Jefe del Registro Nacional de Identidad y Estado Civil (RENIEC) de Puerto 
Maldonado, solicitando que se ordene la expedición de su Documento Nacional de 
Identidad (DNI). Refiere que desde el 16 de mayo de 2004 en que acudió a las oficinas 
del RENIEC – Puerto Maldonado con la finalidad de tramitar el canje de su libreta 
electoral por el DNI, el funcionario encargado no cumple con hacerle entrega de dicho 
documento, argumentando que en la base de datos no aparece registrado su nombre. 
Sostiene que para obtener su libreta electoral satisfizo todos los requisitos exigidos por el 
ente estatal, por lo que portó dicho documento de identidad en los últimos años e hizo 
ejercicio de todos sus derechos civiles, y que por ello es inconcebible que ahora se le exija 
presentar nuevamente su partida de nacimiento como condición para la entrega de su DNI. 
La Administradora de la Agencia de la RENIEC de la provincia de Tambopata 
rinde su declaración explicativa precisando que no se ha negado la entrega del nuevo DNI 
al demandante, sino que el trámite administrativo ha sido observado por el Área de 
Procesos en la ciudad de Lima, por figurar el apellido materno del demandante 
enmendado en la boleta y en el libro Registro de Inscripción, razón por la que se le solicitó 
que presente su partida de nacimiento y una prueba decadactilar para remitirlos a Lima y 
culminar el trámite correspondiente. 
 
El Primer Juzgado Mixto de Tambopata, con fecha 17 de enero de 2005, declaró 
improcedente la demanda, por considerar que no se ha afectado derecho constitucional 
alguno del recurrente, pues éste debe cumplir con subsanar la observación realizada por 
la entidad emplazada, y que un eventual mandato al órgano jurisdiccional para que tramite 
el canje de la libreta electoral por el DNI omitiendo la presentación de los documentos 
solicitados significaría un peligro para el Estado, pues no se cumpliría la identificación 
plena y legal de sus ciudadanos. 









1. 1. En concreto, el objeto del hábeas corpus es que se ordene al Registro Nacional de 
Identificación y Estado Civil (RENIEC) de Puerto Maldonado expedir el DNI del 
demandante. 
 
§. Materia sujeta a análisis constitucional  
 
2. 2. Este Colegiado debe determinar si la decisión de la entidad emplazada de no expedir 
el DNI del demandante, hasta que cumpla con presentar los documentos solicitados y 
subsanar la observación realizada por el Área de Procesos, ha vulnerado su derecho 
constitucional a no ser privado de su DNI. 
 
§. Análisis del acto lesivo materia de controversia constitucional 
3. 3. De conformidad con lo dispuesto por los artículos 177.º y 183.º de la Constitución, 
el RENIEC es un organismo constitucionalmente autónomo, encargado de manera 
exclusiva y excluyente de organizar y actualizar el Registro Único de Identificación 
de las Personas Naturales y, entre otras funciones, de emitir los documentos que 
acrediten su identidad. 
 
4. 4. De otro lado, según lo establecido por los artículos 6.º y 7.º de su Ley Orgánica –
N.º 26497–, RENIEC planea, organiza, dirige, controla, norma y racionaliza las 
inscripciones de su competencia; igualmente, mantiene el registro único de 
identificación de las personas naturales y emite el documento único que acredita su 
identidad personal. Asimismo, el artículo 26.º de la referida norma establece que el 
Documento Nacional de Identidad es público, personal e intransferible; constituye la 
única cédula de identidad personal para todos los actos civiles, comerciales, 
administrativos, judiciales y, en general, para todos aquellos casos en que, por 
mandato legal, deba ser presentado; y constituye también el único título de derecho al 
sufragio de la persona a cuyo favor ha sido otorgado. 
 
5. 5. En cuanto al fondo del asunto controvertido, este Colegiado considera que la 
decisión de la entidad emplazada no vulnera el derecho constitucional a no ser privado 
de DNI, pues de autos se tiene que el trámite administrativo de expedición de dicho 
documento de identidad fue observado debido a que se detectó que el apellido materno 
del solicitante, consignado en la boleta y en el libro Registro de Inscripción, se 
encontraba enmendado, motivo por el cual se le requirió para que presente su partida 
de nacimiento y efectúe una prueba decadactilar, a fin de procesar los datos 
actualizados. La expedición del DNI no es un trámite automático, y es facultad del 
RENIEC el formular observaciones como en el presente caso, acorde con su 
obligación de verificar la identidad personal de los ciudadanos para garantizar que se 
encuentren debidamente identificados e inscritos en el Registro Único de 
Identificación de Personas Naturales. 
 
6. 6. Sin embargo, y sin perjuicio de lo señalado, el Tribunal Constitucional considera 
que la entidad emplazada sí ha vulnerado el derecho fundamental del recurrente al 
debido proceso en sede administrativa, si bien no invocado formalmente en la 







§ El aforismo iura novit curia y su aplicación en los procesos constitucionales 
 
7. 7. El iura novit curia constitucional, contemplado en el artículo VIII del Título 
Preliminar del Código Procesal Constitucional, establece que “(...) el órgano 
jurisdiccional competente debe aplicar el derecho que corresponda al proceso, aunque 
no haya sido invocado por las partes o lo haya sido erróneamente”. Respecto a dicho 
principio y a sus relaciones con el principio de congruencia de las sentencias o, a su 
turno, con la necesidad de que se respete el contradictorio, este Colegiado, en el 
fundamento N.º 4 de la STC N.º 905-2001-AA/TC, aplicable mutatis mutandis al caso 
de autos, ha establecido que no considera que estos resulten “(...) afectados por el 
hecho de que el juez constitucional se pronuncie por un derecho subjetivo no alegado 
por la demandante, pues una de las particularidades de la aplicación del principio iura 
novit curia en el proceso constitucional es que la obligación del juzgador de aplicar 
correctamente el derecho objetivo involucra, simultáneamente, la correcta adecuación 
del derecho subjetivo reconocido en aquel. Y ello es así, pues sucede que el derecho 
subjetivo constitucional está, a su vez, reconocido en una norma constitucional, norma 
ésta, como la del inciso 7) del artículo 2.° de la Constitución, que es indisponible para 
el Juez Constitucional y que, en consecuencia, aunque no haya sido invocada, debe 
aplicarse. Además, no puede olvidarse que el contradictorio en el amparo, por lo 
general, no se expresa de manera similar a lo que sucede en cualquier otro ámbito del 
derecho procesal, en particular, si se tiene en cuenta la posición y el significado de la 
participación de las partes (sobre todo, la demandada) en el presente proceso; de 
manera que la comprensión y respeto del contradictorio en el amparo ha de 
entenderse, no conforme a lo que se entiende por él en cualquier otro proceso, sino en 
función de las características muy particulares del proceso constitucional”. 
 
§ El debido proceso en los procedimientos administrativos 
8. 8. El debido proceso, según lo ha establecido la doctrina, es “(...) un derecho 
fundamental de carácter instrumental que se encuentra conformado por un conjunto 
de derechos esenciales (como el derecho de defensa, el derecho a probar, entre otros) 
que impiden que la libertad y los derechos individuales sucumban ante la ausencia o 
insuficiencia de un proceso o procedimiento, o se vean afectados por cualquier sujeto 
de derecho (incluyendo al Estado) que pretenda hacer uso abusivo de estos”. 
(Bustamante Alarcón, Reynaldo. “ El derecho a probar como elemento esencial de un 
proceso justo.” Cit. por Javier Dolorier Torres en Diálogo con la Jurisprudencia. Año 
9. N.° 54. Marzo 2003. Gareta Jurídica. Lima. Pág. 153). 
 
9. 9. Al respecto, este Colegiado, en reiteradas ejecutorias ha establecido que el derecho 
reconocido en el artículo 139°, inciso 3) de la Constitución no sólo tiene una 
dimensión "judicial". En ese sentido, el debido proceso comporta el cumplimiento de 
todas las garantías, requisitos y normas de orden público que deben observarse en las 
instancias procesales de todos los procedimientos, incluidos los administrativos, a fin 
de que las personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus derechos 
ante cualquier acto del Estado que pueda afectarlos. En el caso de los procesos 
administrativos, se debe cumplir con el procedimiento y formalidades establecidas 









§ El debido proceso en los procedimientos ante el RENIEC 
10. 10. Según el Reglamento de Inscripciones del RENIEC, aprobado por el Decreto 
Supremo N.º 015-98-PCM, el Sistema Registral es el “(...) conjunto de órganos y 
personas del Registro que tienen a su cargo la ejecución de los procedimientos 
administrativos de inscripción a que hacen referencia la Ley y el presente 
Reglamento, así como los órganos de apoyo, asesoramiento y control del Registro”; 
el Archivo Único Centralizado es la oficina encargada de recopilar, centralizar, 
ordenar y custodiar los Títulos Archivados (documentos que posee el Registro, los 
cuales sustentan los hechos inscritos), así como de proporcionar la información 
necesaria a los diversos órganos del sistema registral; y el Archivo Personal es aquel 
que contiene la información sumaria de los hechos inscritos relativos a cada persona 
natural. 
 
11. 11. De igual manera, según lo dispuesto por el artículo 8.º de la Ley N.º 26497, para 
el ejercicio de sus funciones, el RENIEC mantiene estrecha y permanente 
coordinación, entre otras entidades, con las municipalidades provinciales, distritales 
y de centros poblados menores. Asimismo, la Primera Disposición Complementaria 
de la referida norma dispone que el personal y acervo documentario de las oficinas 
del registro civil de los gobiernos locales se incorporan al RENIEC. 
 
12. 12. Por otro lado, en el orden administrativo, todo procedimiento administrativo debe 
regirse fundamentalmente por los principios contemplados en la Ley N.º 27444 del 
Procedimiento Administrativo General, entre los cuales es pertinente resaltar a los 
siguientes: 
 
  Principio de impulso de oficio. Por el cual las autoridades administrativas 
deben dirigir e impulsar de oficio el procedimiento, así como ordenar la 
realización o práctica de los actos que resulten convenientes para el 
esclarecimiento y resolución de las cuestiones necesarias. Este principio 
también es recogido por el artículo 145.º del citado cuerpo legal, que dispone 
que la autoridad administrativa, aun sin pedido de parte, debe promover toda 
actuación que fuese necesaria para su tramitación y superar cualquier 
obstáculo que se oponga a ello, así como evitar el entorpecimiento o demora 
a causa de diligencias innecesarias o meramente formales, adoptando las 
medidas oportunas para eliminar cualquier irregularidad producida. 
 
  Principio de celeridad. Que establece que quienes participan en el 
procedimiento deben ajustar su actuación de tal modo que se dote al trámite 
de la máxima dinámica posible, evitando actuaciones procesales que 
dificulten su desenvolvimiento o constituyan meros formalismos, a fin de 
alcanzar una decisión en tiempo razonable, sin que ello releve a las 
autoridades del respeto al debido procedimiento o vulnere el ordenamiento. 
 
  Principio de simplicidad. Según el cual los trámites establecidos por la 
autoridad administrativa deben ser sencillos, lo que supone la eliminación de 
toda complejidad innecesaria; por tanto, los requisitos exigidos deberán ser 







13. 13. Asimismo, la Ley N.º 27444, en su artículo 165.º señala que no deberá actuarse 
prueba respecto a hechos alegados por las partes cuya prueba consta en los archivos 
de la entidad, sobre los que se haya comprobado con ocasión del ejercicio de sus 
funciones, o que estén sujetos a la presunción de veracidad, sin perjuicio de su 
fiscalización posterior. De manera complementaria, su artículo 167°, inciso 1) 
dispone que “(...) la autoridad administrativa a la que corresponde la tramitación del 
asunto recabará de las autoridades directamente competentes los documentos 
preexistentes o antecedentes que estime conveniente para la resolución del asunto, sin 
suspender la tramitación del expediente”. 
 
14. 14. En el caso de autos se advierte que el demandante inició un procedimiento 
administrativo ante RENIEC que fue observado debido a que se constató que en la 
boleta y en el libro Registro de Inscripción su apellido materno se encontraba 
enmendado, motivo por el cual se le requirió para que presentara su partida de 
nacimiento y se haga una prueba decadactilar. Dicha enmendadura se presenta en 
documentos en los cuales la consignación de datos –y por tanto lo errores en que se 
haya incurrido– es de exclusiva responsabilidad del ente administrador; documentos 
que, por lo demás, obran actualmente en su poder. De otro lado, es responsabilidad y 
competencia del RENIEC la custodia de los documentos que sustentan los hechos 
inscritos (Títulos Archivados), los mismos que, en el caso de autos, deberán servir 
para verificar los datos del Registro. 
 
15. 15. En caso no se cuente con el título archivado requerido –por haber desaparecido, 
haber sido mutilado o destruido a consecuencia de negligencia propia, hechos 
fortuitos o actos delictivos–, también es responsabilidad del RENIEC, a fin de 
verificar datos que pudieran estar observados, gestionar de oficio dichos documentos, 
solicitándolos a las entidades correspondientes, más aún si se trata de oficinas 
registrales que forman parte del sistema registral o de municipalidades con las cuales 
tiene estrecha y permanente vinculación por mandato de su propia ley orgánica. En el 
presente caso es evidente que la actuación de RENIEC no se ha sujetado a tales 
prescripciones, de modo que ha inobservado los principios de impulso de oficio, 
celeridad y simplicidad, vulnerando el derecho constitucional del demandante al 
debido proceso en sede administrativa, al causar una demora innecesaria en la 
expedición de su Documento Nacional de Identidad. 
 
16. 16. Por lo expuesto, este Colegiado considera necesario disponer que el RENIEC, en 
un plazo máximo de cinco días útiles de notificada la presente demanda, gestione ante 
la oficina registral o entidad correspondiente la expedición de la partida de nacimiento 
del recurrente, quien, por su parte, deberá cumplir con registrar sus huellas 
decadactilares, a fin de culminar el trámite de canje de libreta electoral por el DNI. 
 
17. 17. Esta sentencia constituye precedente vinculante respecto de los fundamentos 
jurídicos N.os 14, 15, y 16, supra, conforme al artículo VII del Título Preliminar del 
Código Procesal Constitucional. 
 
Por los fundamentos expuestos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que 







1. Declarar INFUNDADA la demanda.  
 
2. Disponer que el Jefe del Registro Nacional de Identidad y Estado Civil –RENIEC– de 
Puerto Maldonado gestione la expedición de la partida de nacimiento del demandante, 
conforme a lo señalado en el fundamento jurídico N.º 16, supra. 
 
Publíquese y notifíquese. 
 
SS.  
 
GONZALES OJEDA 
GARCÍA TOMA 
VERGARA GOTELLI 
 
 
 
 
 
